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vRESUMEN
La presente tesis titulado “La discrecionalidad del Juez en el beneficio de
semilibertad en el Distrito Judicial de Puno”, analiza el problema desde el
punto de vista jurídico. El presente trabajo de investigación, se realizó con el
objeto de establecer los factores que contribuyen a la discrecionalidad del Juez,
por ende a la ineficacia de los beneficios penitenciarios, como factor de
resocialización, en el Distrito Judicial de Puno, durante el periodo Noviembre
2013 - Junio 2014.
Consideramos que el  principio de discrecionalidad que le faculta al señor Juez,
no lo hace todopoderoso, debe moverse  en el terreno de lo razonable y
opuesto a la arbitrariedad.
Es por ello que las decisiones judiciales, deben ser  debidamente motivadas, y
no  “jusficadas” con el término “criterio de conciencia” o la consabida
“discrecionalidad judicial”.
Es necesario ahondar el tema de los beneficios penitenciarios y si reducir los
plazos de las penas dictadas en una sentencia, éstas no están vinculados a
derechos fundamentales y vienen a ser estímulos que están bajo la
discrecionalidad del legislador y su aplicación por los jueces.
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ABSTRACT
La presente tesis titulado “La discrecionalidad del Juez en el beneficio de
semilibertad en el Distrito Judicial de Puno”, analiza el problema desde el
punto de vista jurídico. El presente trabajo de investigación, se realizó con el
objeto de establecer los factores que contribuyen a la discrecionalidad del Juez,
por ende a la ineficacia de los beneficios penitenciarios, como factor de
resocialización, en el Distrito Judicial de Puno, durante el periodo Noviembre
2013 - Junio 2014.
Consideramos que el  principio de discrecionalidad que le faculta al señor Juez,
no lo hace todopoderoso, debe moverse  en el terreno de lo razonable y
opuesto a la arbitrariedad.
Es por ello que las decisiones judiciales, deben ser  debidamente motivadas, y
no  “justificadas” con el término “criterio de conciencia” o la consabida
“discrecionalidad judicial”.
Es necesario ahondar el tema de los beneficios penitenciarios y si reducir los
plazos de las penas dictadas en una sentencia, éstas no están vinculados a
derechos fundamentales y vienen a ser estímulos que están bajo la
discrecionalidad del legislador y su aplicación por los jueces.
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RESUMO
La presente tesis titulado “La discrecionalidad del Juez en el beneficio de
semilibertad en el Distrito Judicial de Puno”, analiza el problema desde el
punto de vista jurídico. El presente trabajo de investigación, se realizó con el
objeto de establecer los factores que contribuyen a la discrecionalidad del Juez,
por ende a la ineficacia de los beneficios penitenciarios, como factor de
resocialización, en el Distrito Judicial de Puno, durante el periodo Noviembre
2013 - Junio 2014.
Consideramos que el  principio de discrecionalidad que le faculta al señor Juez,
no lo hace todopoderoso, debe moverse en el terreno de lo razonable y
opuesto a la arbitrariedad.
Es por ello que las decisiones judiciales, deben ser  debidamente motivadas, y
no  “justificadas” con el término “criterio de conciencia” o la consabida
“discrecionalidad judicial”.
Es necesario ahondar el tema de los beneficios penitenciarios y asi reducir los
plazos de las penas dictadas en una sentencia, éstas no están vinculados a
derechos fundamentales y vienen a ser estímulos que están bajo la
discrecionalidad del legislador y su aplicación por los jueces.
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INTRODUCCIÓN
Los señores Jueces, no deben hace mal uso del principio de discrecionalidad
que la ley les faculta, por el contrario, al momento de resolver una beneficio
penitenciario, actúen bajo el principio de discrecionalidad, esto es,
razonabilidad,  ponderación, prudencia  y equidad.
En el Perú hay muchos ex-internos que han cumplido una condena o
han salido en libertad gracias a beneficios penitenciarios; supuestamente estas
personas se han rehabilitado y pueden reinsertarse a la sociedad pero al estar
frente a ella, encuentran una barrera que es el desempleo y la marginación de
la sociedad, es así que se repite nuevamente la reincidencia. El ansiado día de
la liberación puede convertirse en el inicio de una nueva condena para las
personas que salen de los centros penitenciarios. Y es que la carta de
antecedentes penales es un obstáculo para encontrar un empleo, incorporarse
a la dinámica productiva y dejar atrás la vida criminal. Lo irónico de la situación
es que mientras el estado tiene la obligación de rehabilitar a los criminales, los
centros penitenciarios no cuentan con las condiciones necesarias; impidiendo
que los internos no estén aptos a la sociedad y mucho menos puedan
incorporarse al mercado laboral. El objetivo primigenio de este trabajo de
investigación es dar a conocer el tratamiento penitenciario de la realidad
penitenciaria en el Perú, siendo este un gran problema para la reinserción de
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DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN JURIDICA
1. EXPOSICIÓN DEL PROBLEMA.
Examinar los alcances del principio de discrecionalidad de un
magistrado y si la denegatoria  del indulto de  los beneficios
penitenciarios de redención de la pena por el trabajo y la
educación, semi-libertad y liberación condicional, no son
aplicables a las personas que hayan sido condenadas por la
comisión del delito de violación sexual de menores de edad, es
constitucional y/o inconstitucional
Analizar las reglas jurídicas fijadas por el Tribunal Constitucional,
como aquella que establecen criterios vinculantes para que los
jueces en ejecución puedan decidir sobre su concesión; los
supuestos en los que los jueces pueden ser pasibles de ser
2procesados disciplinariamente; y la aplicación temporal de las
leyes que regulan beneficios penitenciarios.
2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.
En el presente trabajo centramos la investigación en absolver las
siguientes interrogantes  que consideramos fundamentales:
 ¿Cuáles son los factores que contribuyen a la ineficacia del beneficio de
semilibertad, como factor de resocialización en el delito de robo
agravado, en el Distrito Judicial de Puno, durante el periodo Noviembre
2013 - Junio 2014?
 ¿Están teniendo resultado los esfuerzos por parte del INPE, para que se
cumplan los fines de la pena?;
 ¿Se cumple con lo establecido en la norma, para otorgar el beneficio
penitenciario de semilibertad?;
 ¿Es real la resocialización del interno?
3. JUSTIFICACION DE LA INVESTIGACION.
Me anima plasmar el presente trabajo de investigación, en mi condición de
ex servidor de la corte Superior de Justicia de Puno, Magistrado provisional
por más de 15 años, en ese lapso de  tiempo he podido  verificar analizar, y
palpar la DISCRECIONALIDAD que tienen los magistrados en el
otorgamiento de un beneficio penitenciario, y como es que este beneficio
contribuye a lograr eficazmente, los fines de la pena privativa de la libertad.
3Con este trabajo pretendemos establecer hasta donde es coherente el
principio de discrecionalidad del señor Juez, además cuales son factores
que contribuyen a la ineficacia de los beneficios penitenciarios.
4.- OBJETIVOS DE LA INVESTIGACION.
4.1. OBJETIVO GENERAL.-
Establecer cuáles son los factores que contribuyen a la ineficacia del
beneficio de semilibertad, como factor de resocialización, en el Distrito
Judicial de Puno, durante el periodo Noviembre 2013 - Junio 2014.
4.2. OBJETIVO ESPECIFICO.-
Establecer de qué manera contribuyen los informes del Consejo
Técnico Penitenciario, sobre el grado de readaptación del interno, a la
ineficacia del beneficio de semilibertad, como factor de
resocialización, en el Distrito Judicial de Puno, durante el periodo
Noviembre 2013 - Junio 2014.
Establecer de qué manera contribuyen los dictámenes del Fiscal
Provincial, a la ineficacia del beneficio de semilibertad, como factor de
resocialización en el delito de robo agravado, en el Distrito Judicial de
Puno, durante el periodo Noviembre 2013 - Junio 2014.
Establecer de qué manera contribuyen los criterios de los jueces
sobre el cumplimiento de los requisitos para el otorgamiento del
4beneficio de semilibertad, como factor de resocialización, en el Distrito
Judicial de Puno, durante el periodo Noviembre 2013 - Junio 2014.
Establecer de qué manera contribuyen las fiscalizaciones sobre el
cumplimiento de las reglas de conducta a la ineficacia del beneficio de
semilibertad, como factor de resocialización en el Distrito Judicial de
Puno, durante el periodo Noviembre 2013 - Junio 2014.
5.- HIPOTESIS DEL TRABAJO.
5.1. LA HIPOTESIS GENERAL.
Los informes del Consejo Técnico Penitenciario, sobre el grado de
readaptación del interno; los dictámenes del Fiscal Provincial; los
criterios de los jueces sobre el cumplimiento de los requisitos para el
otorgamiento del beneficio de semilibertad; y las fiscalizaciones sobre
el cumplimiento de las reglas de conducta, son factores que
contribuyen a la ineficacia del beneficio de semilibertad, como factor
de resocialización en el delito de robo agravado, en el Distrito Judicial
de Puno, durante el periodo  Noviembre 2013 - Junio 2014
Dado que: la semilibertad es  un beneficio se permite al interno
egresar del centro penitenciario.
Es  probable: que se ponga a trabajar, lograr su rehabilitación y
reisertarse a la sociedad.
55.2. VARIABLES Y OPERACIONALIZACION.-
VARIABLE DEPENDIENTE. La ineficacia del beneficio de
semilibertad, como factor de resocialización, específicamente en el
delito de robo agravado, en el Distrito Judicial de Puno, durante el
periodo Noviembre 2013 - Junio 2014.
VARIABLES INDEPENDIENTES
 Los informes del Consejo Técnico Penitenciario, sobre el grado de
readaptación del interno.
 Los dictámenes del representante del Ministerio Publico.
 Los criterios de los jueces sobre el cumplimiento de los requisitos
para el otorgamiento del beneficio de semilibertad.
 Las fiscalizaciones sobre el cumplimiento de las reglas de
conducta.
6. PROCEDIMIENTO METODOLOGICO.-
6.1. METODO JURIDICO.- La presente investigación pretende demostrar
los factores que contribuyen a la ineficacia del beneficio de
semilibertad, en el Distrito Judicial de Puno, durante el periodo
Noviembre 2013 - Junio 2014. Para ello, vamos a seleccionar una
muestra utilizando el método Probabilístico Aleatorio Simple.
Revisaremos los informes del Consejo Técnico Penitenciario para
verificar la existencia de la fundamentación del examen técnico, así
como de la indicación de los criterios científicos o técnicos de los que
6se sirvieron para hacer el examen; los dictámenes del Fiscal
Provincial, y los criterios de los jueces para analizar la
fundamentación de los requisitos para el otorgamiento del beneficio
de semilibertad en base a los informes del Consejo Técnico
Penitenciario con su debida fundamentación e indicación de los
criterios científicos o técnicos de los que se sirvieron para hacer el
examen; así como las fiscalizaciones sobre el cumplimiento de las
reglas de conducta, para establecer si son factores que contribuyen, y
de qué manera la ineficacia del beneficio de semilibertad en el delito
de robo agravado, en el Distrito Judicial de Puno, durante el periodo
Noviembre 2013 - Junio 2014.
6.2. MÉTODO ANALITICO.- Método que será utilizado en la presente
investigación, sobre todo al momento del procesamiento de toda la
información recopilada a través de una variada documentación,
durante la primera etapa del proyecto, la misma que una vez
seleccionada se catalogará y se extraerán los temas más relevantes
respecto de nuestra formulación del problema, hipótesis y objetivos.
6.3. MÉTODO SINTÉTICO.- Lo utilizaremos durante la elaboración de las
conclusiones, las mismas que permitirán formular recomendaciones
para dar solución al problema planteado en la investigación. También,
será utilizado al momento de evaluar los cuadros, las entrevistas y al
momento de elaborar el resumen en el marco teórico.
76.4. MÉTODO INDUCTIVO.- Método que será utilizado tanto en la
recolección de la información, así como en la elaboración del marco
teórico al establecerse las categorías jurídicas desde lo general a lo
particular tomando como esencia a la normatividad, y el aspecto
político criminal y penitenciario.
6.5. MÉTODO DEDUCTIVO Este método se empleará en la elaboración
de las conclusiones y recomendaciones, respecto a las conclusiones,
para determinar de la manera más precisa los resultados de todo el
proceso de investigación y para ser coherente con lo estudiado, y
respecto a las recomendaciones a fin de proyectarse a futuro y que la
propuesta presentada sea aprovechada para enriquecer el
conocimiento sobre el tema bajo investigación.
8CAPÍTULO II
EL PROBLEMA DE LA DISCRECIONALIDAD JURIDICA.
1. ANTECEDENTES ACERCA DEL TEMA DE  INVESTIGACION:
En nuestro Derecho de Ejecución Penal, hablar de los beneficios
penitenciarios implica necesariamente recordar que, estos mecanismos
datan del 15 de abril de 1969, cuando el Decreto Ley Nº 17581, hoy
derogado,  incluyó dentro del periodo de prueba a los "permisos especiales
de salida","redención de penas por el trabajo", "trabajar fuera del
establecimiento" en el día y pernoctar en la cárcel (semilibertad), y la
"liberación condicional", pero no utilizó el término de Beneficios
Penitenciarios. Años más tarde, en 1985, el primer Código de Ejecución
Penal, los reguló con algunos cambios, y agregó la "visita intima" y un
"sistema de recompensas", bajo un solo capítulo denominado Beneficios
Penitenciarios, nomen juris no empleado por ninguno de sus antecedentes
con ese contenido, salvo la Resolución Ministerial Nº 334-81-JUS, del 19
de marzo de 1982, "Reglamento Penitenciario", que utilizó por primera vez
el nombre de "Beneficios Penitenciarios", pero considerando solo a la
9redención de penas, mientras que los permisos de salida, la semilibertad, y
la libertad condicional fueron regulados en otro apartado. El beneficio
penitenciario más antiguo en nuestra legislación es la "liberación
condicional", que ya figuraba en el Código Penal de 1924. Los más nuevos,
son la "visita íntima" y la recompensas a partir del Código de Ejecución
Penal de 1985. De la indagación en otras investigaciones sobre el tema a
trabajar se ha podido ubicar la Tesis: “El sistema penitenciario peruano
frente a la reinserción social de los internos de Cajamarca” de la
Universidad Pedro Ruiz Galló, autor Jeny Shilon Carrasco; donde infiere
que en el Perú el 80% de las cárceles están en mal estado y la mayoría
desborda su capacidad y que los establecimientos penitenciarios no son
lugares en los que los presos son resocializados; sino es el escenario
donde aprenden más conductas violentas y donde los derechos
fundamentales de los internos no son respetados. De igual forma se
encontró el ensayo de “Beneficios penitenciarios en el Perú: Redención de
la pena por trabajo y/o educación” de Universidad Católica de los Ángeles
de Chimbote, en la cual expone y  determina los beneficios penitenciarios
son también un estímulo para el cumplimiento de los fines del Régimen
penitenciario que tiene por objeto la reducación, rehabilitación y
reincorporación del penado a la sociedad, siendo que para cumplir tan
importante finalidad tanto el INPE, el Ministerio Público y el órgano
jurisdiccional deben de adoptar las medidas necesarias que hagan que el
Estado no sea simplemente un carcelero. Así mismo se encontró el ensayo
de “Replanteamiento del régimen de acceso a los beneficios penitenciarios
de efectos excarcelatorios en el Perú” de autor Ricardo A. Brousset Salas
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concluye que por su naturaleza los Beneficios Penitenciarios como
instituciones penológicas constituyen mecanismos legales tendientes a
estimular las actitudes re adaptativas de los penados, cuya regulación debe
guardar congruencia con la función integral que nuestro sistema penal le
asigna a la pena, por lo que corresponde al Estado graduarlos
adecuadamente en función de sus lineamientos de política criminal,
resultando imperativo el establecimiento de un marco de principios
intangibles que a modo de vigas maestras limiten la discrecionalidad de la
decisión política respecto de ellos. De la investigación mencionada se
puede observar que sea investigado ya sobre la eficacia de los beneficios
penitenciaros en el sistema penitenciario peruano, pero nuestro trabajo de
investigación aportara y evidenciara la realidad que afronta el sistema
penitenciario en el distrito judicial de Puno, sobre la realidad del beneficio
de semilibertad si realmente se cumple con la finalidad de resocialización
de los beneficios penitenciarios.
2. LA DISCRECIONALIDAD JURÍDICA.-
No pocas veces las decisiones judiciales suelen ser “justificadas” con la
terminología de cliché “criterio de conciencia” o la consabida
“discrecionalidad judicial”. Ésta, sin embargo, no es una caja de Pandora;
no hace a un Juez todo poderoso, ni lo dota de una capacidad para
convertir a lo blanco en negro, y a lo cuadrado en redondo.
Lamentablemente, su concepción y uso han venido pervirtiéndose, al
paso de resoluciones absurdas que fungen de “razonables”.
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Según el DICCIONARIO DE LA LENGUA ESPAÑOLA, la palabra
“discrecionalidad” alude a la calidad de discrecional, o sea, a aquello que
se hace libre y prudencialmente.
La prudencia consiste, a su vez, en distinguir lo que es bueno de lo
que es malo, para seguirlo o para huir de ello; implica moderación,
discernimiento, buen juicio.
La discrecionalidad supone moverse en el terreno de lo razonable y
es opuesta a la arbitrariedad, es decir, a un proceder contrario a la justicia,
la razón o las leyes, dictado solo por la voluntad o el capricho.
Los jueces gozan de un margen discrecional para tomar sus
decisiones, pero esa discrecionalidad o potestad de elegir una entre varias
alternativas, o de decidir en base a la única solución legítima al conflicto, no
debe ser ejercida de manera arbitraria.
La razonabilidad es el criterio demarcatorio de la discrecionalidad
frente a la arbitrariedad.
Y como la motivación es el vehículo por el cual el Juez manifiesta la
razonabilidad de su decisión, ella debe reflejar su raciocinio y la
justificación del resultado.
El Juez debe decidir dentro de los límites en los que puede motivar;
no aquello sobre lo que no puede dar razones.
El profesor ARCOS coincide con esta posición, cuando resalta que
la clave para hablar de ausencia de arbitrariedad es el concepto de razón y
la  motivación. “Dada una motivación, una razón de la elección –explica-,
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esa razón debe ser plausible, congruente con los derechos de los que
necesariamente ha de partirse, sostenible en la realidad de las cosas y
susceptible de ser comprendida por los ciudadanos, aunque no sea
compartida por todos ellos”.
El asunto es: ¿cuándo la discrecionalidad judicial sobrepasa la
frontera de lo razonable para convertirse en un proceder arbitrario?
Una decisión judicial es irrazonable, en términos amplios, cuando no
respeta los principios de la lógica formal; contiene apreciaciones
dogmáticas o proposiciones sin ninguna conexión con el caso; no es clara
respecto a qué decide, por qué decide y contra quién decide; no se funda
en los hechos expuestos, en las pruebas aportadas, así como en las
normas o los principios jurídicos; y, en general, cuando contiene errores de
juicio o de procedimiento que cambian los parámetros y el resultado de la
decisión.
El concepto que acabamos de señalar debe ser cotejado
necesariamente con el caso concreto, a fin de concluir si el resultado del
mismo es o no arbitrario. Y es que, cuando se utiliza el criterio de la
razonabilidad como indicador de la discrecionalidad o la arbitrariedad de un
acto jurisdiccional, debe repararse en su naturaleza de concepto jurídico
indeterminado, la cual responde a un contexto tempo – espacial que se
enmarca en el propio proceso donde se evalúa el petitorio y su causa. El
arbitrio – como anota DWORKIN- es como el centro de un anillo, no existe
más que como un campo abierto rodeado por un cinturón circundante de
limitaciones.
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El primer límite que debe observar el Juez está constituido por las
peticiones y los hechos alegados por las partes. No tendría objeto que las
partes expongan lo conveniente a su derecho, que cada una contradiga las
alegaciones de su contraria y ofrezca pruebas para acreditar sus
afirmaciones, si el Juez prescinde de todo ello y, traspasando la aduana de
la controversia, decide sobre la base de hechos no expuestos o
pretensiones no deducidas en el proceso. Las resoluciones judiciales, por
tanto, deben proferirse de acuerdo con el sentido y alcance de las
peticiones formuladas por las partes, para que exista identidad jurídica
entre lo que se resuelve y lo pretendido, y no pierda sentido toda la etapa
de postulación y pruebas que sirvió de antesala a la sentencia.
Otra limitación – tal vez la más importante- viene dada por la
racionalidad de la decisión, como filtro para evitar decisiones absurdas.
Una de las técnicas argumentativas más importantes, tiene que ver
con el argumento por reducción al absurdo, a través del cual se conduce a
quien niega la verdad de la tesis cierta, a consecuencias ilógicas e
inconvenientes.
Es principio de la lógica formal, que entre dos proposiciones de las
cuales, una niega y la otra afirma, una de ellas es verdadera si se ha
reconocido o demostrado que la otra es falsa; no siendo posible que exista
una tercera alternativa. A través del argumento por reducción al absurdo,
precisamente, lo que se busca es demostrar la falsedad de una
proposición, desnudando que ella posee elementos incompatibles o
contradictorios que derivan en un razonamiento incorrecto y, por tanto, la
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eliminan, dejando como única solución a la tesis cierta, de la cual el
contrario postulaba su falsedad.
“Lo absurdo -explica el profesor LUJÁN TÚPEZ- es aquello que viola
las leyes lógicas quebrantando el principio de no-contradicción, pues
establece la existencia de un fenómeno y su contradictorio en idéntico
tiempo y lugar, como el clásico ejemplo del “círculo cuadrado” que
objetaron los escolásticos”. En efecto, como el círculo es una figura
geométrica cuyo centro equidista de cualquier punto de su perímetro,
resulta incompatible con la figura geométrica del cuadrado, cuya distancia
del centro hacía uno de sus lados es menor que la del centro hacia una de
sus aristas. Un círculo y un cuadrado, por tanto, no pueden existir en un
mismo tiempo y lugar.
Para explicar mejor el absurdo vamos a seguir al profesor trujillano
antes citado, y señalar que todo significado, se encuentra formado por
notas características que se agrupan en su género próximo y en su
diferencia específica. En el concepto “hombre”, por ejemplo, el género
próximo es “animal”, porque le identifica con otras especies vivas del
género animado. La diferencia específica es “racional” (vinculamos este
concepto al de libertad), porque es un atributo propio y exclusivo de los
seres humanos. El género próximo se encuentra, a su vez, formado por
varias notas características o conceptos que identifican a la categoría
“animal”, que son: vivo – corpóreo – sensible. Estas notas identifican a
todo animal, y si además agregamos el término racional, habremos
formado el significado: persona. Si al definir un signo (Vg. persona), en
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relación con un determinado significante (Vg. persona violada) se incluye
entre sus características un concepto contradictorio o incompatible con los
que le son propios (Vg. muerta) incurrimos en un absurdo. Por este motivo,
no es posible la comisión del delito de violación contra un muerto. Y si a
alguien se le ocurre sostener esta tesis, incurriría en un absurdo. Sólo los
vivos pueden ser violados; tesis que subsiste por eliminación de su
opuesta.
Del mismo modo, no cabe revocar una resolución remitiéndose a
sus propios fundamentos, pues ellos sustentan la decisión que
precisamente se revoca; declarar que la construcción en terreno ajeno se
hizo de buena fe; y, a la vez, ordenar la demolición de lo construido. Por el
lado de los justiciables (en este caso es una carga procesal), no es posible
–desde el punto de vista de la lógica- alegar el ejercicio del derecho de
retención en una demanda de reivindicación, pretender la
inconstitucionalidad de un contrato – ley, etc.
Si, como señala ADOMEIT: “…. de lo falso, de lo contradictorio, es
posible deducir lo que se quiera”, para los Jueces querer no es poder. No
pueden declarar la sinrazón de una pretensión sobre la base de “círculos
cuadrados” o razones contradictorias. Éstas, al igual que las aparentes, no
pertenecen al mundo jurídico; son como los caminos de Alicia en el País de
las Maravillas: llevan a cualquier sitio a donde el Juzgador que incurra en
tales vicios quiera llegar.
El proceso no es un cuento, no es parte de la ficción; evidencia un
conflicto, un drama, que no se soluciona con expresiones dogmáticas, ni
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con una retahíla de citas legales que fungen de motivación jurídica, pese a
que no aparecen relacionadas con el fallo. En estos casos la resolución es
nula, porque un poder sin razón no es discrecional, sino arbitrario; porque
un poder irracional (el que viola principios lógicos) no es más que un acto
salvaje; en tanto, si el hombre es un “animal racional” y lo absurdo supone
una manifiesta irracionalidad, prescindir de la lógica equivale a negar
nuestra propia ontología.
3. LA DISCRECIONALIDAD DEL JUEZ.-
Se describe a la discrecionalidad jurídica como cuando un caso no puede
subsumirse en una norma clara, por lo que el Juez se encuentra con cierta
libertad para decidir sobre el mismo, estableciendo lo que resulte ser un
nuevo precedente legislativo. Los casos jurídicos que no son previstos por
alguna norma jurídica reciben el nombre de casos difíciles.
Siempre hemos escuchado hablar de la autonomia del Poder Judicial,
quienes  tiene la tarea ineludible de administrar justicia, con total
independencia, aplicando el criterio de conciencia, pero esto es lo que
propiamente conocemos como el ejercicio del magistrado como parte
inherente de su deber jurisdiccional; sin embargo no hemos hablado de la
autonomia de la conciencia del juzgador, hasta donde llega esa  autonomía
de “discrecionalidad”, al parecer muchos señores jueces al amparo de esta
autonomía  abusan de esta “discrecionalidad”,  denegándoseles  sin
fundamento alguno  las concesiones de semi libertad, si bien no es un
derecho del sentenciado,   los magistrados deben actuar con mayor criterio
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de conciencia, es la única manera que dar oportunidad a los sentenciados
de poder rehabilitarse y no exista hacinamiento  en las cárceles del
departamento de Puno,  en ese sentido  mediante el presente trabajo, invoco
a los que dirigen el Poder Judicial y Ministerio Publico cumplan y exijan el
cumplimiento de su trabajo dentro del respeto de la ley, sin violentarse el
principio de equidad, puesto que en muchas veces ha impuesto la
arbitrariedad, en desmedro del dictado de su propia conciencia. Por ello en
mi preocupación,  por una recta administración de justicia y a prevalencia del
orden jurídico al lado de la ética y la moral publica como valores
sustanciales, que contribuirá a no durarlo, al logro de un mejor bienestar de
los peruanos y peruanas y ratificar la profunda fe en los destinos de la región
Puno y el Perú.
4. BASES TEÓRICO-CIENTÍFICAS.- El presente trabajo ha sido pensado y
estructurado con la finalidad de obtener y brindar un aporte a la comunidad
jurídica en general, pero especialmente a quienes –desde su perspectiva
laboral o interés por el conocimiento- dedican mayor tiempo al estudio de las
ciencias penales y  en particular a todo lo relacionado con la Ejecución de
las Penas y el proceso de Resocialización de los Condenados, pues se trata
de determinar si es que los Beneficios Penitenciarios contribuyen o no a
lograr uno de los fines más importantes de la Pena, cuál es, perseguir que
quien ha sufrido una condena y se encuentra privado de su libertad
ambulatoria, tenga en los beneficios penitenciarios la posibilidad de
integrarse de forma útil a la sociedad. Proponemos como perspectiva teórica
coadyuvar al esclarecimiento de este aspecto tan importante de la ejecución
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de las penas, mucho más si los beneficios penitenciarios de semilibertad,
permite en algunos casos de consolidar el arraigo del condenado, así como
mantener latentes sus lazos familiares y amicales, y en otros egresar de los
centros penitenciarios con anticipación al cumplimiento de la pena. Así
planteada esta propuesta, se necesita aclarar ¿en qué medida el Beneficio
Penitenciario de Semilibertad, previsto en nuestro sistema jurídico,
contribuye a una eficiente resocialización de los condenados a pena privativa
de su libertad?, todo ello con el objetivo de que las conclusiones a las que se
arriben en el presente trabajo, puedan ser incorporadas como material o
insumo que contribuyan al debate de este importante tema del derecho
penal. Lo antes indicado es coherente si admitimos la urgente necesidad de
que los profesionales del derecho y los propios estudiantes de esta ciencia,
tengan claro los criterios normativos y dogmáticos que permiten al órgano
jurisdiccional resolver con justicia y equidad la situación jurídica de quienes
estando privados de su libertad tienen la posibilidad de acogerse a ciertos
Beneficios Penitenciarios como una forma de ir preparándose para el
momento de su resocialización.  Para aclarar los conceptos que inspiran el
presente proyecto es necesario que se señale algunos conceptos que
permitan comprender la magnitud del problema, por cuanto el inicio de los
beneficios penitenciarios esta en la pena misma que es sujeto el interno, por
la cual será evaluada su aplicación.
5. EL  A QUO, BAJO EL PRINCIPIO DE DISCRECIONALIDAD. vale decir,
moderación, reserva, mesura,  medida, cautela, ponderación, compostura y
elementalmente su sano juicio, puede o no otorgar el beneficio de sami
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libertad a un condenado por un ilícito penal; en efecto, con las garantías del
debido proceso  y luego de habérsele sentenciado a un acusado, por haber
cometido un ilícito penal, el órgano jurisdiccional ordena el internamiento en
un centro penitenciario con la finalidad que en ella cumpla su pena, sin dejar
de lado el fin primordial que ella persigue tal como lo señala nuestro Código
Penal en su artículo IX; preventiva, protectora y re socializadora. Ya
cumpliendo la condena el interno tiene una serie de beneficios y al grado de
superación con respecto al cumplimiento de los fines de la pena que se
pueden observar a través de una serie de exámenes que se le hacen al
interno y otros requisitos que debe cumplir. El beneficio penitenciario de
semilibertad, otorga un gran aporte a efectos de lograr la resocialización del
condenado, y con ello se cumpliría uno de los fines de la pena, tal vez el de
mayor trascendencia.
Por ello, resulta pertinente recordar que, la resocialización estará a
cargo del Instituto Nacional Penitenciario (INPE), quien mediante medidas de
ejecución en sus centros penitenciarios, intentan conseguir la resocialización
de los internos. Del mismo modo, hay que tener presente que, el más grave
inconveniente que tradicionalmente ha tenido la pena privativa de libertad es
la marginación social del delincuente, no solo durante el cumplimiento de la
condena, sino aun después de haber egresado del establecimiento
penitenciario. Los efectos nocivos de la ejecución de la pena privativa de
libertad, se extiende a los familiares del interno que frecuentemente quedan
en una situación grave de desamparo material y moral. El problema del
delito también involucra a la víctima y sus familiares.
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Por lo antes indicado, considero que, con el objeto de atenuar en lo
posible estos factores negativos que inciden sobre la vida del liberado y de
sus familiares, la ciencia penitenciaria aconseja reforzar los lazos que lo
unen a su familia y amistades creando una serie de relaciones para que no
se produzca ese aislamiento y apoyarlo, para que esté en condiciones de
reincorporarse plenamente a la sociedad, para el cumplimiento de esta labor
se tiene el apoyo de las juntas post-penitenciarias, que funcionan en las
regiones penitenciarias y estarán integradas, por un equipo interdisciplinario
con participación de diversos representantes de las instituciones sociales.
Los beneficios penitenciarios existen en todo el mundo y cumplen una
función: posibilitar la excarcelación de las personas que han alcanzado,
cumpliendo una pena privativa de la libertad, una actitud favorable a
la convivencia social, alejada de la reincidencia en el delito. Lo que ha
pasado en el Perú es que se han usado de manera negativa y se ha
confundido su naturaleza. Los beneficios penitenciarios no son derechos,
como tampoco lo son medidas alternativas como la suspensión de la
ejecución de la pena.
El presente trabajo, no pretende presentar definiciones conceptuales,
nuestra intención es compartir una experiencia como ex magistrado y
abogado libre, que pueda permitir reflexionar acerca de la facultad de
discrecionalidad que debe o tiene el Juez al momento de deliberar un
beneficio de semilibertad  en el distrito judicial de  Puno.
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La realidad penitenciaria en nuestro país es sumamente crítica, puesto
que los internos de los penales están en situaciones precarias; en cuanto a
salud, alimentación, educación, exceso de población, etc. Esta realidad no
es ajena al centro penitenciario de la ciudad de Juliaca, donde además se
puede apreciar que los internos que han cumplido una condena, no salen
muchas veces rehabilitados, sino que pareciera que tuvieran mayor
motivación para delinquir sin importarles el regreso al centro penitenciario,
viendo muchas veces a éste como un hogar y/o escuela donde adquirir
nuevos conocimientos delincuenciales. Lo que se ve actualmente día a día
en los establecimientos penitenciarios, cuando realizan requisas es que los
internos buscan siempre la manera de pasar objetos no permitidos como:
celulares, droga, cuchillos, etc., como se ha visto en muchos reportajes
televisivos; se puede apreciar también que son algunas autoridades de estos
establecimientos quienes a cambio de una propina dejan ingresar a los
visitantes artículos prohibidos. De esta manera jamás habrá una buena
rehabilitación ya que son nuestras autoridades las permiten estos accesos.
Es sabido que esta no es la forma para que los internos puedan reinsertarse
a la sociedad y mucho menos puedan encontrar un trabajo que les permita
solventarse; justamente por la fama que tiene nuestro sistema penitenciario
en nuestro país. Esta situación conlleva a la marginación total de las
personas que cumplieron una pena trayendo como consecuencia que los
internos vuelvan a reincidir; entonces,  ¿Por qué los establecimientos
penitenciarios no cumplen con un adecuado tratamiento penitenciario según
la ley, impidiendo así que los internos no tengan una buena rehabilitación y
por ende no están aptos para reinsertarse a la sociedad?
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Es así que esta investigación tiene como finalidad analizar esa facultad
de discrecionalidad del Juez, y sobre todo  el tratamiento penitenciario de la
realidad del sistema penitenciario peruano, abocándose netamente al
tratamiento penitenciario que se da en los establecimientos penitenciarios
del país.
6. EL PROBLEMA DE LA DISCRECIONALIDAD: PREGUNTAS Y
REFLEXIONES
¿Qué es el derecho? Esta pregunta a veces parece olvidarse, como si esta
fuese una pregunta que hoy en día ya hubiésemos respondido, o como si
fuese una pregunta que no tuviese serias implicaciones no sólo a nivel
teórico sino también práctico. La verdad es que esta pregunta aún no ha sido
respondida, hoy en día quienes más se dedican a preguntarse sobre el
sentido último del derecho (con todo lo que este implica: valores, normas de
convivencia, reglas de juego, una sociedad, el problema del poder, etc.)
controvierten sobre qué es propiamente el derecho. Esto significa que la
pregunta, aún después de tantos años que tiene el derecho, persiste, ya que
no es una pregunta cualquiera, sino de una gran profundidad, de esas que
están actualizándose constantemente.
Además de ello, esta discusión en torno al sentido del derecho no es
meramente teórica: tiene serias implicaciones en la forma como
efectivamente se aplica el derecho en la práctica y, considerando que el
derecho se aplica sobre el hombre y que “Las decisiones judiciales, que
traducen y aplican a una situación concreta los dictados abstractos de la ley,
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pueden significar la diferencia entre el bienestar y la desgracia de un
individuo”.
Ahora bien, esta pregunta ha tenido que ser planteada cuando se
examinó el problema de la discrecionalidad del Juez en la aplicación del
derecho. Mi intención en este trabajo es explorar cómo aparece la pregunta
por el sentido del derecho en el contexto de éste problema, con el fin de
destacar el valor que tiene la reflexión sobre el sentido del derecho, no para
dar una respuesta a este gran interrogante, sino para considerar la
importancia de la constante interrogación y crítica del derecho desde la
filosofía del derecho para una más racional y justa concepción y aplicación
del mismo.
Nótese que en este trabajo me inclino hacia las preguntas más que
hacia las respuestas, que mi intención es la reflexión, más que llegar a
conclusiones. Al fin y al cabo la filosofía nació con esta orientación hacia la
interrogación. Sócrates, el padre de la filosofía y gran maestro, siempre se
inclinó más por cuestionar que por dar respuesta, siempre reconoció en el
conocerse y cuestionarse a sí mismo la gran actividad que hace sabios a los
hombres, más que emitir opiniones inciertas que nos hacen perder en el
mundo de las apariencias. Así, pues, reconociendo igual que él que “una
vida sin reflexión no vale la pena vivirla” (Platón. “Apología de Sócrates”.
Editorial Gredos, Madrid.), podríamos decir que dejar de reflexionar sobre el
sentido del derecho equivale a matarlo y, paradójicamente, que el derecho
pierde sentido cuando deja de cuestionarse su sentido.
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Para poder mostrar como aparece el problema del sentido del derecho
en el tema de la discrecionalidad judicial primero hay que aclarar en que
consiste esta. El tema de la discrecionalidad judicial se centra en la reflexión
sobre un hecho: En la aplicación del derecho existen casos que exhiben una
intrínseca dificultad y oscuridad: La ley no prevé regla para resolverlos, el
derecho no parece brindar una herramienta con qué resolverlos de forma
unívoca y objetiva. Esta dificultad lleva a pensar que, ante tanta perplejidad,
es el Juez quien, con cierta libertad y tomando como criterio más
consideraciones de tipo subjetivo (porque al parecer no tiene en el fondo
nada objetivo en que apoyarse), lleva a cabo la aplicación del derecho, es
decir, que al parecer es el Juez quien en últimas, para estos casos, crea
derecho. A la reflexión sobre este espacio de libertad se le llama el problema
de la discrecionalidad jurídica. Nótese que no digo que el Juez tenga o
pueda tener libertad, sino que digo que al parecer el Juez tiene o puede
tener libertad, ya que dentro de la reflexión también se encuentra el pensar
si el Juez tiene o no tiene esta libertad, si se le debe brindar o no se le debe
brindar, y, si se le brinda, bajo qué parámetros.
Este problema lo podemos encontrar planteado en el libro “Filosofía del
Derecho” de Pablo Raúl Bonorino, en los siguientes términos: “Las reglas
jurídicas… permiten resolver sin inconvenientes… los casos fáciles… Pero
existen casos que caen dentro del área de penumbra, los denominados
casos difíciles. En estos casos la regla no determina por sí sola la solución, y
el Juez debe elegir entre distintas alternativas apelando a consideraciones
extrajurídicas. La existencia inevitable de estos “casos difíciles” en la
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práctica de aplicación judicial del derecho constituye el fundamento de la
llamada “tesis de la discrecionalidad judicial”. Como vemos, pues, y para
puntualizar, el problema de la discrecionalidad judicial es el de las
reflexiones que suscita el hecho de que, al parecer, en los casos difíciles, es
una decisión del Juez y no una verdad jurídica o una utilización estricta de
las reglas objetivas del derecho, la que subyace a la aplicación del mismo.
La discrecionalidad judicial constituye un problema de especial
relevancia para la filosofía del derecho ya que eleva cuestiones de diversa
índole, de profundidad y fundamentales. Entre ellas podemos mencionar
cuestiones como: si se acepta que en los casos difíciles no tenemos más
opción que resignarnos a que sea el Juez quien bajo criterios subjetivos
decida cual es la aplicación del derecho, ¿tendremos que aceptar
resignadamente en el derecho la arbitrariedad, como un mal inevitable?; ¿es
el derecho una disciplina de lo subjetivo, que no tiene un criterio objetivo con
qué asegurar las reglas de su aplicación y, por ende, nunca podrá ofrecer su
prerrogativa de la seguridad jurídica?; ¿si no hay criterios objetivos de
decisión, qué otros criterios podrían proponerse para que el derecho no se
convierta en un caos donde todos podemos decir que tenemos la verdad
porque en realidad no la hay?. Dentro del planteamiento de Rodolfo Arango,
este tema suscita preguntas tales como “¿es posible fundamentar
racionalmente las decisiones judiciales en los casos difíciles?”, a lo cual
agrega que de la respuesta a preguntas como éstas depende el grado de
legitimidad de las decisiones judiciales. Con lo anterior podemos ver que
este tema ocupa un lugar importante en la filosofía del derecho.
26
CAPITULO III
LA REALIDAD PENITENCIARIA EN EL PERU
1. ASPECTOS GENERALES
La población penal, día a día va incrementándose. Sin embargo, la
capacidad de albergue y el personal a cargo de la rehabilitación del interno
no aumenta en la misma proporción; en el mejor de los casos se mantiene.
Según información publicada en el diario El Comercio, para nadie es un
secreto que aquella persona que ingresa a una cárcel por haber cometido
un delito, sale por lo general más violenta y perfeccionada en su accionar
delictivo. Además, todos coinciden en señalar que el Estado no está
haciendo su mejor esfuerzo para recuperar a los que han delinquido, ni
siquiera a los más jóvenes, que son los que podrían tener alguna
esperanza de cambio.
Incluso, aquellos que piensen que las cárceles sirven, por lo menos
para mantener encerrados a los delincuentes y de esa manera evitar que
hagan daño a la sociedad, también se equivocan. En realidad, el problema
penitenciario no es reciente, el Estado durante décadas ha convertido las
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cárceles en recintos desordenados, caóticos y peligrosos, donde hasta el
más fiero hampón corre grave riesgo. Quien tampoco salva su
responsabilidad en el hacinamiento en que se encuentran los penales es el
Poder Judicial, que actúa con lentitud y en muchos casos con ineficiencia a
la hora de resolver los procesos penales. Por ejemplo, un proceso judicial
por un delito no grave, que debería demorar no más de 4 meses, se
prolonga hasta dos años a más. Además de ello, hay que agregar que
muchas de las decisiones judiciales que terminan con reos en cárcel son
corregidas meses después, por no haber pruebas o porque la persona
resultó siendo inocente, lo que termina por congestionar la cárcel. En
conjunto, todo ello ha originado que más del 70% de los encarcelados no
tenga una sentencia firme. Respecto de la congestión progresiva
de nuestro sistema carcelario, el diario El Comercio señala que debe
preocuparnos porque: (i) alrededor del 80% de las cárceles de nuestro país
están en mal estado y la población de la gran mayoría desborda su
capacidad; (ii) los penales no son lugares en los que los presos son
resocializados, sino, más bien, un escenario donde se aprenden más
conductas violentas, y donde los derechos fundamentales de los internos
no son respetados. Lo cierto es que esta situación constituye una bomba
de tiempo.
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2. CONDUCTA ÉTICA EN EL SISTEMA PENITENCIARIO
2.1.La función penitenciaria como función pública
Se entiende por función pública toda actividad temporal o permanente,
remunerada u honoraria, realizada por una persona en  nombre o al
servicio de las entidades de la administración pública, en cualquiera de
sus niveles jerárquicos. (Art. 2º de la Ley 27815-Ley del  Código de Ética
de la Función Pública).
En países con un sistema de gobierno democrático no existe
función más sagrada ni más delicada que la función pública. Quienes
pertenecen a este grupo de servidores son los encargados de facilitara a
los demás ciudadanos y a todos los habitantes de la patria los servicios y
el apoyo del Estado, de garantizar sus derechos, de exigir sus
obligaciones para con la sociedad y de atender con diligencia sus
demandas y solicitudes. El funcionario es ante todo un servidor público y
su mayor responsabilidad es la de servir, ser útil a sus conciudadanos y
a la sociedad sin buscar ganancias personales o intereses secundarios.
Cumplir con este tipo de comportamiento en la función penitenciaria es
un indicador de honestidad, integridad, motivación y sacrificio de quieres
trabajan en el INPE, pues es en el ambiente penitenciario donde más
que en cualquier otro tipo de servicio público se pone a prueba la ética,
la moral y el compromiso de la persona.
“Todos los funcionarios y trabajadores públicos están al servicio
de la Nación…”
Art. 39º - Constitución Política del Perú.
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2.2.Ética del personal penitenciario
Pese a las condiciones desfavorables en las que se desempeñan los
servidores penitenciarios, la misión confiada al INPE exige que sus
miembros observen un comportamiento moral, ético y social, enmarcado
dentro de rigurosos patrones de conducta que le permita contrarrestar
con éxito cualquier acto de corrupción y/o vulneración a los derechos
humanos. La ética, como conjunto de principios y valores básicos, guía
las acciones del personal penitenciario.
Todos los niveles del sistema penitenciario (desde las más altas
autoridades hasta el técnico de menor nivel) deben desempeñar su
función dentro de un marco ético. Sin este marco, el personal
penitenciario puede incurrir en abusos o en actos de corrupción.
2.3.Principios prioritarios de la función penitenciaria
En el marco de la ética, el personal penitenciario debe actuar siempre de
acuerdo con principios que orienten sus acciones hacia las metas
organizacionales, con una perspectiva de respeto,  disciplina y
humanismo. Estos principios son los siguientes:
a. Legalidad.
Adecúa su conducta hacia el respeto de la Constitución y la
normatividad vigente.
b. Probidad
Actúa con rectitud y honestidad, procurando satisfacer el interés
general y desechando todo provecho o ventaja personal obtenida
por sí o por terceros.
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c. Idoneidad
Entendida como aptitud técnica y moral, como condición esencial
para el acceso y ejercicio de la función penitenciaria.
d. Veracidad
Se expresa con autenticidad en las relaciones funcionales con todos
los miembros de su institución, con la ciudadanía y con la población
penitenciaria.
e. Lealtad y obediencia
Actúa con fidelidad y solidaridad hacia los objetivos de la institución,
cumpliendo las órdenes que se le imparta, siempre y cuando éstas
se encuentren dentro del marco de la legalidad.
f. Justicia y equidad.
Tiene permanente disposición para el cumplimiento de sus
funciones, reconociendo a cada quien lo que le corresponde,
evitando adoptar comportamientos discriminatorios o arbitrarios en
perjuicio de los administrados, sus superiores, sus subordinados y la
sociedad en su conjunto.
g. Integridad.
Es obrar con rectitud y apego a los principios que rigen la ética del
servidor público.
h. Compromiso.
Surge de la convicción personal en torno a los beneficios que trae el
desempeño responsable de las tareas a su cargo. El compromiso
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permite pasar de las buenas intenciones a los hechos, generando
resultados tangibles
i. Lealtad institucional.
Ser leal a la institución no debe confundirse con la lealtad a intereses
personales o particulares. La lealtad institucional significa ser leal a
la filosofía de la institución y a su misión. Sólo este tipo de lealtad
fortalecerá al Instituto Nacional Penitenciario.
“Al adoptar cualquier decisión en ejercicio de la función penitenciaria
la primera pregunta que debe formularse es: ¿es correcto lo que
estamos haciendo?”
2.4. Conductas de los servidores que afectan al INPE
El servidor del INPE debe entender con claridad que él representa al
Estado en los establecimientos penitenciarios; por lo tanto, su conducta
debe estar ceñida a los estrictos cánones de la ley, y no debe:
 Aceptar dinero o prebendas de los internos, de sus familiares o de
cualquier otra persona allegada a ellos.
 Intimar con la población penal, familiares y/o sus allegados.
 Ingresar a los establecimientos penitenciarios sustancias
prohibidas, celulares, armas de fuego, prendas y otros artículos no
permitidos.
 Realizar toda acción que ponga en riesgo la seguridad del
establecimiento penitenciario.
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Toda forma de corrupción por parte del personal penitenciario en
ejercicio de sus funciones (tales como recibir una dádiva o pago)
constituye delito y resquebraja la imagen institucional.”
3. TRATAMIENTO PENITENCIARIO
La Constitución Política del Perú en su artículo 139, inciso 22,
Señala: “El régimen penitenciario tiene por objeto la reeducación,
rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad”.
Se entiende, por lo tanto, que la pena privativa de libertad en el
sistema penal peruano tiene como finalidad la resocialización del interno,
pero este objetivo debe lograrse tomando en cuenta el respeto de la
dignidad y los derechos no restringidos de los internos, así como también el
cumplimiento de sus obligaciones. Entonces, identifiquemos tres premisas
principales en el trabajo penitenciario: la finalidad de la pena privativa de
libertad, los derechos del interno y las obligaciones del mismo. El
tratamiento penitenciario es el conjunto de estrategias y objetivos
encaminados a lograr la modificación del comportamiento del interno, con
el fin de resocializarlo y evitar la comisión de nuevos delitos, enmarcado en
la política de lucha contra la criminalidad del Estado. Es una labor
progresiva y comprende el desarrollo de programas de resocialización del
interno en forma individualizada y grupal, según la naturaleza de la
atención. Será aplicada en forma multidisciplinaria e interdisciplinaria por
los profesionales y técnicos de tratamiento, promoviendo la participación
del interno, así como de instituciones públicas o privadas, la familia y la
sociedad.
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33 Artículo 97º del Reglamento del Código de Ejecución Penal.
En la consecución de sus objetivos, el tratamiento penitenciario pasa
por actividades y funciones propias del equipo multidisciplinario, las cuales
deben ejecutarse con el máximo respeto de los derechos del interno y de
los resultados de los programas de tratamiento aplicados.
El éxito de la aplicación del tratamiento no sólo va a depender de la
existencia de suficiente personal capacitado para realizarlo, sino de la
participación activa del propio interno en la planificación y ejecución de su
tratamiento. La autoridad penitenciaria deberá fomentar esta participación y
no tratar de imponerla a la fuerza.
Tienen prioridad en el tratamiento penitenciario resocializador los
internos sentenciados. La información personal del expediente de
tratamiento es reservada y no puede ser divulgada sin autorización del
interno, salvo mandato judicial. Las actividades de tratamiento penitenciario
no pueden incluir acciones que vayan en contra de la integridad y dignidad
de los internos.
Por ejemplo, no se debe poner ni llamar a los internos por
sobrenombres. El profesional de tratamiento no debe ventilar en público las
manifestaciones de los internos realizadas en sesiones privadas, más aún
si el contenido de estas sesiones es de índole personal. Tampoco debe
mostrar desprecio por las personas en función del delito cometido. La
participación de los internos en los programas y actividades de tratamiento
ejecutados por los profesionales del Órgano Técnico de Tratamiento y su
evaluación favorable son necesarios para que el Consejo Técnico
Penitenciario pueda proponer la concesión de los beneficios penitenciarios
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de semilibertad y liberación condicional ante la Reglas Mínimas  para el
Tratamiento de los Reclusos.
Exposición de motivos del Código de Ejecución Penal Tales como
“Desarrollo de competencias psicosociales para jóvenes con conductas
delictivas (PTR - 3)”; autoridad jurisdiccional. Si el interno tuviese informes
desfavorables al proceso de resocialización, el Consejo Técnico
Penitenciario podrá elevar la solicitud, pero no proponer al interno para
los beneficios señalados. “La recepción de cualquier dádiva o pago por
parte de los profesionales por incluir a los internos en el tratamiento
penitenciario o para favorecerlos en cualquier evaluación es delito
y resquebraja la imagen institucional.” La autoridad penitenciaria deberá
orientarse a proveer los profesionales necesarios en cada establecimiento
penitenciario, a nivel nacional, a fin de que las actividades y los objetivos
del tratamiento y de la ejecución penal sean cumplidos de manera efectiva
y eficiente. Asimismo, el área de Salud tiene como finalidad la
recuperación, el mantenimiento y la promoción de la salud física y mental
de los internos. El tratamiento penitenciario puede ser dividido, en dos tipos
de actividades que se interrelacionan entre sí:
 Actividades relacionadas con la salud física y mental del interno
Entre los profesionales del área de Salud penitenciaria se encuentran los
médicos, odontólogos, enfermeras, obstetrices, ginecólogos,
laboratoristas y demás profesionales y técnicos asignados; asimismo
colaboran para este fin los trabajadores sociales y psicólogos. Estos
profesionales son los responsables de la recuperación, mantenimiento y
promoción de la salud integral de los internos, función que protege un
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derecho fundamental y, a su vez, constituye la base para las actividades
de resocialización. Como se ha mencionado a lo largo de texto, la salud
es un derecho humano y por ello se ha considerado que es transversal
al tratamiento y a la seguridad.
b. Actividades de tratamiento relacionadas con la resocialización del interno
Estas actividades se identifican con los profesionales de las áreas de
servicio legal, psicología, social, trabajo y educación, que tienen como
función primordial la modificación conductual, emocional y cognitiva, la
preparación laboral y educativa y el fortalecimiento del vínculo familiar,
entre otras funciones. Al ser el objeto de la ejecución penal la
resocialización de los internos, las actividades de tratamiento
penitenciario las realiza todo el personal penitenciario, sea éste de las
áreas de Seguridad, Administración o Tratamiento”.
Al respecto se tiene que tener en cuenta la clasificación de los internos
dentro de un centro penitenciario ya que tiene incidencia en su
resocialización, puesto que puede ser ubicado con internos clasificados
de alta peligrosidad o viceversa. La clasificación de los internos implica
la ubicación de éstos de acuerdo con criterios e indicadores personales y
socioculturales, que faciliten el control, la convivencia pacífica, la
rehabilitación y la promoción de la salud física y mental de los internos.
Al respecto, las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (regla
67) señalan que los fines de la clasificación deberán ser:
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- Separar a los reclusos que por su pasado criminal o su mala
disposición ejercerían influencia nociva sobre sus compañeros de
detención.
- Repartir a los internos en grupos, a fin de facilitar el tratamiento
encaminado a su readaptación social. La clasificación de los internos
se puede dar en dos niveles:
a) En los establecimientos transitorios,
En ellos la Junta Técnica de Clasificación, compuesta por un abogado,
un psicólogo y un asistente social, determina el establecimiento
penitenciario que corresponda al interno. La permanencia de éste en el
establecimiento no excederá de las 24 horas, salvo disposición judicial
expresa o por razones de seguridad debidamente motivadas.
b) En los establecimientos penitenciarios
La clasificación se encuentra a cargo del Órgano Técnico de
Tratamiento, a través de una junta de clasificación. El Órgano Técnico
de Tratamiento, en un término que no exceda de treinta días, efectuará
un estudio integral (multidisciplinario) y formulará un diagnóstico,
pronóstico y programa de tratamiento.
La clasificación deberá ser revisada frecuentemente por un equipo
de profesionales de la dirección regional correspondiente, verificando el
cumplimiento de las directivas vigentes y el trato imparcial otorgado a
cada interno. Al término de la clasificación, debe comunicarse al interno
el pabellón, piso y celda donde será ubicado. La información y los
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puntajes que determinaron la clasificación serán catalogados como
información de libre acceso al interno y a su defensa. Igualmente debe
comunicársele el régimen de vida al que se encuentra sujeto, sus
derechos y obligaciones.
El personal de seguridad y las autoridades del establecimiento
penitenciario están obligados a cumplir con la clasificación y el régimen
de vida del interno, determinado por el Órgano Técnico de Tratamiento.
Sin embargo, el Consejo Técnico Penitenciario, compuesto por el
director del establecimiento, el administrador, el Jefe del Órgano Técnico
de Tratamiento y el Jefe de Seguridad, puede realizar, de manera
fundamentada y extraordinaria, la reubicación física de un interno.
La clasificación de los internos se efectuará en lo posible en grupos
homogéneos diferenciados de acuerdo con los siguientes criterios
• Varones de las mujeres.
• Sentenciados de procesados.
• Primarios de los que no lo son.
• Menores de 21 años y mayores de 60 del resto de los internos.
• Los que requieren ser separados por razones médicas.
• Las madres con hijos menores de tres años y las gestantes.
• Los fácilmente readaptables de los de difícil readaptación.
• Los alcohólicos y toxicómanos de los que no lo son.
• Los extranjeros de los nacionales. Por razones de sobre población y
hacinamiento, de manera fundamentada y sin descuidar los objetivos
de la clasificación, el Consejo Técnico Penitenciario podrá autorizar el
uso de otros criterios para la clasificación de los internos. A
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continuación presentamos información en relación con cada una de
las Áreas de Tratamiento Penitenciario:
3.1.Asistencia Social
La asistencia social desarrolla las acciones necesarias que permiten
mantener relaciones entre el interno y su familia.
La asistencia social dentro de los establecimientos penitenciarios
es gratuita para todos los internos, sin discriminación alguna. La
autoridad penitenciaria debe procurar cubrir las necesidades de
trabajadores sociales en todos los establecimientos, afín de asegurar la
realización de actividades sostenidas y programadas orientadas a la
resocialización de los internos. Las evaluaciones del servicio social
deben responder únicamente a los resultados objetivos obtenidos en los
programas o las acciones de tratamiento. Como parte de sus funciones,
el servicio de asistencia social realiza las siguientes actividades:
 Promover la restitución, mantenimiento y refuerzo del vínculo del
interno con su familia a través de procesos individuales, grupales o
familiares.
 Promover redes de soporte interinstitucional que coadyuven en el
tratamiento del interno, así como canalizar acciones en apoyo delos
más necesitados.
 Brindar atención asistencial a los hijos menores de tres años de las
internas, a fin de garantizar el normal desarrollo de su personalidad.
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 Emitir informe social para el trámite de las solicitudes de los
beneficios penitenciarios, gracias presidenciales y otros, los cuales
contengan la actual situación socio-familiar del interno.
Participar en el equipo multidisciplinario de los programas de salud. En
este sentido, internos de la penal ex capilla de Juliaca, expresaron lo
siguiente:
“sólo tenemos una asistenta social para la totalidad de los presos, por lo
cual la atención es deficiente, en comparación con la cantidad de
personal destinado a la seguridad y administración (...) podemos darnos
cuenta que eso prioriza el sistema penitenciario actual”.
Asimismo manifestaron lo siguiente:
“La asistenta social da talleres donde enseñan a trabajar sentimientos,
emociones, equidad, solidaridad, etc.” Les dan un trabajo para saber los
valores. También les entregan un cuestionario para saber cuánto tiempo
están en prisión, cuáles son los problemas que tienen con sus
compañeros, les brindan apoyo familiar para con su familia como una
manera de resocializarlos. Las trabajadoras sociales trabajan de 3 a 4
horas. Ellas trabajan con nuevos y antiguos, es decir, se le llama
“nuevos”  no sólo a los internos que llegan recién, sino al interno que
está pasando por segunda vez nuevamente la asistencia social, a los
nuevos les atienden los martes y a los antiguos los jueves, tocan
diversos temas y elaboran su plan de trabajo según la situación del
interno. Cuando las charlas son grupales entran internos de todo tipo de
delitos y cuando es individual tocan el tema por el delito en que vino y lo
citan un día especial.
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Es difícil calificar la labor y la calidad de las trabajadoras sociales del
INPE, porque la demanda desborda el trabajo que podría realizar un
profesional en esta área dentro del penal. Por otro lado, no se tiene
conocimiento que desde el INPE se realice algún trabajo con la víctima
del delito o sus familiares. Pues, si la labor es desbordante al interior de
los penales, es imposible que puedan brindar una atención adecuada a
las víctimas de los delitos.
3.2. Asistencia Psicológica
“La asistencia psicológica realiza el estudio de la personalidad del
interno y aplica los métodos adecuados para alcanzar los fines del
tratamiento”.
La asistencia psicológica dentro de los establecimientos
penitenciarios es gratuita para todos los internos, sin discriminación
alguna. La autoridad penitenciaria debe procurar cubrir las necesidades
de psicólogos en todos los establecimientos o las acciones de
tratamiento y el comportamiento del interno. Como parte de sus
funciones, el servicio de asistencia psicológica realiza las
siguientes actividades:
 Observación, diagnóstico y tratamiento del interno, cuyos resultados
forman parte del informe psicológico respectivo.
 Emite opinión sobre la progresión o regresión del interno en el
proceso de tratamiento a fin de que el Órgano Técnico de Tratamiento
determine lo pertinente.
 Consultorías, psicoterapias individuales, familiares o grupales con el
fin de alcanzar los objetivos del tratamiento penitenciario.
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 Investigaciones sobre la conducta del interno con el objetivo de
elaborar su perfil psicológico.
Coordinación con instituciones públicas y privadas a fin de brindar
apoyo psicológico a la comunidad penitenciaria, con conocimiento del
Órgano Técnico de Tratamiento. Al respecto, internos del Penal de Ex
Capilla señalaron lo siguiente:
“En cuanto a la asistencia psicológica, sólo se cuenta con
01profesional, y por la magnitud de atención y las condiciones poco
apropiadas hacen imposible realizar seguimiento de los casos”. Las
acciones de tratamiento son diversas y dependerán de las
características del interno y del profesional que las aplica, entre otras, se
tiene: psicoterapia individual, psicoterapia grupal, psicoterapia familiar y
psicoterapia de pareja. También se realiza terapias de relajación,
conductual, orientación y consejería, motivación y reflexión,
confrontación, actividades recreativas y deportivas, etc.
En psicología dan dibujos para marcar test psicotécnicos y realizan
3 pruebas psicológicas en diferentes días. Estos cuestionarios quedan
anexados en el legajo del expediente personal de cada interno. También
les hacen preguntas sobre su temperamento, esto también va incluido
en su record, tienen su hoja de Seguimiento”.
A pesar de los esfuerzos que pueda realizar esta área, el número
mínimo de profesionales con que cuenta origina que parte del
tratamiento sea inadecuado o incompleto, sin embargo, el área de
Psicología de la Dirección General de Tratamiento, afirma que “directa o
indirectamente todos los internos reciben atención, ya sea a través de la
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entrevista, observación, evaluación, orientación, consejería terapias,
clasificación, reclasificación, etc. ” Pero, en relación al tratamiento
psicológico, la cantidad de atenciones ha estado en función a las
demandas de la misma población penal y la intervención realizada por el
profesional, de acuerdo a los resultados de la evaluación que se plasmó
en el Informe psicológico.
 Terapias Individuales
En relación a la atención de Terapias Individuales esta área señala que
“la cantidad es relativa, porque está en función al número de
profesionales disponibles y número de población penal”. La
Organización Mundial de la Salud estima que un profesional Psicólogo
debe atender a un promedio de 100 personas, lo cual es imposible
aplicar en el INPE por el escaso número de personal (…) Asimismo, la
hora de consulta psicológica es de 45 minutos, pero en ambientes
penitenciarios no se cumple por razones obvias, reduciéndose
notablemente o en algunos casos manteniéndose el tiempo de acuerdo
a las variables que ya se han expuesto anteriormente.
 Terapias Grupales
Al respecto, el área de Psicología de la Dirección General de
Tratamiento expresó lo siguiente:“... En la actualidad, todos los
psicólogos que trabajan en los penales hacen uso de esta terapia por las
bondades de sus beneficios, sobre todo en lo relacionado a que
se puede atender a mayor cantidad de internos en una misma sesión,
situación que no sucede con la terapia individual. Dependiendo de
la disponibilidad del número de psicólogos, los grupos de psicoterapia
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se forman de acuerdo al delito, a los internos próximos a liberar,
priorizando sentenciados, de acuerdo a las características y necesidades
propias del establecimiento penitenciario. La psicoterapia grupal es una
sola y en todo caso, la característica especial la pondrá el psicólogo de
acuerdo a su orientación o marco teórico que maneje. El psicólogo
brinda terapia grupal a la población en general, pero pone especial
atención en los internos que ingresan por el delito de violación sexual de
acuerdo a lo que estipula el Código Penal ”
 Informe psicológico para la presentación de un beneficio penitenciario
Los criterios fundamentales que toma en cuenta el Área de
Psicologíapara
Elaborar un informe es:
 Disposición para asistir al servicio de Psicología desde un primer
momento y apertura de su expediente psicológico.
 Asistencia y participación en todas las acciones de tratamiento, tanto
individual como grupal, que el psicólogo programe, lo cual debe
reflejarse en su comportamiento.
 Disposición de ánimo y participación en actividades educativas y de
trabajo.
 Respeto a las autoridades y personal del penal, así como a sus
compañeros.
 Por último, el área de psicología de la Dirección General de
Tratamiento informó que no ha recepcionado ninguna denuncia por
corrupción en relación al trabajo que los psicólogos realizan en los
Establecimientos Penitenciarios.
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3.3. Asistencia Legal Penitenciaria
Los abogados del área Legal del establecimiento penitenciario están
obligados a brindar asesoría legal gratuita, dando atención prioritaria
los internos con menores recursos. Como parte de su labor, los
abogados del servicio legal deberán:
 Asumir la defensa de los internos que requieran asistencia legal y no
cuenten con capacidad económica para contratar un abogado
defensor.
 Solicitar a los diferentes órganos administrativos del INPE u otras
instituciones la expedición de documentos necesarios para la
defensa del interno.
 Asesorar y apoyar al interno en la tramitación de sus beneficios
penitenciarios, así como realizar el seguimiento en su tramitación.
 Emitir, dentro del plazo legal, informes jurídicos para beneficios
penitenciarios y otros trámites administrativos cuando sean
requeridos por la administración penitenciaria.
 Asesorar a la autoridad penitenciaria absolviendo consultas y
emitiendo opiniones sobre aspectos relacionados al tratamiento
penitenciario, aplicación de normas y otros que le soliciten.
 Difundir a los internos los alcances de la normatividad en materia
penal, procesal penal y de ejecución penal a través de charlas,
talleres y otros medios.
 Coordinar la prestación del servicio legal gratuito con otras entidades
públicas o privadas
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Los abogados del servicio de asistencia legal velarán por el
cumplimiento del procedimiento para ejecutar la libertad del interno, así
como realizarán las gestiones necesarias para la celeridad del proceso
penal, la obtención del testimonio de condena y otros documentos
relacionados.
Sobre la defensa particular
Cuando se trata de la atención por parte de abogados externos, todo
interno tiene el derecho de acceder y ejercitar su defensa legal, para
ello la autoridad penitenciaria está obligada a facilitar el ingreso de
abogados externos con este fin. Para gozar de este derecho, el interno
tiene la obligación de designar a su abogado defensor por escrito, el
mismo que deberá respetar las disposiciones de seguridad y horarios
de ingreso de acuerdo con lo establecido por las normas y directivas
vigentes
Este derecho excepcionalmente podrá ser suspendido por causas
de emergencia o actos de violencia o cuando se realicen actividades
que exijan la participación de todos los internos, que deberán ser
programadas con anticipación. En este último supuesto, el director
autorizará la visita del abogado cuando las necesidades de la defensa
del interno no admitan dilación. Es común y cotidiano escuchar quejas
de la población penal por la falta de celeridad en sus procesos, por no
contar con información del mismo y sentirse frustrado por los
vencimientos delos plazos procesales sin que medie una resolución
favorable o desfavorable por el delito que se le imputa. Algunos
internos del Penal de Piedras Gordas expresaron lo
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siguiente en relación al tema legal: “En la actualidad sólo existen dos
abogados para una población de más de 380 internos,
quienes ocasionalmente tramitan los beneficios penitenciarios,
siendo insuficiente, pues no se dan abasto para atender la cantidad
de casos que existen en este penal. Lo normal es que exista
un abogado para 50 internos, así estos podrían ampliar su atención
a las áreas que tiene que ver con los casos judiciales de los internos,
de allí el alto número de procesados y la poca o casi nula oportunidad
de defenderse adecuadamente. Es clave no sólo incrementar el
número de abogados sino que estos tengan las posibilidades reales de
tramitar los documentos judiciales del interno. Si bien en la actualidad
no apoya ninguna institución, el problema fundamental es que el INPE
cumpla en esta área su papel.
Siempre se ha hablado de la posibilidad de abrir los penales los
estudiantes de los últimos años de derecho o a los bachilleres, sin
embargo esto nunca se ha cumplido.”De acuerdo al informe Nº 031-
2006-INPE-07-01-AL,elaborado por el área legal de la Oficina General
de tratamiento, se tiene que a marzo del 2006 el INPE contaba con 88
abogados que realizan labores al interior de los establecimientos
penitenciarios a nivel nacional, cifra insuficiente para atender las
demandas de los internos e internas (elaboración de informes legales
para la tramitación de beneficios penitenciarios, seguimiento de sus
casos cuando se encuentran en calidad de procesados, trámites
diversos para sentenciados como obtención de copia de sentencia,
tramitación de su hoja pena lógica, anulación de antecedentes, etc.).
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Los problemas en esta área se originan no por la mala gestión de los
profesionales, sino que no se dan abasto para atender a casi todos los
internos del penal, que son cerca de mil. Con relación a este tema, se
recibió la siguiente información de internos del Penal de Lurigancho:
“En lo legal, pasa por el abogado que hace el informe jurídico, en el
área legal atienden 15 abogados para la realización de beneficios
penitenciarios. Algunos de ellos cuando arman el expediente a veces
preguntan sobre el caso otros no. Ellos llevan un registro, su papeles
ver si estos están en regla, ver si se han reunido todos los documentos
y si falta un documento pasa a observados. No dan charlas; sólo se
limitan a revisar si está completo alarmado de los expedientes, ellos
revisan que este el pago de la multa, su hoja del pago de reparación
civil, de cómputo laboral o estudio, verificando que este en regla todo el
expediente de beneficio penitenciario. En el caso que no esté en orden,
pasa a „observado‟ cuando falta algún documento o tiene un proceso
pendiente o le falta tiempo o el cómputo laboral o estudio.
Regularmente los expedientes que están incompletos pasan a
observados y son rechazados hasta que se complete toda la
documentación. En estos casos tienen 3 meses para volver a presentar
cuando un expediente es rechazado. Mediante Ley Nº 27019 se creó el
Servicio Nacional de la Defensa de Oficio dentro de la estructura
orgánica del Ministerio de Justicia, dependiente de la Dirección
Nacional de Justicia, destinada a proveer el derecho a la defensa
gratuita a personas de escasos recursos económicos. De acuerdo al
D.S. Nº 005-99-JUS se aprobó su Reglamento, que señala en su
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artículo 17 “el defensor de oficio asignado a los establecimientos
penitenciarios del país presta su asesoría a favor de los internos en los
siguientes aspectos: Logro de beneficios penitenciarios para los
sentenciados que cumplan los requisitos de ley. Coordinación con el
defensor de oficio asignado a Salas y Juzgados penales, sobre la
defensa de los internos con proceso abierto.” Actualmente, el Ministerio
de Justicia cuenta con 699abogados de oficio a nivel nacional,
designados en su mayoría alas diferentes sedes judiciales, a las
diversas comisarías, a los establecimientos penitenciarios, etc.
Lamentablemente, con este número de profesionales es difícil abarcar
las grandes demandas de defensa que requiere la población nacional
de bajos recursos. Por ello, las cárceles que son lugares donde en su
gran mayoría las personas provienen de sectores empobrecidos se
limita este derecho que el Estado debe otorgar.
3.4. Educación Penitenciaria
La Constitución Política del Perú establece: “La educación inicial,
primaria y secundaria son obligatorias. En las instituciones del Estado,
la educación es gratuita…”. Por su parte, el Código de Ejecución Penal
señala: “En cada establecimiento penitenciario se promueve la
educación del interno para su formación profesional o capacitación
ocupacional. Los programas que se ejecutan están sujetos a la
legislación vigente en materia de educación. La autoridad penitenciaria
está obligada a realizar programas de alfabetización, así como brindar
instrucción básica primaria y secundaria gratuita a todos los internos
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que lo requieran, sin discriminación alguna, en función a la capacidad
de infraestructura al número de docentes existentes en los
establecimientos penitenciarios. Para mejorar y efectuar esta tarea
debe coordinaron el Ministerio de Educación, que tiene a su cargo la
política educativa del Estado. Un grupo vulnerable al que se debe
brindar una atención diferenciada es el de los internos analfabetos.
Siendo el Perú un país puericultura y multiétnico, se debe considerar el
tema del idioma y las costumbres dentro de su desarrollo educativo.
“El interno analfabeto participa obligatoriamente en los programas
de alfabetización y educación primaria para adultos.
Para ello, el INPE coordinará con el Ministerio de Educación.” La
autoridad penitenciaria debe también promover la educación técnica
del interno como medio de preparación para la vida en libertad, para lo
cual debe crear instituciones educativas de esas características en
cada establecimiento penitenciario e implementarlas con niveles de
calidad similares a las instituciones externas. Los oficios,
especializaciones y carreras de estas instituciones educativas deben
ser compatibles con las necesidades del mercado externo a fin de que
contribuyan a la no reincidencia delictiva. En cada establecimiento
penitenciario deberá existir, además, la opción para que los internos
puedan acceder a carreras universitarias y de instituciones culturales y
formativas externas bajo modalidades que no vulneren la seguridad del
establecimiento (educación a distancia, idiomas, etc.). La autoridad
penitenciaria deberá buscar y promover la participación de estas
entidades nacionales y particulares en este fin. Los estudios que realice
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el interno en programas a cargo de este tipo de instituciones deberán
considerarse en el registro de cómputo educativo del interno para la
redención de la pena. Se debe implementar progresivamente en cada
establecimiento penitenciario bibliotecas, hemerotecas y centros de
información para fomentar hábitos de lectura y recreación. Para este
fin, se debe coordinar y procurar el apoyo de las entidades externas
públicas y privadas. Todos los internos, procesados o sentenciados
pueden acceder a los servicios educativos de los establecimientos
penitenciarios en función de sus necesidades, habilidades y de la
capacidad instalada de los centros educativos existentes. En los casos
de internos que representen algún riesgo de seguridad para el
establecimiento penitenciario, la autoridad penitenciara evaluarla
modalidad y los programas a los que podrán acceder, minimizando los
riesgos, pero sin afectar el derecho a la educación. Toda participación
educativa del interno controlada por la autoridad penitenciaria debe ser
computable para la redención de la pena, de acuerdo con la legislación
y la normatividad vigentes. Se exceptúan de esta regla los internos que
se encuentran sancionados con medida disciplinaria de aislamiento
(durante el período que dure).En los establecimientos penitenciarios se
promoverán las expresiones culturales y deportivas como parte del
tratamiento penitenciario, sin discriminación de ningún tipo; a excepción
de aquellas manifestaciones que vayan en contra de la seguridad,
laboral y las buenas costumbres.  “Debido a que las madres pueden
convivir con sus hijos hasta que éstos cumplan los tres años, la
autoridad penitenciaria deberá coordinar con el Ministerio de Educación
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y el Ministerio dela Mujer y Desarrollo Social para que los niños puedan
acceder a los niveles de educación correspondientes.”
Mediante Decreto Supremo Nº 009-2007-JUS, se aprueba el
Reglamento de Organización y Funciones del INPE, creándose la
Subdirección de Educación Penitenciaria como una Unidad Orgánica
dela Dirección de Tratamiento Penitenciario, encargada de organizar,
supervisar y evaluar las actividades educativas de los internos, así
como promover los programas educativos de capacitación y
aprendizaje en los establecimientos penitenciarios. En este propósito, y
para concretar los objetivos de la educación en el sistema
penitenciario, se ha planteado cinco ejes estratégicos fundamentales;
promover la alfabetización, la educación básica alternativa, educación
técnico productiva y la educación no formal, así como promover las
bibliotecas y el fomento a la lectura.
3.5. Educación En Contexto De Privación De Libertad
Es la educación que se brinda en los establecimientos penitenciarios
definido como un proceso de enseñanza aprendizaje que se desarrolla
en un contexto socio culturalmente complejo y especifico, a través del
cual se asimilan y construyen conocimientos, capacidades y valores,
aplicando metodologías y enfoques educativos multidisciplinarios en el
tratamiento del interno. Actividades Ejes de la Educación:
 Promover la Alfabetización.
 Promover la Educación Básica alternativa.
 Promover la Educación Técnico Productiva.
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 Impulsar la Educación No Formal
3.6. Programas educativos:
a. Programa de Alfabetización.- Consiste en el aprendizaje de la
lectura, escritura, cálculo matemático básico y el desarrollo
de actitudes y valores favorables para el logro de su resocialización
de parte del interno estudiante. Se desarrolla en coordinación con
el Programa Nacional de Movilización por la Alfabetización
(PRONAMA) del Ministerio de Educación.
b. Programas de Educación No Formal.- Consiste en el desarrollo
de acciones
Complementarias a las actividades educativas y como programas
estructurados establecidos por el área de educación. Entre ello
pueden ser:
c. Programas de Recreación y Deportes, con el apoyo del Instituto
Peruano del Deporte, a través de un Convenio de Cooperación
Interinstitucional.
d. Programas de Danzas y folklore, con el apoyo con la
Biblioteca.- Nacional, el Instituto Italiano de Cultura, etc.
e. Programa de Educación para la Salud.- Entre ellas figuran
charlas para la prevención del consumo de drogas, el
VIH, enfermedades infectocontagiosas, etc.
f. Programa de Educación Ambiental.- con el apoyo de la
Universidad Agraria la Molina y el Ministerio del Ambiente.
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g. Programa de Actividades Artísticas.- Entre ellas tenemos: el
teatro, las tertulias literarias, los concursos de poesías, las
escenificaciones, dramatizaciones, mimos, etc.
h. Educación Básica Alternativa (EBA)
Se brinda Educación Básica Alternativa a los internos jóvenes y
adultos en los niveles de primaria y secundaria de adultos a los
internos estudiantes como una modalidad de la etapa de educación
básica, equivalente a la Educación Básica Regular en calidad y
logros de aprendizaje con énfasis en la preparación para el trabajo
y el desarrollo de capacidadesempresariales.2.3.3.
i. Educación Técnico Productiva (ETP)
Se brinda Educación Técnico Productiva a los internos en las
diferentes especialidades y opciones ocupacionales, entre las
principales se tiene carpintería, confecciones textiles, confección de
calzado, sastrería, electricidad, manualidades, electrónica,
artesanía, cocina, estructuras metálicas, tejido a máquina entre
otros.2.3.4.
j. Instituciones y Programas Educativos a Nivel Nacional
En 50 establecimientos penitenciarios a nivel nacional se desarrolla
actividades educativas, ello representa el 70% delos
establecimientos penitenciarios existentes. En dichos
establecimientos penitenciarios funcionan 30 Centros de Educación
Técnico Productiva, 10 Centros de Educación Ocupacional, 7
Centros de Educación Básica Alternativa, 2Instituciones Educativas
de Adultos, 1 Institución Educativa Inicial y 08 Programas de
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Alfabetización distribuidos a nivel nacional. La cobertura educativa
no alcanza a la totalidad de los establecimientos penitenciarios (71
Establecimientos Penitenciarios), por diversos factores como son:
falta de infraestructura y espacios físicos, carencia de personal
docente, etc.
3.7. Personal del Área Educativa a Nivel Nacional
El personal del área educativa es responsable de ejecutar las
actividades y proyectos en las instituciones y programas educativos que
funcionan en los establecimientos penitenciarios del país,
están conformados por:
 178 empleados de carrera del Instituto Nacional Penitenciario con
formación pedagógica en educación básica y otros con capacitación
adicional en diversas áreas técnicas.
 245 personal destacados del Ministerio de Educación, en
cumplimiento al Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional
suscrito entre ambas instituciones.
 Personal de apoyo de otras Instituciones que vienen apoyando en las
actividades de capacitación a través de convenios de cooperación. De
acuerdo a la información estadística del INPE a julio del 2006, existe
en los diversos penales del país 786 personas analfabetas, 6,344
personas no han concluido sus estudios primarios, 4,533 sólo cuentan
con primaria completa, 8,881personas no han concluido sus estudios
secundarios. Es decir, un aproximado del 60% de la población
penitenciaria no ha culminado su educación básica. Cabe indicar que
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los departamentos donde existe mayor analfabetismo en las cárceles
son: Lima (126), seguido depura (110) y San Martín (69).Por otro lado,
7706 personas han culminado su secundaria; 2076 encarcelados
cuentan con estudios superiores no universitarios incompletos; 1066
cuentan con estudios superiores no universitarios completos, 1051
cuentan con estudios superiores universitarios incompletos y 874 han
culminado sus estudios superiores universitarios. A pesar de la
limitación en la información, creemos importante dar a conocer
algunas opiniones de internos e internas de algunos penales del país:
“La Educación en la actualidad se puede catalogar de aceptable,
porque los actuales profesores cumplen con su trabajo, no sólo en la
educación, sino también apoyando e incentivando en los actos
culturales, deportivos, de salud, etc. Pero, hay algo que siempre falta,
y es que aquí en este establecimiento tenemos enseñanza primaria,
más no secundaria. Por otro lado, en el mundo en el cual vivimos hay
dos clases de analfabetismo, por una parte tenemos „el que no sabe
leer ni escribir‟, y por otra, „el que no sabe nada sobre
computación‟, y aquí contamos con un grupo muy numerosode
personas que quisieran contar con este curso, y a parte de esto, hay
personas interesadas en la enseñanza a distancia, enfocada a buscar
una carrera profesional”. E. P. Sentenciados de Pucallpa “Los talleres
de Educación se formaron para la Resocialización del interno. Para la
enseñanza de diferentes artes manuales y alfabetización y así cuando
tenga que salir sea útil a la sociedad..... En educación, las internas
tienen la oportunidad de terminar su primaria y también hay
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educación para los bebes, etc. Toda interna que permanece un año
en el taller de estudio, es elevada y pasan al taller de trabajo.
Las profesoras son asignadas por el Ministerio de Educación y
también son miembros del INPE.
Debe de existir más talleres de Estudio; por la sobrepoblación de
los Centros Penitenciarios, y no tener costo alguno, porque la mayoría
de los internos son de bajos recursos económicos, no tienen para su
inscripción, ni matrícula, peor para sus materiales. En la actualidad
hay un gran número de internos que no estudian.
3.8. Trabajo Penitenciario
El trabajo es un derecho y deber del interno, según el código de
Ejecución penal, sus condiciones son en lo posible similares al trabajo
en libertad. No tiene carácter aflictivo ni es aplicado como medida
disciplinaria, ni atenta contra la dignidad del interno. El trabajo
Penitenciario está considerado como uno de los elementos
fundamentales de Tratamiento del interno, constituye decisivamente
en su proceso de resocialización. En lo relacionado al trabajo
penitenciario, las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos
señalan:
El trabajo penitenciario no debe tener carácter aflictivo.
 Todos los sentenciados serán sometidos a la obligación de
trabajar de acuerdo con su aptitud física y mental, según la
determine el médico.
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 Se proporcionará a los reclusos un trabajo productivo, suficiente
para ocuparlos durante una jornada laboral.
 En lo posible, el trabajo deberá contribuir por su naturaleza a
mantener o aumentar la capacidad del recluso para ganarse
honradamente la vida después de su liberación.
 Se dará formación profesional en algún oficio útil a los internos
que estén en condiciones de aprovecharla, particularmente a
los jóvenes.
 Dentro de los límites compatibles con una selección profesional
racional y con las exigencias de la autoridad y la disciplina
penitenciarias, los internos podrán escoger la clase de trabajo que
deseen realizar.
 El trabajo penitenciario no debe implicar una explotación laboral
del interno. La existencia de amplios períodos de ocio y la
inadecuada administración del tiempo del interno en el
establecimiento penitenciario resultan riesgosas en tanto pueden
propiciar conductas impropias e inclusive delictivas. También
puede ser dañino para la salud mental, ya que son frecuentes los
problemas como la depresión, la ansiedad y la agresividad, entre
otros. Por ello, el trabajo y otras actividades similares dentro del
establecimiento penitenciario son favorables para el proceso de
rehabilitación y la salud mental del interno. El interno sentenciado
está obligado a trabajar dentro del establecimiento penitenciario si
quiere progresar en el régimen de tratamiento penitenciario o si
quiere alcanzar la propuesta para un beneficio penitenciario. El
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trabajo no debe ser aplicado como castigo una falta, no podrá
tener carácter aflictivo y tampoco podrá atentar contra la dignidad
del interno. Las diversas instancias del área de Trabajo del INPE
deberán dinamizar la oferta laboral dentro delos establecimientos
penitenciarios. No debe discriminarse por ningún motivo a los
internos en su acceso al trabajo. Se debe clasificar el tipo de
trabajo al que puede acceder cada interno en función a variables
como nivel de peligrosidad, sus habilidades, sus capacidades, los
talleres existentes y la capacidad instalada. Las condiciones de
trabajo deben respetar la capacitación previa, la seguridad e
higiene laborales La inscripción de los internos en el área de
Trabajo penitenciario debe ser imparcial, sin discriminación y
considerando el cumplimiento de los procedimientos establecidos
por las normas y directivas vigentes. Se debe promover el trabajo
penitenciario remunerado páralos internos, debiendo buscar para
ello el apoyo de las entidades externas públicas y privadas. Debe
darse prioridad al trabajo remunerado para los internos de
menores recursos y otorgarse igualdad de oportunidades sin
discriminación. Para este fin, la autoridad penitenciaria promoverá
la participación de las entidades públicas y privadas a efectos de
llevar a cabo proyectos laborales en los que los internos puedan
acceder al trabajo remunerado; además de realizar proyectos de
inversión viables con este fin. El cómputo laboral del interno se
rige de acuerdo con la legislación y la normatividad vigentes. El
personal del área de Trabajo está obligado a realizar un control
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minucioso de las actividades laborales del interno, según lo
estipulado en las normas existentes, sin perjuicio que tenga o no
acceso al beneficio penitenciario de redención de la pena.
“El interno sancionado disciplinariamente con aislamiento no
podrá redimir su pena mientras dure dicha sanción.” En aquellos
casos en los que el registro y control laborales sean válidos para
el cómputo de la redención de pena, las direcciones regionales y
los órganos de control deberán supervisarlos frecuentemente.
“Cuando el personal de trabajo efectúa la retención legal por
derecho de trabajo, tiene la obligación de entregar al interno el
comprobante correspondiente.
Los talleres y lugares de trabajo de los establecimientos
penitenciarios deben reunir las condiciones de higiene y seguridad
en lo que corresponde a equipos, maquinaria, instalaciones,
materiales y cualquier otro elemento relacionado con la actividad
laboral. Se debe cumplir con lo que dispone la autoridad de salud
en esta materia en tanto no exista una legislación específica. Las
actividades que se desarrollan en los establecimientos
penitenciarios a nivel nacional son:
3.9. Talleres
Carpintería, Zapatería, Tejido a máquina, Electrónica, Mecánica




Agricultura, Confección de Carteras, Taller de Cosmetología,
Cornoplastía, Filigrama, Artesanía, Juguetería, Serigrafía, Talabartería,
Tejido en yute, Cestería, Manualidades, Lavandería, Ad - honorem y
otros.
3.10. El Trabajo Penitenciario es proporcionado por:
 La Administración Penitenciaria, a través de la Implementación de
los talleres laborales de los establecimientos penitenciarios en
donde se vienen ejecutando pequeños proyectos de inversión.
 Los propios medios del interno o de sus familiares.
 Entidades públicas y/o privadas a través de la administración
penitenciaria
3.11. Beneficios que tienen los Internos que participan en Trabajo
 Posibilidad de aprender una opción laboral que pueda desarrollar
cuando obtenga su libertad.
 Mantenerse ocupado desarrollando su creatividad e ingenio en el
trabajo que desarrolla, buscando su perfeccionamiento.
 Obtener ingresos económicos para él y sus familiares, obtenidos
por los productos que fabrica y vende.
 La Redención de la pena por el trabajo, si está facultado por las
leyes vigentes.
3.12.  Convenios
 El INPE como órgano rector del sistema penitenciario es
responsable de suscribir convenios de cooperación
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interinstitucional con entidades públicas y privadas que hagan
posible el cumplimiento de los objetos, para tales efectos se
suscribieron los siguientes convenios.
 Comisión para la promoción de la pequeña y mediana empresa -
PROMPYME.
 Servicio Nacional de adiestramiento en trabajo industrial -SENATI.
3.13. La Salud en los internos El acceso a la salud:
Los internos deben tener salvaguardas adicionales en lo que respecta
a su salud. Cuando el Estado priva aun individuo de su libertad,
tiene la obligación de asumir la responsabilidad de cuidar su salud, no
solo en lo que respecta a las condiciones de detención, sino también
al tratamiento individual que pueda ser necesario como consecuencia
de dichas condiciones. Todo interno, al margen de su situación
jurídica, delito, peligrosidad, raza, sexo, orientación sexual, religión,
filiación política, o cualquier otra característica personal, social,
cultural o económica, tiene el derecho de recibir por parte de la
autoridad penitenciaria la asistencia en salud básica para la
recuperación, mantenimiento y promoción de la salud, la cual debe
incluir atención médica, psiquiátrica o psicológica y odontológica
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3.14. La atención de la salud de los internos no debe ser sometida a
condición alguna
En tanto que en los establecimientos penitenciarios los internos se
encuentran con mayores probabilidades de adquirir enfermedades y
afecciones a su salud, ellos tienen el derecho a ser debida y
oportunamente informados y orientados (por la autoridad penitenciaria
y el servicio de salud del establecimiento) sobre medidas de higiene,
nutrición adecuada, salud mental, salud reproductiva, enfermedades
de transmisión sexual y otras enfermedades transmisibles,
enfermedades crónico-degenerativas, diagnóstico precoz de
enfermedades, riesgos sobre el consumo de drogas, tabaquismo,
alcoholismo, y otras conducentes a la promoción de la salud, a la
implementación de un estilo de vida saludable y a la prevención de
enfermedades. En todo establecimiento penitenciario, el interno debe
pasaron examen que evalúe su condición de salud a su ingreso y
recibir la atención necesaria; asimismo recibir asistencia médica
periódica y/ociando su salud física o mental se vea alterada. La
autoridad penitenciaria deberá contar con servicio de salud en cada
uno de sus establecimientos. En aquellos donde no cuente con este
servicio, está obligada a coordinar con las instituciones de salud de
la localidad a fin de cubrir este servicio. Esta atención sanitaria será
permanente en todo establecimiento penitenciario. En caso que el
médico o personal de salud especializado encuentre signos de
posibles maltratos en el interno, deberá hacer constar el hecho en un
informe médico que será remitido inmediatamente al jefe del Área de
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Salud. Éste debe elevar dicho informe, con el carácter de confidencial,
al director del establecimiento penitenciario, quien a su vez correrá
traslado del informe a las autoridades competentes para la
investigación respectiva. Asimismo, el jefe del Área de Salud podrá
remitir copia del informe al director regional para conocimiento
El médico del establecimiento penitenciario deberá visitar o
atender diariamente a todos los reclusos enfermos que requieran el
servicio de salud; asimismo la autoridad penitenciaria brindará las
medidas de seguridad del caso.
3.15. Relaciones con el Ministerio de Salud
En los casos que el interno requiera atención médica especializada
programable, la autoridad penitenciaria, a través del Área de Salud y
Servicio Social, será responsable de atender, y orientará al interno y a
la familia sobre los centros especializados; asimismo coordinará para
que el interno pueda gozar de los programas o beneficios sociales
existentes en la red del Ministerio de Salud (Minsa). En estas
actividades es prioritario mantener las coordinaciones estrechas con
el Minsa y así promover los programas de salud de manera
coordinada. La autoridad penitenciaria deberá facilitar el cumplimiento
dela programación de la atención indicada por el Minsa. En el caso de
traslado de internos con problemas de salud que requieren
tratamiento especializado, el director y el responsable del Área de
Salud del establecimiento penitenciario de origen serán responsables
de hacer entrega al área de Salud del establecimiento penitenciario
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receptor, en el más breve plazo, la historia clínica y, de ser el caso,
los medicamentos prescritos y otorgados por el programa de salud
correspondiente, no debiendo permitir que el interno suspenda el
tratamiento ni por un solo día. Es responsabilidad del establecimiento
receptor integrar al interno inmediatamente al programa de salud que
corresponde en su jurisdicción. La prevención en el Área de Salud es
fundamental. El personal del servicio de salud de los establecimientos
penitenciarios debe diseñar y ejecutar periódicamente programas y
campañas desalad preventivas con este fin, para lo cual debe buscar
la participación del Minsa. En ese sentido, el Área de Salud debe
promover la participación de los internos como actores activos y
corresponsables en el cuidado de su salud a través de programas de
formación de promotores. En los establecimientos penitenciarios
donde haya mujeres internas, la autoridad penitenciaria deberá
procurar la atención médico-ginecológica permanente. En caso de
embarazos, esta atención debe ser obligatoria antes, durante y
después del parto. El Área de Salud deberá realizarlas gestiones y los
trámites necesarios ante la autoridad penitenciaria las autoridades del
Minsa a fin de que el parto de una interna se realice en un centro de
salud externo al centro penitenciario. “Toda persona tiene el derecho
de elegir libremente el método anticonceptivo de su preferencia,
incluyendo los naturales, y a recibir con carácter previo a la
prescripción o aplicación de cualquier método anticonceptivo
información adecuada sobre los métodos disponibles, sus riesgos,
contraindicaciones, precauciones, advertencias y efectos físicos,
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fisiológicos o psicológicos que su uso o aplicación puede ocasionar
Atención preferencial. Tendrán una atención de salud preferencial los
mayores de 60 años, los internos con enfermedades psiquiátricas y
crónicas; internos con enfermedades terminales, mujeres gestantes,
madres y sus hijos menores de tres años y otros que puedan ser
considerados como vulnerables En caso de requerirse atención
médica especializada de emergencia, la autoridad penitenciaria
deberá atender de inmediato al interno y/o gestionar todo lo necesario
para su conducción al centro hospitalario más cercano; en estos
casos deberá cubrir los gastos de atención correspondientes al
estado de emergencia. La salida de un interno del establecimiento
penitenciario por salud debe respetar en todo momento los
procedimientos de autorización y seguridad normados. Con respecto
al ambiente, por su propia naturaleza, las condiciones de
encarcelamiento pueden tener un efecto perjudicial sobre el bienestar
físico y mental de los reclusos. Por consiguiente, la administración
penitenciaria no sólo tiene la responsabilidad de prestarles atención
médica, sino también de disponer de las condiciones que promuevan
el bienestar tanto de los reclusos como de los funcionarios. La salud
no se limita a la cura de enfermedades de los internos, sino también a
vivir en ambientes saludables y que respeten la bioseguridad. En
cuanto a la alimentación, la elaboración y dotación de alimentos y
bebidas a los internos debe ser inspeccionada por el nutricionista o
personal de salud de los establecimientos penitenciarios debidamente
capacitados, quienes verificarán que cumplan las características
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establecidas por las normas sanitarias y de calidad aprobadas por las
autoridades de salud. De igual manera en lo que se refiere a la
alimentación para el personal de seguridad del Impela autoridad
penitenciaria debe asegurarse de que toda persona que intervenga en
la elaboración o manipulación de los alimentos en el establecimiento
penitenciario sea personal evaluado y autorizado por la autoridad
competente, a fin de impedir que personas no aptas para estas
labores ingresen a realizar esta función. Se vigilará que este personal
realice el trabajo con las máximas condiciones de higiene para evitar
la contaminación del alimento.
“La administración penitenciaria proporción a al interno la
alimentación preparada que cumpla con las normas dietéticas y de
higiene establecidas por la autoridad de salud”.
“El interno tiene derecho a recibir alimentación balanceada y
en condiciones higiénica”.
En todo establecimiento penitenciario, la administración debe
proveer agua potable apta para el consumo humano; asimismo debe
sujetarse estrictamente a las normas de las autoridades de salud, en
lo que corresponde al tratamiento de aguas servidas, el
funcionamiento de los alcantarillados, la disposición de residuos
sólidos, de excretas, y otras medidas de control del medio ambiente.
Deberá realizar periódicamente acciones conducentes a
desinfectarlos ambientes del establecimiento penitenciario como:
fumigaciones, desratizaciones y otras actividades con este propósito.
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La población penitenciaria debe tener una participación activa en este
fin. “El médico y/o personal de salud realizará visitas
Semanales al interior de las instalaciones del establecimiento penitenciario
para supervisar las condiciones de higiene ambiental y alimentaria,
así como de saneamiento, y formulará un informe mensual al director
para la adopción de las medidas correspondientes “La protección de
las condiciones sanitarias del establecimiento penitenciario es
responsabilidad de las autoridades penitenciarias y de los internos. En
cada establecimiento penitenciario se efectuará periódicamente una
desinfección, fumigación y desratización. Corresponderá a los
servicios sanitarios penitenciarios la evaluación de estas actividades”.
De acuerdo al Código de Ejecución Penal, el interno tiene
derecho a alcanzar, mantener o recuperar el bienestar físico y mental.
La administración penitenciaria, en este caso el INPE, proveerá lo
necesario para el desarrollo de las acciones de prevención,
promoción y recuperación de la salud de la población penal.
Siguiendo estos lineamientos, el INPE ejecuta en todos los
establecimientos penitenciarios los siguientes programas de salud:
3.16. Penal de Mujeres de Lampa
En el establecimiento penitenciario de mujeres de Lampa la atención
a las internas se realiza básicamente a través de los Programas
Preventivo-Promocionales del Ministerio de Salud, tales como:
68
 El Programa de Control de la Tuberculosis (PCT), que organiza
charlas y campañas de captación de sintomáticos-respiratorios. De
confirmarse el diagnóstico de la enfermedad en una interna,
entonces recibe tratamiento supervisado y una evaluación
mensual.
 El Programa de Control de Enfermedades de Transmisión
Sexual y SIDA-PROCETSS, que también desarrolla charlas y
campañas en diferentes penales del país, Pero, sólo con la
autorización por escrito de la interna se le practica el test de Elisa,
cuyo resultado le es entregado personalmente por un consejero.
De darse el caso de ser seropositiva se notifica de esto a la Red de
Salud del MINSA, a fin que se evalúe la posibilidad de darle
quimioprofilaxis.
 El Programa de Control de Madre – Niño, que se encarga del
control del embarazo de la gestante, derivándola de ser el caso al
nosocomio más cercano para sus análisis y ecografías mensuales
correspondientes. Llegada la fecha probable del parto, el programa
proyecta la evacuación de la parturienta a un nosocomio del
Estado. De permanecer el niño con su madre, entonces ambos son
permanentemente evaluados en establecimiento penal.
 Planificación Familiar, que programa y realiza charlas de
planificación familiar y que, de ser posible, invita a estas reuniones
al esposo o conviviente de la interna, a fin de que tenga conciencia
de lo que es la paternidad responsable. También da a conocer a la
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pareja todo lo concerniente sobre los métodos de anticoncepción y
sus formas de uso.
a) Control de la tuberculosis.
b) Control de SIDA y de enfermedades de transmisión sexual.
c) Madre – niño.
d) Planificación familia
Estos programas se desarrollan a través de los servicios médicos
básicos de cada establecimiento penitenciario, y en los servicios
médicos especializados que funcionan en algunos penales, los cuales
están a cargo de un equipo de profesionales y personal técnico
auxiliar adecuado. En lo que consiste la atención en las áreas de
salud, se tiene, por ejemplo, que en el E.P.R.C.E. "Miguel Castro
Castro" funciona un centro quirúrgico en las especialidades de cirugía
general, otorrinolaringología y traumatología. Sus médicos acuden
también a otros establecimientos penitenciarios para realizar
consultas externas, de acuerdo a una programación. Las campañas
de salud en este recinto se desarrollan en coordinación con el
Ministerio de Salud, Essalud, la Liga Peruana de Lucha Contra el
Cáncer, el Instituto Nacional Oftalmológico, la Policía Nacional del
Perú, la Fuerza Aérea Peruana, la Marina de Guerra del Perú, entre
otras instituciones. Algo similar sucede en el E.P.R.C.O. de
Lurigancho, que cuenta con una clínica que tiene un piso exclusivo
para la atención psiquiátrica de los internos. Allí también se encuentra
la sede de los programas de Control de la Tuberculosis (PCT), de
Control de Enfermedades de Transmisión Sexual y SIDA-PROCETSS
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de la Dirección Regional Lima. El penal de Lurigancho recibe el apoyo
de la Capellanía y del Ministerio de Salud, así como de la ONG
"Médicos Sin Fronteras",esta última que provee a la clínica de
medicamentos para el PROCETSS, reactivos para las pruebas de
ELISA, folletería variada en prevención de enfermedades, y un
médico infectólogo para la atención de los internos; lo que no ocurre
en los penales de nuestra región, es urgente la descentralización y
autonomía del manejo económica por parte de los administradores de
INPE a nivel nacional.
3.17. Comentarios:
El tema de salud en las cárceles es considerado como un problema
permanente durante las diversas gestiones del INPE, está haciendo
una comparación del servicio de salud, de antes y el actual, siempre
ha sido muy deficiente en lo que respecta al trato y la atención de los
profesionales, con las justas se abastecen; pues hay personas de
toda índole y de todo comportamiento. Las enfermedades más
frecuentes son las cutáneas, TBC, las estomacales; desde siempre ha
habido escasez de medicamentos. En cambio, lo que sí ha mejorado
es el control de las pocas medicinas; es necesario y mucho el servicio
de odontología, y sí existe apoyo de instituciones desconocemos; se
han recibido charlas preventivas sobre VIH-SIDA y TBC. A
comparación de hace diez años, en la actualidad está mucho mejor
que antes, pero con todas y algunas deficiencias antes descritas”.
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3.18. Internos del E.P. de Sentenciados en el establecimiento Ex
Capilla.
Los internos del Penal Ex Capilla expresaron lo siguiente en relación
al tema de salud:
 “En la actualidad los servicios de salud son regulares con carencias
principalmente en las medicinas del tópico. En lo personal, la
mayoría tiene un buen trabajo y una atención adecuada (…) Es
necesario implementar la atención de rayos X. Generalmente
recibimos apoyos de los agentes pastorales, en la adquisición,
compra de la recetas (…) hemos recibido charlas sobre la buena
alimentación, planificación familiar, SIDA. Lo negativo es que se
demoraron mucho en diagnosticar la enfermedad aduciendo, que
no eran tan graves los síntomas”.
 Opinión de las internas de Lampa y la Ex Capilla, donde también
existen mujeres (obvio separados de varones) expresaron lo
siguiente:
“El servicio de salud, es pésimo. Ya que si se presenta una
emergencia en el piso sobre todo nocturno. Es el INPE de servicio
que determina si la interna debe o no bajar al tópico. El trato con los
profesionales de salud es desastroso, indiferentes, despreocupados.
Creo que ni a los animales se les da ese trato, humillante, tienes que
rogar para tener una atención, una pastilla tienes que tener una fiebre
muy elevada para que recién te atiendan.
Las enfermedades que con frecuencia se presentan son: Bronco
pulmonares, Hongos en la piel (pies, brazos piernas), Presión alta,
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Indigestión., Gastritis., T.B.C. etc. Hay mucha escasez de medicinas.
En varias oportunidades una sola pastilla es la milagrosa; ya que es la
misma que te dan para diferentes males, y cuando te recetan es para
sustituirlos en la calle. Por lo general es lamentable enfermarse aquí,
ya que si no tienes familiares, ni dinero, tu salud día a día se va
deteriorando. Es necesario ampliar todos los servicios y crear uno
especial para gestantes, psiquiátricos, pediatría, dental, etc. De
cuando en cuando hay alguna donación de alguna institución. Los
que siempre apoyan son los Médicos Sin Fronteras, dan medicinas
y vienen algunos doctores para chequeos generales. Inclusive
en cada historia clínica queda un determinado diagnostico médico.
Sin embargo, los doctores del penal no realizan seguimiento pese al
antecedente de las historias.
 La opinión de algunos internos del penal de Ex Capilla en el tema de
salud es la siguiente:
“La atención es gratuita. Cada interno tiene su historia clínica
donde está registrada toda la prescripción médica, luego el interno va a
la farmacia para recoger su medicamento. Actualmente funciona la
atención en la clínica, allí se atiende todo tipo de enfermedades.
En general, cada penal tiene diversas limitaciones en esta área,
distintas unas de otras, pero importante para la salud de todas las
personas encarceladas. Asimismo, se observa con estas versiones los
diversos tratos del personal del área de salud. Es importante indicar que
las personas que pueblan las cárceles seles han limitado el derecho de
locomoción, pero no el derecho a una salud adecuada y a un trato digno.
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El Estado debe velar por el cumplimiento de este derecho fundamental,
sin ningún tipo de discriminación por su situación legal.
3.19. Asistencia Religiosa
La privación de la libertad no vulnera el derecho de la libre práctica
religiosa dentro de los límites del régimen penitenciario
correspondiente. Por ello, la autoridad penitenciaria debe garantizar:
 La posibilidad de los internos de orar, leer textos religiosos y
practicar los rituales y demás actos propios de su credo, con la
única restricción de que no vulneren la seguridad del
establecimiento penitenciario.
 La posibilidad de que sean asistidos por representantes de su
religión, siempre que cumplan con lo establecido en las normas
específicas.
 La libertad de culto no deberá limitarse a la religión
mayoritariamente profesada en el país. Se garantizará la atención
de las necesidades espirituales y religiosas de los reclusos
procedentes de grupos minoritarios. Asimismo, la administración
penitenciaria garantizará que los internos que no deseen practicar
ni participar en orden religiosa alguna no sean obligados a hacerlo.
Ningún interno debe ser discriminado por su elección religiosa, ni
privilegiado por ello “El interno tiene derecho a practicar libremente
la religión que profesa, así como a no participar en ella”.
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4. INFRAESTRUCTURA Y SERVICIOS BÁSICOS
A pesar de las limitaciones económicas y administrativas que presenta esta
área, sus profesionales han realizado durante el periodo en análisis una
labor importante pero que lamentablemente por las dificultades propias de
las cárceles, no se puede apreciar en su real magnitud. El trabajo en esta
área se ha centrado en mejorar los servicios de agua y desagüe de algunos
establecimientos penitenciarios. Abordando directamente la situación de
infraestructura, en base a la información proporcionada por esta dirección,
más de la mitad de los establecimientos penitenciarios se encuentran en mal
estado.
La mitad de las cárceles del país tiene una antigüedad de más de
25años (41 recintos). Los más antiguos son el Establecimiento Penitenciario
de Procesados de Cerro de Pasco (99 años de antigüedad), seguido del
Establecimiento Penitenciario de Procesados de Santo Tomás -Chumbivilca
(73 años de antigüedad) y el Establecimiento Penitenciario de Procesados
de Tarma con 70 años de antigüedad. Para complementar esta información,
se recogieron diversos testimonios de internos sobre esta área, refiriendo lo
siguiente:
“No existen celdas propiamente dichas, sino pabellones de diversos
tamaños para alojamiento de grandes grupos. Las construcciones no
presentan criterios de clasificación (si bien existe una distribución por
pabellones, no se maneja un criterio lógico de clasificación).
Con pésimas instalaciones eléctricas los servicios sanitarios en
muy mal estado. Carecen de una adecuada iluminación los corredores.
En cuanto a los baños son antihigiénicos, con cañerías antiguas y corroídas
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en gran parte, húmedos y sucios. Algunas celdas llamados de castigo,
donde envían por unos días a los internos, son celdas que presentan un
aspecto vacío, húmedo, sucio y oscuro. Con mucha frecuencia y
particularmente en épocas de lluvia hay obstrucciones en los desagües lo
que genera acumulación de esta agua y un olor insoportable al ingreso al
penal, lo que es causa de algunas enfermedades. Por la antigüedad de la
construcción hay un desgaste de calaminas y techo, lo que genera
persistentes goteras al interior de los pabellones, generando un ambiente
húmedo con pasadizos mojados lo que es causa de enfermedades. La
infraestructura del establecimiento penitenciario fue construida desde la
lógica de un penal de alta seguridad, por lo que no constituyen estructuras
adecuadas para ser cárceles, sino que son construcciones utilizadas como
alojamiento de colectivos de personas, en cuyo diseño presenta graves
deficiencias (no considera talleres ni patios de recreación), las mismas que a
la fecha han sido acondicionadas para estos fines.
Un grave problema que padecen las cárceles está relacionado con la
capacidad de albergue. De las 83 cárceles del país, 49 de ellas tienen
sobrepoblación y de éstas últimas 37 se encuentran hacinadas. A excepción
de la Dirección Regional Altiplano - Puno, todas las demás requieren de
mayor capacidad de albergue.
Los internos del E.P de Ex Capilla, cuando se les preguntó sobre el tema
de infraestructura y servicios básicos indicaron lo siguiente:
“No es suficiente, aunque se podría entender el por qué, pues este penal fue
creado para albergar a 450 internos aproximadamente, y en la actualidad,
bordeamos los 1000 internos. De ahí es fácil deducir que la infraestructura
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no es la adecuada; hay problemas en todos los pabellones, sobre todo para
la ubicación de los internos y a la vez no violar el derecho del interno, el de
contar con un ambiente apropiado. Por otro lado, el área de salud, no cuenta
con el espacio suficiente para albergar a los “internos enfermos” en el tópico,
convirtiéndose esto en algo grave, porque al tener internos con TBC, podría
haber contagio, otro es el área destinada para los Jueces y Magistrados,
donde la infraestructura no cumple con los requisitos para llevar a cabo los
juicios orales públicos, otra carencia es el área destinada para los internos
castigados, ya que no se cuenta con un ambiente adecuado que brinde un
trato humanitario, cumpliendo de esta manera con los requisitos exigidos por
ley. El servicio de luz no es un tema que despierte polémica; algo para
resaltar es el tema de la alimentación recibida, ya que es necesario
complementarla, y es por eso que preparamos alimentos en nuestros
pabellones con cocinas eléctricas. Para el INPE, controlar el gasto de
energía eléctrica significa destinar seis cocinas (eléctricas) para cada
pabellón, pero para que un pabellón con 105 internos aproximadamente
pueda preparar sus alimentos entre las 6:00 p.m. y las 9:00 p.m. no es
suficiente la cantidad de cocinas por pabellón. En lo que concierne al
servicio de agua potable, pensamos que está bien racionado (tres veces por
día) y las horas en que se recibe este servicio son: 6:30 a.m., 1:00 p.m., y
7:00 p.m., lo que pediríamos es que se prolongue un poco más el tiempo en
que nos dan el agua, ya que sólo recibimos un par de minutos, y debido al
hacinamiento en la que vivimos es insuficiente. Sobre el teléfono, es un dolor
de cabeza constante, pues para una población de casi mil internos sólo se
cuenta con un teléfono, y hay quehacer largas colas que demoran como dos
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horas a más, para efectuar una llamada; esto sumado a que nos recortaron
el servicio de 12:00 m. a 1:00p.m., luego nos quitaron el servicio los días
sábados, domingos y feriados; lo que para muchos, especialmente foráneos,
fue una muy mala noticia, ya que es más fácil ubicar a sus familiares esos
días de descanso y no días particulares; ante esto, se suma la arbitrariedad
y abusos que vienen cometiendo malos empleados del INPE, ya que los días
viernes al mediodía retiran el servicio telefónico, argumentando que el área
de trabajo cierra a esa hora.
Todas estas restricciones se cumplen siempre y cuando uno no tenga
un sol en el bolsillo para poder pagar al técnico que está encargado del área
del teléfono; y por el contrario, ven a esta zona, como un lugar donde
comercializar con la necesidad del interno”.
5.LA SEGURIDAD EN LAS CÁRCELES
5.1. Concepto de la Seguridad Penitenciaria:
La seguridad penitenciaria consiste en todas aquellas acciones
preventivas, que se desarrollan con personal capacitado y material
logístico adecuado, con la finalidad de alcanzar las condiciones
óptimas que permitan el desenvolvimiento normal de las actividades de
tratamiento y administración en las sedes administrativas y
establecimientos penitenciarios garantizando la seguridad de las
personas, instalaciones y comunicaciones
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5.2. El personal de seguridad penitenciaria
Es el encargado de proporcionar las condiciones óptimas para
desarrollar las acciones de tratamiento penitenciario, aplicándolas
medidas que garanticen la seguridad integral de las personas,
instalaciones y comunicaciones de los establecimientos penitenciarios y
dependencias conexas del INPE.
Consideraciones en el contexto de derechos humanos del personal
de seguridad
El personal de seguridad penitenciaria, como funcionario del Estado
encargado de hacer cumplir la ley, respetará y protegerla dignidad
humana, mantendrá y defenderá los derechos humanos de los internos,
trabajadores y visitantes en los establecimientos penitenciarios.
“Las funciones del personal de seguridad no sólo se circunscriben a la
vigilancia, también coadyuva en el tratamiento de los internos.”
El personal penitenciario de seguridad es responsable de mantener la
disciplina de acuerdo con las funciones y obligaciones que desempeña.
Para ello, no se podrán imponer más restricciones que las establecidas
por normas vigentes. El desconocimiento de las normas no exime de
responsabilidad.
5.3.Situaciones durante el servicio
El personal de seguridad durante las horas del servicio se encuentra en
diferentes contextos o situaciones que van desde las condiciones
normales a las de emergencia, debiendo tener una aptitud diferenciada
en cada una de ellas a fin de dar una respuesta inmediata y oportuna
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con el objetivo de minimizar los riesgos producidos y que pudieran
suscitarse.
a) Situación normal
Es aquella en que las actividades cotidianas de tratamiento,
administración y seguridad se desarrollan de manera habitual. El
personal de seguridad debe encontrarse en un estado de alerta, lo cual
le facilitará identificar cualquier situación o amenaza potencial (intento de
fuga, tráfico de drogas, reyertas, robos en el penal, etc.).Con frecuencia
los efectivos de seguridad son sorprendidos por algo que no previeron,
no respondieron adecuadamente ni estaban mentalmente preparados
para enfrentar. El estado de atención no es una garantía de protección,
pero dará mejores condiciones para detectar un peligro y también, dado
el caso, pasar a los estados de reacción.
b) Situación de alerta
Se da esta situación cuando existe la alteración del orden dentro o fuera
del establecimiento penitenciario, que puede afectar la seguridad de las
personas, instalaciones y comunicaciones y el cumplimiento del
tratamiento del interno. Una vez identificado el peligro, deberá ejecutarse
un plan táctico en el que se incluirá la participación de otros efectivos de
seguridad cuando la situación lo requiera, haciendo uso de la fuerza
proporcional y progresivamente si fuese necesario. El estado de alerta
permitirá disminuir los riesgos para el personal, permitiendo dar las
respuestas que la situación exija; sin embargo, este estado sólo se
logrará si se realiza un constante entrenamiento simulando estas
situaciones.
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c) Situación de emergencia
Se refiere a la alteración del orden interno y en el perímetro externo del
establecimiento penitenciario, que afecta la seguridad de las personas,
instalaciones y comunicaciones y el cumplimiento del tratamiento del
interno. Las circunstancias de emergencia se dividen en dos: a.
Situación de emergencia causada por la naturaleza: inundaciones,
terremotos, maremotos, huaicos, etc. Situación de emergencia
ocasionada por el factor humano: motines, reyertas, toma de rehenes,
fugas, incendios, etc. El Jefe de la División de Seguridad y el personal a
su cargo deben encontrarse presentes y en condiciones de ejecutar las
disposiciones establecidas en el plan respectivo hasta recuperarle
principio de autoridad y restablecer el orden interno del establecimiento
penitenciario, así como garantizar la seguridad integral. En esta situación
el personal de seguridad ejecutará los procedimientos establecidos en
los planes operativos (POV).
5.4. Algunas actividades del personal de seguridad
Para garantizar el orden en los establecimientos penitenciarios, el
personal de seguridad realiza, entre otras, las siguientes actividades:
 Revisión corporal y de los paquetes de las visitas.
 Revisión corporal de los internos.
 Revisión de la correspondencia de los internos.
 Revisión de los ambientes.
 Traslado y conducción de los internos. Al realizar los procedimientos
operativos de seguridad mencionados, el efectivo encargado debe
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brindar un trato humano y considerado al interno, pero firme en sus
acciones y respetando los derechos humanos.
5.5. Revisión corporal y de los paquetes de las visitas
Los internos tienen derecho a recibir visita personal y a comunicarse
con sus familiares y amigos en forma oral y escrita, en los ambientes,
horarios y bajo las medidas de seguridad establecidas por el Consejo
Técnico Penitenciario, salvo orden judicial de incomunicación. Nunca
debe olvidar seque las visitas de los familiares más próximos no
constituyen un privilegio para el interno, sino más bien un derecho
humano básico.
a. Revisión corporal
Como medida preventiva, a todos los visitantes se les revisará el
cuerpo y los paquetes que portan antes de su contacto con los
internos: los varones serán controlados por personal masculino y las
mujeres por personal femenino; todas las revisiones corporales
deben ser realizadas en condiciones de absoluta privacidad
y respeto, así como siguiendo lo establecido en el reglamento de
seguridad.
b. Revisión de paquetes o similares
Los paquetes que lleven los visitantes serán puestos a la vista del
personal responsable para una cuidadosa y meticulosa revisión,
separando lo prohibido. Cuando existan indicios razonables de que
el visitante está ingresando un objeto o una sustancia prohibida, el
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personal informará a su superior inmediato, quien procederá a
diligenciar acciones o investigaciones
Y, de ser el caso, denunciar el hecho ante las autoridades
competentes.
c. Revisión íntima
Cuando exista un indicio razonable que un visitante pretenda
introducir algún tipo de objeto, bebida, sustancia, medicina o
cualquier otro elemento prohibido, se solicitará el apoyo del personal
médico o paramédico, si lo hubiera, o en su defecto se dará cuenta
inmediatamente al representante del Ministerio Público y al director
del establecimiento penitenciario para proceder a la revisión corporal
en zonas íntimas.
d. Revisión corporal de internos.
La revisión corporal es un procedimiento operativo que emplea el
personal de seguridad durante su servicio con la finalidad de
prevenir, detectar e impedir la posesión o traslado de artículos o
sustancias prohibidas por parte de los internos.
5.6. Revisión de correspondencia
Para el ingreso o salida de la correspondencia del establecimiento
penitenciario, el portador o el remitente deberán exhibir al personal de
seguridad el contenido de ella, a fin de que este último se asegure de
que el contenido no es un riesgo párala seguridad.
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5.7. Revisión y registro de ambientes
Registro y revisión es la actividad que lleva a cabo el personal de
seguridad en los establecimientos penitenciarios con la finalidad de
neutralizar y prever situaciones de riesgo para la seguridad integral de
los establecimientos penitenciarios y de las personas (por ejemplo,
existencia detóneles, forados, sustancias tóxicas, armas, celulares,
etc.).Se clasifican en registro ordinario o de rutina y registro
extraordinario. El personal participante en el operativo de registro y
revisión será rigurosamente controlado antes y después del ingreso en
los pabellones. El personal femenino será revisado por personal de su
propio sexo y deberá sujetarse a las disposiciones vigentes. Para la
ejecución del operativo, el personal de seguridad será seleccionado por
el responsable de llevarla acabo tomando en cuenta su carácter,
energía, rectitud y disciplina en proporción a la peligrosidad y número
de internos que alberga el establecimiento penitenciario por intervenir.
En todos los procedimientos de revisión de los ambientes se permitirá,
según el caso, la presencia del interno o su representante. Cuando el
personal participante en los operativos de registro y revisión detecte
artículos prohibidos procederá a decomisarlos y levantará el acta
correspondiente con las autoridades participantes. Debe entregar el
documento al director del establecimiento penitenciario para que se
tómenlas acciones pertinentes de acuerdo a ley e informar
inmediatamente al director regional/o hospitalarias, así como cuando
tengan otras salidas y actividades fuera del penal autorizadas por los
responsables, las cuales son temporales y con obligación de retorno. El
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traslado. Tiene como finalidad custodiar y desplazara los internos de un
establecimiento penitenciario a otro. Estos penales pueden estar
ubicados en la misma región o en diferentes regiones.
“…El traslado se efectuará respetando la dignidad e integridad física y
mental de los internos, así como garantizando su seguridad”.
Reglamento del Código de Ejecución Penal, Art.152º.
5.8. Control de la Seguridad Interna
Artículos autorizados. Vestimenta del visitante
 Sandalias y zapatos sin tacos ni pasadores.
 Medias cortas (mujeres sin panty medias).
 Chompa o casaca simple.
 Mujeres, polo o blusa y falda normal (de 3 a 5 dedos debajo de las
rodillas), y prendas interiores normales (conjunto de dos piezas),
exceptuando el color rojo.
 Varones, camisa y pantalón, sin correa.
 Varones, buzo, short, zapatillas (exceptuando el color rojo).
 Detergente
 Peine de plástico
 Papel Higiénico
 Máquina de afeitar de plástico descartable
 Toallas higiénicas
Frutas
 Plátanos, hasta cinco (05) unidades
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 Manzana, Peras, Naranjas, Melocotón, hasta cuatro (04) unidades.
 Pepinillo, hasta tres (03) unidades
 Limón, hasta medio kilo
Otros
Comida cocida-dieta, y en recipientes de plástico.
 Cuchara, cuchillo y tenedor de plástico descartable
 Cigarrillos con filtro y por unidades
 Gaseosa en bolsas plásticas
 Medicina por prescripción médica
 Moneda nacional hasta un 50% del Sueldo Mínimo Vital
 La correspondencia por la División de Seguridad
5.9. Artículos Prohibidos
a. Prendas de Vestir
 Prendas de cabeza
 No llevar disfraces y pelucas
 Telas y mantos de color Rojo
 Así como prendas u objetos contrarios al régimen de vida del
interno y/o atentatorio a la seguridad del Establecimiento
Penitenciario
b. Bebidas Alcohólicas
 Cerveza de todo tipo (Botellas y Latas)
 Alcohol de todo tipo
 Champagne, Whisky, Ron, Anisado, Coñac, Pisco, Vodka.
 Vinagre.
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 Otras bebidas alcohólicas preparadas y/o derivadas
c. Armas, Municiones y Explosivos
 Armas de fuego, y otros, o fragmentos de ellos.
 Municiones.
 Explosivos en general (pólvora, anfo, combustible, TNT,
fulminantes, mecha lenta y eléctrica, pentrita, y otros).
 Armas punzo cortantes y punzo penetrantes
d. Sustancias Tóxicas, Alucinógenas y Psicotrópicas
 Pasta Básica de Cocaína.
 Clorhidrato de cocaína.
 Marihuana
e. Otros Objetos y Artículos
 Cámaras fotográficas, rollos de películas.
 Teléfono celular y Beeper
 Binoculares
 Máquinas de afeitar eléctricas y metálicas, ni hojas de afeitar.
 Productos enlatados, objetos de vidrio y metálicos.
 Cocina, ollas y utensilios metálicos.
 Medicamentos fármaco dependientes.
 Monedas y billetes falsificados.
 Cigarrillos que no excedan en tres (03) docenas.
 Cigarrillos sin filtro.
 Documentos falsos.
 Portar documentación de terceros.
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 Ingreso subrepticio de artículos controlados.
 Tratar de ingresar al interior del Penal literatura, propaganda,
fotos, mensajes, casetes, y/o objetos subversivos.
5.10. Artículos Controlados
Artículos que ingresan por orden expresa del Director, manteniéndose
un registro y Control especial.













 Radios portátiles pequeños a pilas, televisores para uso
colectivo de determinadas áreas (pasadizo de pabellón), y
equipo VHS con fines educativos.
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5.11. Cartilla del Visitante
 Cumpla los horarios de visita, respete a las personas y el orden de
llegada para el ingreso al Penal.
 Recuerde que sin documentos personales y Carné de Visita no
puede ingresar. No se olvide de traerlos.
 Debe someterse a los registros rutinarios de personas y paquetes,
solicita al ingresar al Penal su ficha de identificación la cual debe
cuidar y conservarla.
 No traer productos prohibidos ó artículos susceptibles de ser
procesados y cuyo acabado constituye una falta.
 No ofrezca dinero por ningún concepto y denuncia a quienes lo
solicite
interno con la suspensión de la visita.
 Usted es un ciudadano con derechos y obligaciones. Cumpla con
las normas de seguridad y denuncia sin temor si es faltado o
maltratado, identifica al infractor.
 Recuerde que en las visitas de menores de edad debes traer su
partida de nacimiento para que puedan ingresar, para ello debe
identificarse y demostrar que es el padre ó madre biológica o tutor.
REFORMA DEL SISTEMA PENITENCIARIO. -
Finalmente, luego de un análisis in extenso, de la presente investigación,
consideramos, que debe enmarcarse un plan de trabajo, que contemple
diferentes ángulos de la problemática penitenciaria con una visión de Estado
al 2021, por ende se necesita en forma urgente una Reforma del Sistema
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Penitenciario, y para ello planteo la realización de acciones concretas para
abordar temas como: 1) Lucha contra la corrupción, 2) reducción del
hacinamiento, 3) seguridad en penales, 4) salud, 5) estudio, 6) mejora del
tratamiento penitenciario, 6) fortalecimiento de la gestión institucional, 7)
participación del sector privado, 8) acciones de prevención,  9) reducción del
delito y, finalmente, 10) el establecimiento de un nuevo modelo de penal
denominado ´Escuela Taller´, donde el trabajo y el estudio encuentren las
condiciones adecuadas para lograr verdaderos cambios en los internos.
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CAPITULO IV
LA APLICACIÓN DE LOS BENEFICIOS PENITENCIARIOS EN EL
CODIGO DE EJECUCION PENAL PERUANO.
1. LOS BENEFICIOS PENITENCIARIOS.-
Según, el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, en su
23º edición, la palabra beneficio aparece (Del lat.beneficĭum). Y, el
terminó penitenciario se refiere a las medidas que, articuladas como
derechos en el marco penitenciario y con el fin de facilitar la reeducación y
la reinserción social del recluso, permiten la reducción de la duración de la
condena o el adelantamiento de la libertad condicional.
Los beneficios penitenciarios son incentivos, estímulos y recompensas, que
de una parte permiten la reducción de la condena, es decir, aminorar el
tiempo de la pena privativa de libertad, que le ha sido fijada al interno en la
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sentencia condenatoria, y de otro lado, mejora las condiciones de
detención del interno.
Este tipo de recompensas son fijadas y concedidas en la actualidad de una
parte por el Instituto Nacional Penitenciario, tal es el caso de (Visita Intima,
Redención de pena por Trabajo y Educación, Permiso de Salida y otros
beneficios penitenciarios,) y, por los Órganos jurisdiccionales en el caso
de (Semilibertad y Liberación Condicional), teniendo en cuenta el
cumplimiento de los requisitos exigidos por el Código de Ejecución Penal
Peruano y el comportamiento, convivencia social, tratamiento penitenciario
y desempeño del interno en el establecimiento Penal. (1) La concesión o
denegación de los beneficios penitenciarios de (Semilibertad y Liberación
Condicional), debe sustentarse en la existencia o no de la confianza en que
el magistrado que una vez puesto en libertad, el interno o interna no
volverá a delinquir.
Ello en correlación, con el Acuerdo Plenario 9/97. Artículo Primero.- "El
Juez para conceder o denegar los beneficios penitenciarios de Semilibertad
o Liberación Condicional, puede sustentar su decisión en todos los
elementos técnico – penitenciarios, en los aportados por el peticionante y
los referidos a las condiciones personales del interno, los que deben ser
objeto de una apreciación lógica - Critica e Integral, en base a los principios
rectores que orientan el sistema y tratamiento penitenciario". Asimismo;
respecto al concepto de beneficios penitenciarios. (2) El Articulo Nº. 165 del
Reglamento del Código de Ejecución Penal Peruano, refiere: "Los
beneficios penitenciarios son estímulos que forman parte del tratamiento
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progresivo y responden a las exigencias de individualización de la pena,
considerando la concurrencia de factores positivos en la evaluación
coadyuvantes a su reeducación y reinserción social.
Small Arana, describe: "Los beneficios penitenciarios son verdaderos
incentivos, concebidos como derechos expectativos del interno, que le
permitirán observar las normas de conducta en el campo penitenciario,
tendientes a lograr menor permanencia en el establecimiento penitenciario
mediante los mecanismos de la redención de la pena por el trabajo y la
educación para luego alcanzar la semilibertad y la libertad condicional,
accediendo paulatinamente a la libertad".
Ello; en relación con el Articulo IX del Título Preliminar del Código Penal
Peruano. Decreto Legislativo Nº. 635. "La pena tiene función preventiva,
protectora y resocializadora. Las medidas de seguridad persiguen fines de
curación, tutela y rehabilitación".
2. ORIGENES DE LOS BENEFICIOS PENITENCIARIOS EN EL PERU
Los orígenes y/o antecedentes de los beneficios penitenciarios en nuestro
Ordenamiento Jurídico, los encontramos en las siguientes normas:
2.1. Decreto Ley Nº 17581 del 15 de Abril de 1969. Si bien, en el Decreto
Ley antes indicado, no se le conoció con la denominación de
beneficios penitenciarios, el nombre que se utilizó es el de: "Unidad
de Normas para la Ejecución de Sentencias Condenatorias". Este
Decreto Ley, expedido en la época republicana, otorgó los siguientes
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incentivos: Redención de pena por el trabajo, la liberación condicional
y el trabajo fuera del Establecimiento Penitenciario durante el día, en
tanto el interno retornaba en la noche y pernoctaba en las
instalaciones, lo que hoy es conocido en el derecho de ejecución de la
pena, como el beneficio penitenciario de Semilibertad. Sin embargo;
cabe resaltar que no se utilizó el término de beneficios penitenciarios.
El Decreto Ley en referencia fue derogado.
2.2. Resolución Ministerial Nº. 334 – 81 JUS del 19 de Marzo de 1982. La
presente norma, utilizó por primera vez el nombre de "Beneficios
Penitenciarios" o "Guía Penitenciaria de Beneficios
Reconocidos" pero considerando, sólo al beneficio penitenciario de la
redención de pena, mientras que los permisos de salida, la
semilibertad, y la libertad condicional fueron regulados en otro
apartado. La Resolución Ministerial en referencia fue derogada.
2.3. Código de Ejecución Penal Peruano de 1985. Decreto Legislativo Nº.
330. Promulgado en el Diario Oficial "El Peruano" el 7 de Marzo de
1985. Los beneficios Penitenciarios se encuentran regulados en Título
II, correspondiente al Régimen Penitenciario. Capítulo IV, Artículos del
42°. al Artículo 59°. A lo mencionado anteriormente, la presente
norma extendió los beneficios penitenciarios a la Visita Íntima y el
Sistema de Recompensas. Asimismo; el Código de Ejecución, utilizó
por primera vez, el término de beneficios penitenciarios.
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2.4. Código de Ejecución Penal - Decreto Legislativo Nº .654.
Promulgado en el Diario Oficial "El Peruano" el 31 de Julio de 1991.
Se encuentra regulado en el Capítulo Cuarto del Título II. Considera
como beneficios penitenciarios los siguientes: Permiso de Salida,
Redención de Pena por el Trabajo y la Educación, Semilibertad,
Liberación Condicional, la Visita Íntima y otros beneficios.
En la presente norma, vigente en nuestro ordenamiento
jurídico, los beneficios penitenciarios de Semilibertad y Liberación
Condicional son otorgados por el órgano jurisdiccional y en el caso de
los beneficios penitenciarios del permiso de salida, la visita íntima y la
redención de trabajo y educación, son concedidos por el Instituto
Nacional Penitenciario, previa evaluación del Órgano Técnico de
Tratamiento, en base a los informes de las Áreas Legal, Social y
Psicológica, y del Consejo Técnico Penitenciario del Establecimiento
penal donde el interno se encuentra cumpliendo condena.
3. NATURALEZA JURIDICA DE LOS BENEFICIOS PENITENCIARIOS.
La esencia de la naturaleza jurídica de los beneficios penitenciarios nos
indica que ésta surge como instituciones jurídicas de refuerzo a la
progresividad del tratamiento resocializador, tendientes a generar en los
internos un estímulo para la adopción de actitudes readaptativas;
permitiendo adicionalmente mejorar las condiciones para el desarrollo de
las interrelaciones dentro de los establecimientos penitenciarios.
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De la misma forma, respecto a la naturaleza jurídica de los beneficios
penitenciarios, el Tribunal Constitucional ha sostenido, que los mismos
pueden ser estimados como derechos subjetivos de los internos,
ciertamente condicionados, porque su aplicación, no procede
automáticamente por el solo hecho de que quien lo solicita se encuentra
privado de su libertad, sino que esta sujetos a presupuestos establecidos
en la norma, los que aun si fueran cumplidos por el sentenciado no
constituyen factor decisivo para su concesión, pues su otorgamiento estará
librado a la evaluación judicial de si el condenado se encuentra apto para
su reincorporación a la sociedad.
Al respecto, hago alusión a las disposiciones emitidas por el Tribunal
Constitucional en distintas sentencias, como: Exp. Nº. 2196- 2002 del 10
septiembre de 2003, la cual reconoce que si bien el Código de Ejecución
Penal Peruano, prevé el cumplimento de ciertos presupuestos formales
para su concesión de un beneficio penitenciario, como indica su naturales
jurídica y a diferencia de los derechos procesales, pueden ser otorgados o
no.
En esta línea; (1) El Tribunal Constitucional de igual modo se pronuncio en
el Sentencia Nº. 1593 - 2003 del 30 de Enero de 2004. Fundamento 17"En
resumen, lo verdaderamente trascendental al momento de resolverse una
solicitud de acogimiento a un determinado beneficio penitenciario, como la
liberación condicional, es la evaluación del Juez, y no la opinión que sobre
este tema tengan las autoridades competentes del Instituto Nacional
Penitenciario, la cual sólo tiene un valor indiciario.
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Y es que, si se admitiera que lo verdaderamente predominante para la
concesión es el informe favorable expedido por el Instituto Nacional
Penitenciario en torno a si se cumplieron los fines de la pena, y se redujera
la labor del Juez a evaluar sólo si se cumplió el plazo que la ley exige como
mínimo para su otorgamiento, entonces, se desvincularía al Juez de la
verificación de una tarea que constitucionalmente le compete".
De igual forma el Tribunal Constitucional en el Expediente Nº. 1181 -
2002. "En efecto, el Juez demandado decidió declarar improcedente el
beneficio penitenciario solicitado por el actor, amparando su decisión en el
criterio de conciencia, por cuanto si bien el Código de Ejecución Penal
prevé el cumplimiento de ciertos presupuestos formales para su concesión,
un beneficio como indica su naturaleza jurídica y a diferencia de los
derechos procesales, puede ser otorgado o no sin que esto suponga un
acto de arbitrariedad; antes bien, la resolución por la que se resuelve esta
petición puede ser impugnada para ser revisada por el órgano superior
jerárquico, tal como ha acontecido en el presente caso en que el actor
ejerció su derecho a la doble instancia".
4. LOS BENEFICIOS PENITENCIARIOS VIGENTES EN EL CODIGO DE
EJECUCION PENAL PERUANO DE 1991.
Los beneficios penitenciarios que son concedidos por el Órgano
Jurisdiccional y el Instituto Nacional Penitenciario son los siguientes:
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 El Permiso de Salida.





El presente trabajo de investigación, versa sobre los alcances normativos
de los beneficios penitenciarios correspondientes a la redención de pena
por el trabajo y la educación, la semilibertad y la liberación condicional, por
ser los beneficios en estadísticas más solicitados por los internos ante el
Consejo Técnico Penitenciario en los diversos establecimientos penales del
Perú.
5. LA APLICACIÓN DE LOS BENEFICIO PENITENCIARIOS EN LA
LEGISLACION INTERNACIONAL LATINOAMERICANA Y EUROPEA
Veamos algunos ejemplos de la aplicación de los beneficios penitenciarios
en Latinoamérica y Europa:
 Argentina.- El Régimen Penitenciario, constará de los períodos de
observación, tratamiento, prueba y de libertad condicional. Durante el
período de Prueba, el interno podrá acceder a salidas del
establecimiento Penal de 12, 24 y 72 horas, estas serán concedidas en
base a su conducta y a su tratamiento favorable, lo que es conocido en
98
nuestro ordenamiento Jurídico Nacional como el Beneficio Penitenciario
de la Semilibertad.
 Bolivia.- "La Ley de Ejecución Penal y Supervisión", establece los
beneficios penitenciarios del permiso de salida, son períodos de prueba
que comprenden salidas prolongadas por un máximo de 15 días y son
concedidas una vez al año. El beneficio penitenciario consiste en
trabajar y estudiar fuera del establecimiento penitenciario y retornar al
final de la jornada, semejante en nuestro ordenamiento Jurídico como el
beneficio penitenciario de la Semilibertad.
 Ecuador.- Encontramos la fase de prelibertad, para ello el interno
necesita haber cumplido mínimo dos quintas (2/5) partes de la sentencia.
Asimismo, deberá justificar un empleo que mantenga su subsistencia.
Otro beneficio penitenciario de aplicación en la "Legislación Penitenciara
Ecuatoriana", es el de la Libertad Controlada, la cual es concedida por el
Director del respectivo Centro de Rehabilitación Social, el interno para
acogerse debe haber cumplido por lo menos las tres quintas (3/5) partes
de la condena impuesta.
 Colombia.- La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario, podrá
conceder permisos hasta de 72 horas para egresar del establecimiento
Penal siempre y cuando tengan un tiempo de reclusión equiparable a la
tercera (1/3) parte de la condena. Al igual que nuestro ordenamiento
Jurídico Nacional en Colombia se aplica el beneficio penitenciario de la
Liberación Condicional.
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 Costa Rica.- Se establece el beneficio de cambio de modalidades de
custodia, la ubicación en comunidad, el beneficio del descuento de
sentencia por trabajo directo, el derecho de gracia e indulto se encuentra
regulado en el Código Penal. A diferencia de nuestro ordenamiento
Jurídico Nacional donde las gracias presidenciales son normas emitidas
por el Ministerio de Justicia. De la misma forma, también se otorgan los
beneficios penitenciarios de liberación condicional y el de descuento de
sentencia por días laborables o el dos por uno (2x1), al igual que en
nuestro ordenamiento Jurídico nacional es de aplicación de la redención
de pena por trabajo o estudio.
 El Salvador.- Los beneficios penitenciarios como la suspensión
extraordinaria de la ejecución de la pena, libertad condicional y la
libertad condicional anticipada, son rechazados o concedidos por el Juez
de Vigilancia Penitenciaria y de Ejecución de la Pena. Este regulado en
el artículo 84º y 85º del Código Penal.
 España.- Son beneficios penitenciarios, la institución a extinguir de la
redención de penas por el Trabajo Nota º (Articulo Nº 100 del Código
Penal de 1973). La Redención de Pena, permitía, en su modalidad
ordinaria, redimir un día por cada dos días de trabajo. Vino a derogarse
con el Código Penal de 1995).
El indulto particular (Articulo Nº 206 "Reglamento Penitenciario") y el
Adelantamiento de la Libertad Condicional (Artículos Nº 91 "Código
Penal" y Nº 205 del "Reglamento Penitenciario") en sus dos
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modalidades: Ordinaria y Cualificada para acogerse a este beneficio los
internos tienen que haber cumplido mínimo los dos tercios (2/3) de la
condena. También, es aplicable el beneficio penitenciario del permiso de
salida, el cual tiene las modalidades de ordinarias y extraordinarias.
 Portugal.- Son beneficios penitenciarios las concesiones de permiso de
salida establecidas en la "Ley de Execucao de Meidas Privativad de
Libertade", en las modalidades de corta y prolongada duración. Las
primeras concedidas por el Director del Establecimiento Penitenciario,
por un plazo de 48 horas y las segundas concedidas por el "Tribunal de
Execucao de Penas" con una duración de ocho (08) días.
 Guatemala.- La redención de pena se encuentra regulada por la "Ley de
Régimen Penitenciario". Existe la modalidad de redención de pena del
dos por uno (2x1), por trabajo o educación al igual que en nuestro
Ordenamiento Jurídico Nacional. También existen los permisos de salida
autorizada por el Juez de vigilancia. Y, por último; indicar que la libertad
condicional que se encuentra regulada en el Artículo Nº.78 del Código
Penal y el cual se tramita ante el Juez de Juzgado de Ejecución.
 Honduras.- La Dirección del establecimiento Penal, previo al informe
favorable que levantara el personal psicopedagógico, podrá autorizar la
salida de los reclusos en algunos casos.
Asimismo; el Tribunal de Primera Instancia que sentencio, podrá conceder
el beneficio penitenciario de la liberación Condicional al reo que haya
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cumplido la mitad (1/2) de la condena de igual forma que en nuestro
ordenamiento Jurídico. La diferencia radica en que la legislación
Penitenciaria de Honduras se utiliza en los casos de condena o reclusión
que excedan de 03 años y no pasen de 12 años o que haya infringido las
3/4 partes de la pena y esta exceda de 12 años concurriendo
características expresamente señaladas en su legislación.
Respecto a la aplicación de los beneficios penitenciario en Latinoamérica
me podría referir a otros casos, como los de Panamá, que aplica los
beneficios penitenciarios mediante permisos de salida y liberación
condicional. En México se aplica el tratamiento preliberacional, la libertad
probatoria y la remisión parcial de la Pena.
El tratamiento Jurídico Internacional de los beneficios penitenciarios que se
aplican en países Latinoamericanos y Europeos como España y Portugal,
sujetan como característica común, que los beneficios penitenciarios son el
acortamiento de la condena impuesta al interno en base al comportamiento
en su tratamiento penitenciario, a fin de conseguir resultados efectivos de
su conducta y que el interno una vez que egrese del establecimiento
penitenciario, no vuelva a cometer un delito doloso.
De otro lado, las autoridades penitenciarias y los órganos jurisdiccionales
son los encargados de conceder los beneficios penitenciarios. Sin
embargo; cada país contiene sus propias características y requisitos, pero




Respecto al beneficio penitenciario de semilibertad, ella es solicitada para
que el interno egrese del Establecimiento Penitenciario con fines de estudio
o trabajo como medio de rehabilitación, resocialización y posteriormente;
en la noche retorne al establecimiento penitenciario o una casa de
semilibertad, ello sujeto a control de la entidad penitenciaria y del
representante del Ministerio Publico. Los orígenes del beneficio
penitenciario de Semilibertad, provienen de diversas normas legales como
la Ley Nº. 10129 de 1945, que aludía a la libertad progresiva y del Decreto
Ley Nº. 17581. (Normas que se encuentran derogadas a la presente
fecha).
Hacemos referencia que en la actualidad, el Beneficio Penitenciario de
Semilibertad se encuentra regulado en los Artículos 48º. Al 52º. Del Código
de Ejecución Penal, y en los Artículos 183º. Y 184º. Del Reglamento del
Código de Ejecución Penal.
Respecto al beneficio penitenciario de semilibertad, el Tribunal
Constitucional se ha pronunciado en una variedad de sentencias EXP. Nº.
1161-2006-PHC/TC. "El beneficio penitenciario de semilibertad, el cual
permite al Penado egresar del establecimiento penitenciario antes de haber
cumplido la totalidad de la pena privativa de libertad impuesta, se concede
atendiendo al cumplimiento de los requisitos legales exigidos y a la
evaluación previa que realice el Juez respecto al interno, estimación que
eventualmente le permita suponer que la pena ha cumplido su efecto
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resocializador dando muestras razonables de la rehabilitación del penado y
por tanto, que le corresponda su reincorporación a la sociedad."
De la misma forma, en referencia al beneficio penitenciario de semilibertad,
el Tribunal Constitucional se ha manifestado en la sentencia. Nº 6194-
2007-PHC/TC. "…. De este modo tienen cobertura dentro de nuestro
ordenamiento de beneficios penitenciarios tales como el de semilibertad, el
cual permite al penado egresar del establecimiento penitenciario antes de
haber cumplido la totalidad de la pena privativa de libertad impuesta, en
caso de que la pena haya cumplido su efecto resocializador.
En atención a ello, el artículo 50º. del Código de Ejecución Penal, precisa
que "El beneficio será concedido en los casos en que la naturaleza del
delito cometido, la personalidad del agente y su conducta dentro del
establecimiento, permitan suponer que no cometerá nuevo delito. De
producirse este hecho, el mismo cuerpo normativo ha establecido en su
artículo 52°. Que "La semilibertad se revoca si el beneficiado comete un
nuevo delito doloso o incumple las reglas de conducta establecidas en el
artículo 58°. del Código Penal, en cuanto sean aplicables".
7. MODALIDADES DE APLICACIÓN DEL BENEFICIO PENTIENCIARIO DE
SEMILIBERTAD.
7.1. SEMILIBERTAD ORDINARIA
El interno que desee acogerse a este beneficio penitenciario, tiene
que haber cumplido el tercio de la pena (1/3) de reclusión efectiva
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exigido por ley, entre los delitos a los que les corresponde la
semilibertad ordinaria. Tenemos:
 Delitos de Peligro Común.- Articulo Nº 279 (Tenencia Ilegal de
Armas).
 Delitos Contra el Patrimonio.- Artículo Nº 185 (Hurto
Simple), Articulo Nº 186 (Hurto Agravado), Artículo Nº
188 (Robo), Artículo Nº 189 (Robo Agravado), Artículo Nº
194 (Receptación), Artículo Nº 196 (Estafa), etc.
 Delitos Contra la Vida el Cuerpo y la Salud.- Artículo Nº
106(Homicidio Simple), Artículo Nº 107 (Parricidio), Artículo Nº
108(Homicidio Calificado)
 Delitos Contra la Salud Pública.- Artículo Nº 296 (Promoción o
favorecimiento al TID), Artículo Nº. 298 (Micro comercialización o
micro producción de Drogas), Artículo Nº. 300 (Prescripción
Indebida de medicamentos que contenga drogas toxico,
estupefaciente o psicotrópica).
7.2. SEMILIBERTAD EXTRAORDINARIA
El interno que desee acogerse a este beneficio penitenciario, tiene que
haber cumplido las dos terceras partes (2/3) de la pena efectiva exigido
por ley, entre los delitos a los que les corresponde. Tenemos:
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Delitos Contra la Administración Pública:
A) Concusión en todas sus modalidades: Articulo Nº. 2 literal a) Ley
27770.
Artículo Nº. 382 (Concusión), Artículo Nº. 383 (Cobro
Indebido), Artículo Nº. 384 (Colusión), Artículo Nº. 385 (Patrocinio
Ilegal), Artículo Nº. 386 (Responsabilidad de peritos, árbitros y
contadores particulares).
B) Peculado en todas sus modalidades, excepto en la forma culposa:
Artículo Nº. 2, literal b) Ley Nº. 27770. Artículo Nº.
387 (Peculado), Artículo Nº. 388 (Peculado de uso), Artículo Nº.
389(Malversación), Artículo Nº. 390 (Retardo Injustificado de
pago), Articulo Nº. 391 (Rehusamiento de entrega de bienes
depositados o puestos en custodia), Artículo Nº. 392 (Extensión de
punibilidad).
C) Corrupción de Funcionarios en todas sus modalidades, incluidas
por particulares:
Artículo Nº. 2, literal c) Ley 27770, concordancia. Artículo Nº. 1 Ley
28355. Artículo Nº. 393 (Cohecho propio pasivo), Artículo Nº.
394 (Cohecho pasivo impropio), Artículo Nº. 395 (Cohecho pasivo
especifico), Artículo Nº. 396 (Corrupción pasiva de auxiliares
jurisdiccionales), Artículo Nº 397 (Cohecho pasivo genérico),
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Artículo Nº. 398 (Cohecho pasivo especifico), Artículo Nº.
399(Negociación Incompatible o aprovechamiento indebido del
cargo), Artículo Nº. 400 (Tráfico de influencias), Artículo Nº.
401(Enriquecimiento Ilícito), Artículo Nº. 317 (Asociación Ilícita para
delinquir).
º Nota.- Los delitos enmarcados en el Titulo XIV del Código Penal.
"Delitos contra la Humanidad", Capítulo I."Genocidio", Capítulo II.
"Desaparición Forzada", Capítulo III."Tortura", Capítulo IV.
"Discriminación". No gozan beneficios penitenciarios de
semilibertad, liberación condicional, ni redención de pena por
trabajo o educación en ninguna modalidad.
7.3. REQUISITOS PARA SOLICITAR EL BENEFICIO PENITENCIARIO
DE SEMILIBERTAD:
Una vez, el interno posea el tiempo necesario para solicitar el beneficio
penitenciario de semilibertad, deberá presentar ante el Consejo
Técnico Penitenciario del Establecimiento Penal, los siguientes
documentos:
 Copia Certificada de la Sentencia expedida por el Órgano
Jurisdiccional (La sentencia tiene que estar registrada en el Registro
Nacional de Condenas y en el Instituto Nacional Penitenciario).
 Solicitud dirigida el Presidente del Consejo Técnico Penitenciario del
Establecimiento Penal.
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 Declaración de Compromiso de Pago de la Reparación Civil (Solo si,
no ha cancelado la totalidad de la suma impuesta por el órgano
jurisdiccional como reparación civil en la sentencia condenatoria).
 Declaración de Compromiso de Pago de los días – Multa (Solo si, la
sentencia lo fija y si no se ha cancelado con la totalidad de la suma
impuesta por el Órgano Jurisdiccional). Ello solo se refiere a algunos
delitos como ejemplo el de Tráfico Ilícito de Drogas.
 Certificado domiciliario vigente, el cual acreditará el domicilio o el
lugar de alojamiento. (Expedido por la Municipalidad Distrital o
Notaria). El interno para solicitar este documento tiene que requerir
la "Constancia de Reclusión" ante el Área del Registro del
Establecimiento Penal donde se encuentra recluido.
 Depósito Judicial por concepto de pago de la reparación civil y días
multa.
 Pago de las tasas correspondientes según el TUPA del Instituto
Nacional Penitenciario.
Nota. En el caso, que se presente el beneficio penitenciario y el interno
haya Refundido sus Condenas, se debe anexar las sentencias
certificadas y la resolución de refundición debidamente registrada ante
el Instituto Nacional Penitenciario y el Registro Nacional de Condenas a
la solicitud.
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7.4. TRÁMITE ADMINISTRATIVO ANTE EL INSTITUTO NACIONAL
PENITENCIARIO:
Una vez, se presentan los documentos indicados líneas arriba y luego
de sufragar las tasas correspondientes. El Consejo Técnico
Penitenciario del Establecimiento Penal, organizará el expediente
administrativo del beneficio penitenciario de semilibertad, para lo cual
solicitará los informes del Área Legal, Psicológica, Social,
Trabajo (CETPRO-Centro de Educación Técnico Productiva) y
Estudio (CEBA- Centro de Educación Básica Alternativa) del Interno.
Asimismo, elaborará el Certificado de Conducta a fin de verificar si el
interno posee alguna sanción disciplinaria y solicitará los Antecedentes
Judiciales y Penales del Interno (Hoja Penológica) a la Dirección
Regional de Instituto Nacional Penitenciario, Del mismo modo;
solicitara el certificado a fin de verificar si el interno tiene algún proceso
con mandato de detención.
Con todos los documentos antes expuestos, El consejo Técnico
Penitenciario, el cual estará conformado por; El Director del
Establecimiento Penal, Administrador, El jefe de Seguridad y El jefe del
Órgano Técnico de Tratamiento, suscribirán el acta evaluativa
correspondiente y posteriormente; el expediente es remitido al Órgano
Jurisdiccional. Debemos señalar, que el plazo para organizar el
expediente administrativo de semilibertad es de 10 días, sin embargo;
es de conocimiento, que en los establecimientos penales del Perú, este
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plazo no se cumple y en promedio es de dos a tres meses, el retraso
en organizar el expediente lesionando al interno.
7.5. TRÁMITE PROCESAL ANTE EL ÓRGANO JURISDICCIONAL:
Respecto, al trámite procesal del beneficio penitenciario de
semilibertad, este se encuentra descrito en el Articulo Nº 49 del Código
de Ejecución Penal,  refiere “El consejo técnico penitenciario de oficio o
a pedido del interesado,  en el plazo de diez días organiza el
expediente de semi libertad, que debe constar con los siguientes
documentos: 1.- copia certificada de la sentencia, con la constancia de
haber quedado consentida y/o ejecutoriada.- 2.- Certificado de
conducta.- 3.- Certificado de no tener proceso pendiente con mandato
de detención a nivel nacional. 4.- Certificado de cómputo laboral o
estudios efectivos. 5.- Informe detallado sobre el grado de readaptación
del interno.  6.- Certificado notarial que acredite su lugar de
alojamiento.
Una vez formado el  cuaderno,  el señor Juez, remite el expediente al
Ministerio Publico a fin de que se emita el dictamen respectivo,
pronunciándose sobre su procedencia o denegatoria, el juzgado señala
fecha y ora para la audiencia de ley, en la que concurren, tanto el
sentenciado, su abogado, el señor fiscal, los miembros del consejo
técnico, donde existe un debate, luego de ellos e pronuncia por la
procedencia o improcedencia de la pretensión del beneficio de sema
libertad. Contra la Resolución procede el Medio Impugnatorio del
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Recurso de Apelación en el plazo de 3 días, lo cual lo resolverá la Sala
Penal Superior de la Jurisdicción.
7.6. REVOCATORIA DEL BENEFICIO PENITENCIARIO DE
SEMILIBERTAD.
Respecto a la revocatoria de la semilibertad, resaltare los siguientes
alcances:
El Juez penal revoca la semilibertad mediante tres formas: De
oficio, a solicitud del Instituto Nacional Penitenciario o del Ministerio
Publico.
Ello, se produce, cuando el interno una vez que egresa del
establecimiento penitenciario comete un nuevo delito doloso o incumple
las reglas de conducta emitidas por el Juez en la audiencia del
beneficio penitenciario, en ambos casos ello, obliga al interno a cumplir
el tiempo que le queda de condena y no puede ostentar de nuevo el
beneficio penitenciario de semilibertad, por lo que, tendrá que cumplir
con el tiempo que le queda de condena y presentar el beneficio
penitenciario de liberación condicional.
Ejemplos de la Aplicación del Beneficio Penitenciario de Semilibertad:
 Ejemplo A.- Cristian Calderón, es sentenciado a 12 años de pena
privativa de la libertad por la comisión del delito Contra el Patrimonio
en la modalidad de Hurto Agravado. La semilibertad se aplica la
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tercio de la Condena (1/3) para este delito es decir a los 04
años. Sin embargo; si Cristian estudio secundaria los primeros 02
años de su internamiento en el Establecimiento Penal ha logrado la
redención de pena por estudio y en el caso del Delito Contra el
Patrimonio, la redención de pena por estudio es de 2 por 1 es decir
ha alcanzado redimir 01 año, ello sumados mas los 03 años de
reclusión tendrá 04 años de carcelería por lo que se encontraría aptó
para solicitar el beneficio penitenciario ante el Consejo Técnico
Penitenciario
 Ejemplo B.- Roger Ganoza, es sentenciado a 18 años de pena
privativa de la libertad por la comisión del delito Contra la Vida el
Cuerpo y la Salud - Asesinato. La semilibertad se aplica la tercio de
la Condena (1/3) para este delito, es decir a los 06 años. Sin
embargo; si Roger trabajó los primeros 04 años de su internamiento
en el Establecimiento Penal, ha logrado la redención de pena por
estudio y en el caso del Delito Contra el Patrimonio, la redención de
pena por estudio es de 2 por 1, es decir ha logrado redimir 02
año, ello sumados más los 04 años de reclusión tendrá 06 años de
carcelería por lo que se encontraría apto para solicitar el beneficio
penitenciario ante el Consejo Técnico Penitenciario.
 Ejemplo C.- Enrique Zamudio, es sentenciado a 18 años de pena
privativa de la libertad por la comisión del delito Contra la
Administración Pública Cohecho. La semilibertad por ser en la
modalidad extraordinaria a diferencia de los ejemplos anteriores, se
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aplica los dos tercios de la Condena (2/3) para este delito es decir se
puede acoger al beneficios a los 12 años de condena. Sin embargo;
si Roger trabajó desde que ingresó al penal y tiene 10 años de
reclusión efectiva, ha logrado la redención de pena por estudio y en
el caso del delito de cohecho, la redención de pena por estudio es
de 5 por 1, es decir ha conseguido redimir 02 años, ello sumados
más los 10 años de reclusión efectiva tendrá 12 años de carcelería,
por lo que se encontraría apto para solicitar el beneficio penitenciario
ante el Consejo Técnico Penitenciario. Este es un ejemplo de la
aplicación del beneficio penitenciario de la semilibertad especial.
8. LIBERACION CONDICIONAL
El presente beneficio penitenciario es otorgado por el órgano jurisdiccional
siempre y cuando el interno haya cumplido la mitad de la condena (1/2) o
en los casos especiales las tres cuartas partes (3/4) de reclusión en el
establecimiento penitenciario.
Asimismo; cuando se solicita el beneficio penitenciario de liberación
condicional el interno no debe contar con mandato de detención. Y; por
último el condenado egresa del establecimiento penal del Callao bajo
reglas de conducta impuestas en la Audiencia de Beneficio
Penitenciario. (15) Al igual que Meine Iván, quien nos describe que el
Tribunal Constitucional se ha pronunciado respecto a los beneficios
penitenciarios, en el sentido que los informes emitidos por el Instituto
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Nacional Penitenciario, no son definitivos para conceder el beneficio
penitenciario.
Lo importante y trascendental en la concesión del beneficio
penitenciario radica en la valoración y evaluación que hará el órgano
jurisdiccional y no del resultado emitido por la instancia administrativa
mediante el informe social, psicológico, legal, certificado de conducta,
antecedentes penales, etc.
Sin embargo, el Juez toma la última providencia en base a diversos
factores, como el tiempo de prisión efectiva y el tratamiento penitenciario
que ha mantenido el interno en el establecimiento penal, su
comportamiento ante la autoridad penitenciaria, si se le ha fijado algún tipo
de sanción disciplinaria de esta manera, el Juez determinará la concesión o
no de la liberación condicional.
Del mismo modo, el Tribunal Constitucional se ha pronunciado al
respecto en la sentencia Nº. 06384-2008-PHC/TC en su fundamento 4.
8.1. MODALIDADES DE APLICACIÓN DEL BENEFICIO
PENTIENCIARIO DE LIBERACION CONDICIONAL
a) LIBERACION CONDICIONAL ORDINARIA.
El interno que desee acogerse a este beneficio penitenciario, tiene
que haber cumplido la mitad de la pena (1/2) de reclusión exigido por
ley, entre los delitos a los que les corresponde la Liberación
Condicional. Ejemplos:
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 Delitos Contra el Patrimonio.- Artículo Nº 185 (Hurto
Simple), Articulo Nº 186 (Hurto Agravado), Artículo Nº
188 (Robo), Artículo Nº 189 (Robo Agravado), Artículo Nº
194 (Receptación), Artículo Nº 196 (Estafa), etc.
 Delitos de Peligro Común.- Artículo Nº. 279 (Tenencia Ilegal de
Armas).
 Delitos Contra la Vida el Cuerpo y la Salud.- Artículo Nº.
106 (Homicidio Simple), Artículo Nº .107 (Parricidio), Artículo Nº.
108(Homicidio Calificado)
 Delitos Contra la Salud Pública.- Artículo Nº. 296 (Promoción o
favorecimiento al TID), Artículo Nº. 298 (Micro comercialización o
micro producción de Drogas), Artículo Nº. 300 (Prescripción
Indebida de medicamentos que contenga drogas toxico,
estupefaciente o psicotrópica).
b) LIBERACION CONDICIONAL EXTRAORDINARIA
EL interno que desee acogerse a este beneficio penitenciario, tiene
que cumplir las tres cuartas partes (3/4) de la pena exigido por ley,
entre los delitos a los que les corresponde. Ejemplos:
1.- Delitos Contra la Libertad: Articulo Nº. 152 (Secuestro).
2.- Delitos Contra el Patrimonio: Articulo Nº 200 (Extorsión Agravada).
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3.- Delitos Contra la Administración Pública:
A) Concusión en todas sus modalidades: Articulo Nº. 2 literal a) Ley
27770.
 Artículo Nº. 382 (Concusión),Artículo Nº. 383 (Cobro
Indebido), Artículo Nº. 384 (Colusión), Artículo Nº. 385 (Patrocinio
Ilegal), Artículo Nº. 386 (Responsabilidad de peritos, árbitros y
contadores particulares).
B) Peculado en todas sus modalidades, excepto en la forma culposa:
Artículo Nº. 2, literal b) Ley Nº. 27770.
 Artículo Nº. 387 (Peculado), Articulo Nº. 388 (Peculado de
uso), Articulo Nº. 389 (Malversación), Artículo Nº. 390 (Retardo
Injustificado de pago), Artículo Nº. 391 (Rehusamiento de entrega
de bienes depositados o puestos en custodia), Artículo Nº.
392(Extensión de punibilidad).
C) Corrupción de Funcionarios en todas sus modalidades, incluidas
por particulares:
 Articulo Nº 2, literal c) Ley 27770, concordancia con Articulo Nº 1
Ley 28355.
 Artículo Nº. 393 (Cohecho propio pasivo), Artículo Nº.
394 (Cohecho pasivo impropio), Artículo Nº. 395 (Cohecho pasivo
especifico), Artículo Nº. 396 (Corrupción pasiva de auxiliares
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jurisdiccionales), Artículo Nº. 397 (Cohecho pasivo genérico),
Artículo Nº. 398(Cohecho pasivo especifico), Artículo Nº.
399 (Negociación Incompatible o aprovechamiento indebido del
cargo), Artículo Nº. 400(Tráfico de influencias), Artículo Nº.
401 (Enriquecimiento Ilícito), Artículo Nº. 317 (Asociación Ilícita
para delinquir).
8.2. REQUISITOS PARA SOLICITAR AL BENEFICIO PENITENCIARIO
DE LIBERACION CONDICIONAL:
Una vez, el interno tenga el tiempo necesario para solicitar el
beneficio penitenciario de la Liberación Condicional ante Consejo
Técnico Penitenciario del Establecimiento Penal, deberá presentar los
siguientes documentos:
 Copia Certificada de la Sentencia expedida por el Órgano
Jurisdiccional (La sentencia tiene que estar registrada en el
Registro Nacional de Condenas y en el Instituto Nacional
Penitenciario).
 Solicitud dirigida el Presidente del Consejo Técnico Penitenciario
del Establecimiento Penal.
 Declaración de Compromiso de Pago de la Reparación Civil (Solo
si, no ha cancelado la totalidad de la suma impuesta por el órgano
jurisdiccional como reparación civil en la sentencia condenatoria).
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 Declaración de Compromiso de Pago de los días – Multa (Solo si,
la sentencia lo fija y si no se ha cancelado con la totalidad de la
suma impuesta por el Órgano Jurisdiccional)
 Depósito Judicial por concepto de pago de la reparación civil y días
multa.
8.3. TRÁMITE ADMINISTRATIVO DE LA LIBERACIÓN CONDICIONAL
ANTE EL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO:
Una vez que se presentan los documentos indicados líneas arriba y
luego de sufragar las tasas correspondientes. El Consejo Técnico
Penitenciario del Establecimiento Penal, organizará el expediente
administrativo del beneficio penitenciario de Liberación Condicional,
para lo cuál, solicitara los informes del Área Legal, Psicológica, Social,
Trabajo (CETPRO-Centro de Educación Técnico Productiva) y
Estudio (CEBA- Centro de Educación Básica Alternativa) del Interno.
Asimismo, elaborará el Certificado de Conducta a fin de verificar
si el interno posee alguna sanción disciplinaria y solicitará, los
Antecedentes Penales del Interno (Hoja Penológica) a la Dirección
Regional de Instituto Nacional Penitenciario. Asimismo, solicita el
certificado conteniendo información respecto si el interno tiene algún
proceso con mandato de detención.
Con todos los documentos expuestos, El consejo Técnico
Penitenciario, el cual estará conformado por; el Director del
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Establecimiento Penal, Administrador, Jefe de Seguridad y el Jefe del
Órgano Técnico de Tratamiento, suscribirán el acta evaluativa
correspondiente y posteriormente, el expediente es remitido al Órgano
Jurisdiccional.
Debemos señalar que el plazo para organizar el expediente
administrativo de Liberación Condicional es de 10 días, sin embargo;
es de conocimiento que en los establecimientos penales del Perú,
este plazo no se cumple y en promedio de dos a tres meses, es el
retraso del Instituto Nacional Penitenciario en organizar el expediente.
8.4. TRÁMITE PROCESAL JUDICIAL ANTE EL ORGANO
JURISDICCIONAL:
Respecto, al trámite procesal del beneficio penitenciario de Liberación
Condicional, este se encuentra descrito en el Artículo Nº. 54 del
Código de Ejecución Penal, Sin embargo, es de mencionar que
ingresado el beneficio penitenciario de Liberación Condicional ante el
órgano Jurisdiccional, en la práctica se solicitan los antecedentes
penales, para posteriormente, remitirlo al expediente en el Ministerio
Publico a fin de que se emita el dictamen respectivo,  previa audiencia
se determina si procede o no su petición. Contra la Resolución
procede el Recurso de Apelación en el plazo de 3 días, lo cual lo
resolverá la Sala Penal Superior de la Jurisdicción.
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8.5. REVOCATORIA DEL BENEFICIO PENITENCIARIO DE
LIBERACIÓN CONDICIONAL.
Respecto a la revocatoria de la Liberación Condicional, resaltare los
siguientes alcances:
El Juez penal revoca la liberación condicional mediante tres
formas: De oficio, a solicitud del Instituto Nacional Penitenciario o del
Ministerio Publico. Ello se origina, cuando el interno una vez que
egresa del establecimiento penitenciario comete un nuevo delito
doloso o incumple las reglas de conducta emitidas por el Juez en la
audiencia de beneficios penitenciarios, en el primer caso, obliga al
interno a cumplir el tiempo que le queda de condena, desde que se le
concedió el beneficio anterior y a ostentar de nuevo la solicitud del
beneficio penitenciario de liberación condicional, y en el segundo
caso, cumplir el tiempo pendiente de las impuesta.
Ejemplos de la Aplicación del Beneficio Penitenciario de Liberación
Condicional:
 Ejemplo A.- Rosario Navarro, es sentenciada a 18 años de pena
privativa de la libertad por la comisión del delito Contra la Vida el
Cuerpo y la Salud – Parricidio. La liberación Condicional se aplica a
la mitad de la Condena (1/2) para este delito es decir a los 09
años. Sin embargo, si Rosario estudio peluquería los primeros 06
años de su internamiento en el Establecimiento Penal, ha logrado
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la redención de pena por estudio y en el caso del Delito de
Parricidio, la redención de pena es de 2 por 1 es decir ha logrado
redimir 03 años, ello sumados mas los 06 años de reclusión tendrá
09 años de carcelería por lo que, se encontraría apta para solicitar
el beneficio penitenciario ante el Consejo Técnico Penitenciario del
Establecimiento Penal. Ello, corresponde a al beneficio
penitenciario de la Liberación condicional en la modalidad ordinaria.
 Ejemplo B.- Paúl Valverde, es sentenciado a 24 años de pena
privativa de la libertad, por la comisión del delito Contra la Libertad
Personal – Secuestro. La liberación condicional se aplica al haber
cumplido las tres cuartas partes de la Condena (3/4) para este
delito es decir a los 18 años. Sin embargo, si Paúl Valverde trabajó
en talleres 15 años de su internamiento en el Establecimiento
Penal, ha logrado la redención de pena por estudio y en el caso del
Delito de Parricidio, la redención de pena es de 5 por 1 es decir ha
logrado redimir 03 años, ello sumados más los 15 años de
reclusión tendrá 18 años de carcelería, por lo que se encontraría
apta para solicitar el beneficio penitenciario ante el Consejo
Técnico Penitenciario del Establecimiento Penal. Este hecho
corresponderá a la liberación Condicional en la modalidad especial.
Nota Importante: "Si el Interno, no cumple con los requisitos
exigidos por el Código de Ejecución Penal a fin solicitar los
beneficios penitenciarios de Semilibertad o Liberación Condicional.
En base al derecho de petición que tiene cada interno, puede
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requerirlo ante el Consejo Técnico Penitenciario del
Establecimiento Penal previo informe del Área Legal del
Establecimiento Penal. La Administración Penitenciaria está en la
obligación de remitir el expediente administrativo del beneficio
penitenciario ante el Órgano Jurisdiccional quien resolverá en
Audiencia.
De otro lado, en el caso, que el interno sea favorecido con el
derecho de Gracia Presidencial de Conmutación de Pena suscrito
por el Jefe de Estado, el interno deberá adjuntar la resolución
expedida por el Ministerio de Justicia y emitido en el Diario Oficial
"El Peruano" a la solicitud del beneficio penitenciario. Asimismo;
deberá verificar el cómputo de reclusión respectivo, a fin de solicitar
el beneficio penitenciario que le corresponde: Semilibertad o
liberación condicional. En algunos casos la libertad por pena
cumplida".
9. REDENCION DE PENA POR TRABAJO Y EDUCACION
9.1. TRABAJO PENITENCIARIO
El trabajo es un derecho y un deber del interno tal como lo indica
el Artículo 65 del Código de Ejecución Penal y los artículos Nº.104 al
116 del Reglamento de Ejecución Penal.
Para los que tienen la calidad de sentenciados, el trabajo es
obligatorio, aunque no debe detener carácter aflictivo, atentar contra
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su dignidad, ni ser aplicado como una sanción disciplinaria. Para el
interno procesado, el trabajo constituye una actividad voluntaria, por
la situación procesal en la que se encuentra. El trabajo penitenciario
es una de las herramientas básicas para el tratamiento penitenciario,
por ello, la administración penitenciaria tiene la obligación de
promover su desarrollo con la participación de la sociedad.
En la mayoría de penales la administración penitenciaria ha
instalado talleres de diversas especialidades, aunque la demanda
supera largamente la disponibilidad y la infraestructura de los
establecimientos penales. Por ello, la actividad laboral en los
establecimientos penitenciarios es básicamente realizada por cuenta
del interno, quien se provee de materia prima y se ocupa de la
comercialización de los productos a través de sus familiares o agentes
pastorales. La regulación, planificación, organización del trabajo en
los establecimientos penales le corresponde al Instituto Nacional
Penitenciario. Ello es considerado como reforzamiento de la conducta
para el tratamiento penitenciario del interno.
En el 2005; 19,592 internos desarrollaban alguna actividad
laboral, de los cuales sólo el 19% aportaba la suma de S/. 26.00
aproximadamente cada mes, por concepto de retención laboral, lo
que les permitía acreditar la redención de pena por trabajo. El 2%
correspondía a trabajadores ad honoren, y el 79 % a internos que
registraron su actividad laboral sólo para fines administrativos. El
tratamiento Jurídico Internacional para la aplicación de los beneficios
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penitenciarios lo encontramos en distintas normas doctrinales como
las (20) Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos
Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en
Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en
sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de
13 de mayo de 1977 en su artículo 71 y siguientes.
En el Perú, debería estar reglamentado el trabajo en los
penales, tal como, si lo está en algunos estados, como en México en
el "Reglamento del Régimen de Trabajo para los reclusos de la
penitenciaria del estado de Baja California".
El INPE – PUNO, mediante la implementación del Plan
Regional de Tratamiento Integral Penitenciario y el Plan de Acción de
la Política Penitenciaria  en el establecimiento penal del Ex Capilla,
implementó varios tipos de talleres para la población penitenciaria,
como son: Yute, madera, tejido, panadería, electricidad, artesanía,
manualidades, esto profundiza el sistema progresivo del tratamiento
penitenciario del interno y contribuye a su rehabilitación, quien contará
con los conocimientos de un oficio y una vez egrese del
establecimiento penitenciario podrá aplicarlos Al interior del
establecimiento Penal el interno desarrollara su creatividad.
Asimismo, obtiene ingresos económicos por la venta de los
productos en distintas actividades de promoción y venta de los
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productos y por último; el trabajo penitenciario como beneficio
penitenciario se calcula a la redención de pena del interno según la
modalidad en el delito que ha cometido
9.2. LA EDUCACIÓN PENITENCIARIA
La Educación Penitenciaria tiene por finalidad la formación profesional
y la capacitación ocupacional del privado de libertad. Los programas
que se ejecutan dentro de un establecimiento penal están sujetos a la
legislación vigente en materia de educación.
El interno analfabeto está obligado a participar en los
programas de alfabetización y educación primaria para adultos, así
como el interno que no tenga profesión u oficio, tiene también la
obligación del aprendizaje técnico de acuerdo a sus aptitudes,
intereses y vocación. Los estudios pueden ser presenciales o por
correspondencia, para lo cual, la administración del penal deberá
brindar las facilidades correspondientes.
Al concluir los ciclos de enseñanza y capacitación, según el
programa curricular, los internos recibirán el certificado que
corresponda, con la sola mención de la Unidad de Servicios
Educativos de la jurisdicción, prescindiéndose de toda referencia al
establecimiento penitenciario. En cada establecimiento penitenciario,
el responsable de educación promoverá el funcionamiento de una o
más bibliotecas con el aporte de instituciones públicas, privadas y de
los mismos internos.
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En el ordenamiento jurídico internacional existen diversas
normas que regulan la educación de los reclusos entre ellas tenemos:
La Declaración Universal de los Derechos Humanos, El Pacto
Internacional de Derecho Civiles y Políticos, La Carta Africana de los
Derechos del Hombre y de los Pueblos, la Convención contra la
Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y
las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos, de las Naciones
Unidas que nos refiere en la. Instrucción77. 1) "Se tomarán
disposiciones para mejorar la instrucción de todos los reclusos
capaces de aprovecharla, incluso la instrucción religiosa en los países
en que esto sea posible. La instrucción de los analfabetos y la de los
reclusos jóvenes será obligatoria y la administración deberá prestarle
particular atención. 2) La instrucción de los reclusos deberá
coordinarse, en cuanto sea posible, con el sistema de instrucción
pública a fin de que al ser puesto en libertad puedan continuar sin
dificultad su preparación. "
En el caso del Establecimiento Penitenciario de San Román
Juliaca Ex Capilla, el Centro de Educación Básica Alternativa se
vienen desarrollando el sistema de educación primaria y secundaria
de la mima forma el Gobierno Regional del Puno en su plan de
implementación de política penitenciaria en coordinación con el INPE
ha creado los talleres de: Idiomas, computación e informática,
manualidades, entre otros.
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9.3. LA REDENCION DE PENA
La redención de pena por el trabajo y la educación se encuentra
descrita en el Código de Ejecución Penal en la Sección II Artículos Nº
44 al 47 y en el Reglamento de Ejecución de los artículos Nº 104 al
123. En caso de estudio y trabajo el control de la redención estará a
cargo del Órgano de Tratamiento Penitenciario del establecimiento
penal del Callao, el interno redime un día de pena por dos días de
labor efectiva o por estudio, debiendo aprobar la evaluación periódica
de los estudios que realiza. El tribunal Constitucional se ha expresado
respecto a la redención de pena por el trabajo y estudio en el EXP.
N.° 04855-2007-PHC/TC. Sentencia del Tribunal Constitucional. EXP.
N.° 04855-2007-HC/TC 3 días del mes de octubre de 2007, la Sala
Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados
Landa Arroyo, Beaumont Callirgos y Eto Cruz, pronuncia la siguiente
sentencia. Asunto.Recurso de Agravio Constitucional interpuesto por
don Alberto Núñez Herrera contra la resolución de la Tercera Sala
Penal para procesos con reos en cárcel de la Corte Superior de
Justicia de Lima, de fojas 225, su fecha 14 de junio de 2007, que
declara improcedente la demanda de autos. Fundamento. Reglas
Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos – Oficina Código
de Trabajo, Articulo Nº 71. 1) el trabajo penitenciario no deberá tener
carácter aflictivo. 2) todos los condenados serán sometidos a la
obligación de trabajar habida cuenta de su en este sentido, el código
de ejecución penal señala que la redención de la pena por el trabajo y
127
la educación es una institución de prevención especial que permite
reducir el tiempo de duración de la pena al interno que desempeñe
una actividad laboral o educativa, bajo el control de la administración
penitenciaria, otorgándose la misma, en principio, a razón de un día
de pena por cada dos días de labor efectiva o estudio que realice el
interno. así pues, la redención de la pena por el trabajo y la educación
desempeña el rol de elemento despenalizador dentro de la ejecución
penal, pues el tiempo redimido tiene validez para acceder a la
semilibertad, la liberación condicional y para su acumulación con el
tiempo de reclusión efectiva; siendo atribución del consejo técnico
penitenciario [a cargo] el organizar el expediente de condena
cumplida por redención de la pena por el trabajo o educación y
facultad del director del establecimiento penitenciario a cargo el
resolver tal petición, ello, de conformidad a los artículos 210° y 228°
del reglamento del código de ejecución penal.
Sin embargo; no en todos los casos, se aplica la redención de
pena por trabajo y estudio, existen casos especiales en nuestro
ordenamiento Jurídico que no cuentan con este beneficio
penitenciario por ser delitos de gravedad como son los casos
expresados en los Artículos 153º-A, 173-A, Ley 25745 delito de
terrorismo, 319º, 320º, 321º, 322º, 323º, del Código Penal. .Tráfico
Ilícito de Drogas en su forma agravada. Artículo Nº. 297 del Código
Penal Peruano. Decreto Legislativo Nº. 635 del 08 de Abril de 1991.
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Asimismo, se fijan normas donde la redención de pena por el
trabajo o estudio es a razón de siete días. A continuación, veamos
algunas normas de nuestro ordenamiento jurídico referidas a la
redención de Pena por trabajo y educación.
1. Ley Nº .28074. Dictada el 25 de Setiembre del 2003. "Ley que
modifica artículos del Código Penal relativos a los delitos contra la
Libertad Sexual y excluye a los sentenciados de los derechos de
gracia, indulto y conmutación de la pena que regula los beneficios
penitenciario para los casos contra la libertad sexual". Artículo 3º. "Los
beneficios penitenciarios de redención de la pena por el trabajo y la
educación, semi-libertad y liberación condicional, no son aplicables a
los sentenciados por los delitos previstos en los Artículos 173º.y
173º.- a-. en los casos de los delitos previstos en los artículos 170º,
171º, 172º y 174º, el interno redime la pena mediante el trabajo o la
educación a razón de un día de pena por cinco días de labor efectiva
o de estudio, en su caso.
2. Ley Nº 24923.- Dictada el 14 de Octubre de 2009. Ley que Deroga el
Decreto Legislativo Nº.927, ley que regula la ejecución en materia de
delitos de terrorismo; Modifica la Ley Nº. 28760, Ley que modifica los
Artículos 147º, 152º y 200º del Código Penal y el Artículo Nº. 136 del
Código de Procedimientos Penales, señala las normas a las que se
sujetarán los beneficios penitenciarios en el caso de sentenciados por
delitos de secuestro. Artículo Nº. 3. "Regulación de los beneficios
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penitenciarios, redime la pena por el trabajo o la educación a razón de
un día por siete días de labor efectiva".
3. Ley Nº 26320.- Dictada el 30 de Mayo de 2004. Dictan Normas
referidas a los procesos por el delito Contra la Salud Pública - Tráfico
Ilícito de Drogas y establecen beneficios. Artículo Nº. 4. "Los
sentenciados por tráfico ilícito de drogas previstos en los Artículos Nº.
296, 298, 300, 301 y 302 del Código Penal; podrán acogerse a los
beneficios penitenciarios de redención de pena por trabajo o estudio
tratándose de la primera condena. Tratándose del Artículo Nº. 298,
redimirá la pena a razón de un día de pena por dos días de labor
efectiva o educación en los demás casos se redimirá la pena a razón
de un día de pena por cinco días".
4. Ley Nº 27770.- Dictada el 27 de Junio de 2002. "Ley que regula el
otorgamiento de beneficios penales y penitenciarios a aquellos que
cometen delitos graves contra la administración pública". Artículo Nº.
4. "Recepción de beneficios penitenciarios las personas condenadas
por los delitos a que se refiere el Artículo 2º. de la presente ley,
podrán recibir a su favor los siguientes beneficios penitenciarios:
redención de la pena por el trabajo y la educación a que se refieren
los Artículos 44º. al 47º. del código de ejecución penal, a razón de un
día de pena por cinco días de labor efectiva o de estudio debidamente
comprobada". (Detalle VIII.4).
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9.4. MODALIDADES DE LA REDENCION DE PENA POR EL TRABAJO
Y LA EDUCACIÓN
I) REDENCION DE UN DIA DE PENA POR DOS DIAS DE LABOR
EFECTIVA O ESTUDIO (2 X 1)
 Delitos Contra el Patrimonio.- Artículo Nº. 185 (Hurto
Simple), Artículo Nº. 186 (Hurto Agravado), Artículo Nº.
188 (Robo), Artículo Nº. 189 (Robo Agravado), Artículo Nº.
194 (Receptación), Artículo Nº. 196 (Estafa), etc.
 Delitos de Peligro Común.- Artículo Nº. 279 (Tenencia Ilegal de
Armas).
 Delitos Contra la Vida el Cuerpo y la Salud.- Artículo Nº.
106 (Homicidio Simple), Artículo Nº. 107 (Parricidio), Artículo Nº.
108(Homicidio Calificado).
 Delitos Contra la Salud Pública.- Artículo Nº. 296 (Promoción o
favorecimiento al TID), Artículo Nº. 298 (Micro comercialización o
micro producción de Drogas), Artículo Nº. 300 (Prescripción Indebida
de medicamentos que contenga drogas toxico, estupefaciente o
psicotrópica).
II.- REDENCION DE UN DIA DE PENA POR CINCO DIAS DE LABOR
EFECTIVA O ESTUDIO (5X1)
D1elitos Contra la Administración Pública
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A) Concusión en todas sus modalidades: Artículo Nº. 2 literal a) Ley nº
27770.
 Artículo Nº. 382 (Concusión), Artículo Nº. 383 (Cobro
Indebido), Artículo Nº. 384 (Colusión), Artículo Nº. 385 (Patrocinio
Ilegal), Artículo Nº. 386 (Responsabilidad de peritos, árbitros y
contadores particulares).
B) Peculado en todas sus modalidades, excepto en la forma culposa:
Artículo Nº.2, literal b) Ley Nº. 27770.
 Artículo Nº. 387 (Peculado), Artículo Nº. 388 (Peculado de
uso), Artículo Nº. 389 (Malversación), Artículo Nº. 390 (Retardo
Injustificado de pago), Artículo Nº. 391 (Rehusamiento de entrega de
bienes depositados o puestos en custodia), Artículo Nº.
392(Extensión de punibilidad).
C) Corrupción de Funcionarios en todas sus modalidades, incluidas por
particulares: Artículo Nº. 2, literal c) Ley nº 27770, concordancia con el
Artículo Nº. 1 de la Ley 28355.
 Artículo Nº. 393 (Cohecho propio pasivo), Artículo Nº. 394 (Cohecho
pasivo impropio), Artículo Nº. 395 (Cohecho pasivo especifico),
Artículo Nº. 396 (Corrupción pasiva de auxiliares
jurisdiccionales), Artículo Nº. 397 (Cohecho pasivo genérico),
Artículo Nº. 398(Cohecho pasivo especifico), Artículo Nº.
399 (Negociación Incompatible o aprovechamiento indebido del
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cargo), Artículo Nº. 400(Tráfico de influencias), Artículo Nº.
401 (Enriquecimiento Ilícito), Artículo Nº. 317 (Asociación Ilícita para
delinquir).
III.- REDENCION DE UN DIA DE PENA POR SIETE DIAS DE LABOR
EFECTIVA O ESTUDIO (7X1)
Delitos Contra la Libertad: Artículo Nº. 152 (Secuestro).
Delitos Contra el Patrimonio: Artículo Nº. 200 (Extorsión Agravada).
10. ALCANCES A LA LEY Nº. 29570 Y EL DECRETO LEGISLATIVO Nº. 927
Un capítulo especial a tratar es de la Aplicación de la Ley 29570. Ley que
amplía la inaplicabilidad de Beneficios Penitenciarios de Semilibertad y de
Liberación Condicional en caso de reincidencia y habitualidad publicada el
25 de Agosto del 2010.
Nuestro país, está viviendo un clima de inseguridad ciudadana, por lo
que, el estado ha tomado acciones en esta materia, implementando
sanciones agravadas con el fin de arremeter y disminuir los índices de
criminalidad, lo cual a la fecha ha venido causando zozobra en la
población. Hoy en día, para que se aplique la figura de la reincidencia, el
sentenciado que cumplió en todo o parte una condena y luego de egresar
del establecimiento penitenciario a vuelto a cometer un delito en el plazo de
05 años, se le considera reincidente y en el caso de la Habitualidad, si el
sentenciado ha cometido 03 hechos punibles en un lapso de 05 años con
las excepciones previstas en la Ley para ambos casos.
133
Si la reincidencia se produce por las modalidades agravadas de los
delitos previstos en los Artículos Nos.108, 121, 121-A, 121-B, 129, 152,
153, 173, 173-A, 186, 189, 200, 297, 319, 320, 321, del 325 al 332 y 346
del Código Penal; el Juez, aumenta la pena en no menos de dos tercios,
por encima del máximo legal fijado para el tipo penal hasta la cadena
perpetua, Sin que sean aplicables los beneficios penitenciarios de
semilibertad y liberación condicional.
Asimismo, en el caso de la habitualidad en el delito, constituye
circunstancia agravante. El Juez, aumenta la pena hasta un tercio por
encima del máximo legal fijado para el tipo penal, salvo en las modalidades
agravadas de los delitos previstos en el párrafo anterior,
Ley que Amplía la Inaplicabilidad de Beneficios Penitenciarios de
Semilibertad y de Liberación Condicional. Mediante Ley Nº 29570 del
publicado en el diario oficial "EL PERUANO" el 25 de Agosto de 2010, el
Congreso de la República ha modificado los artículos 46-B y 46-C del
Código Penal referidos a la definición de reincidencia y habitualidad
respectivamente así como el artículo 46º del Código de Ejecución Penal
referido a los casos especiales de redención de pena.
El Decreto Legislativo Nº. 297, fue una norma que reguló la ejecución
de los beneficios penitenciarios en materia de terrorismo, entre las
características más importantes, podemos resaltar, que se concedían dos
beneficios penitenciarios, el de la redención de pena por trabajo y
educación, y el de liberación condicional en ambos casos, y quien concedía
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el beneficio penitenciario era el Órgano Jurisdiccional. La redención de
pena por el trabajo y la educación, se acumula en el tiempo de redención
de pena para el condenado. Sin embargo, para el delito de terrorismo, la
redención de pena era del siete por uno (7x1) es decir, siete días de trabajo
o estudio y se redimía un día de pena.
Respecto al beneficio Penitenciario de Liberación Condicional, la ley
derogada nos refería como característica principal, que el interno puede
solicitar acogerse a este beneficio cuando haya cumplido las ¾ partes de la
pena y no tenga mandato de detención. Tal como se aplica en la
actualidad, la liberación Condicional en su modalidad especial para los
delitos de Secuestro y Extorsión. Del mismo modo; el interno debe cumplir
con los requisitos exigidos en los Artículos 54 y 55 del Código de Ejecución
Penal.
De la misma forma, el interno se encuentra sujeto a reglas de
Conducta y condiciones impuestas por el órgano jurisdiccional; el control,
inspección, supervisión del interno, al cual le ha concedido este beneficio,
le corresponde al representante del Ministerio Público de su domicilio y al
Instituto Nacional Penitenciario.
La redención de pena por estudio se acreditará con la evaluación
mensual de los estudios con notas aprobatorias, el informe trimestral será
agregado al expediente del interno. Miembros de la cúpula terrorista del
MRTA y Sendero Luminoso solicitaron y se les concedió estos beneficios
penitenciarios. Ley. Naturaleza del hecho delictivo, comportamiento del
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sentenciado. El órgano jurisdiccional tiene la facultad para conceder o
denegar el beneficio en base a un criterio racionalizado del expediente.
Para ello el Tribunal Constitucional se ha pronunciado en diversas
sentencias, respecto a la aplicación de los beneficios
penitenciarios. Página. Nº 5 y 6 del presente trabajo de investigación.
Decreto Legislativo Nº 297que regula la ejecución penal en materia
de delitos de terrorismo dado en la casa de gobierno, en lima, a los
diecinueve días del mes de febrero del año dos mil tres. Ley nº 29423 - ley
que deroga el decreto legislativo nº 927, decreto legislativo que regula la
ejecución penal en materia de delitos de terrorismo; modifica la ley nº
28760, ley que modifica los artículos 147°, 152° y 200° del código penal y
el artículo 136° del código de procedimientos penales y señala las normas
a las que se sujetarán los beneficios penitenciarios en el caso de
sentenciados por delito de secuestro.
Esta ley fue derogada en el 2009 por la Ley Nº. 29423, publicada en
el mes de Octubre de 2009. Esta norma, prohíbe que los condenados por
el delito de terrorismo y tracción a la patria no pueden acogerse a los
beneficios penitenciarios de la redención de pena por el trabajo o por el
estudio, la semilibertad y la liberación condicional. Sin embargo, se
encuentran vigentes los beneficios penitenciarios de la visita íntima y el
permiso de salida.
En su sentencia sobre la legislación antiterrorista, expedida durante el
gobierno del ex presidente Alberto Fujimori, el Tribunal se pronunció sobre
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el Artículo 19º. Del Decreto Ley 25475 y el Artículo 3º. inciso a) del Decreto
Ley 25744, que prohibían a las personas procesadas o condenadas por el
delito de terrorismo o traición a la patria; acogerse a los beneficios
penitenciarios contenidos en el Código Penal y el Código de Ejecución
Penal. A su consideración, la norma cuestionada sólo prohíbe que los
acusados de terrorismo accedan a los beneficios penitenciarios previstos
en el Código Penal y el Código de Ejecución Penal, lo que no significa que
no puedan acceder a otros beneficios que se establezcan en otras normas
(sentencia del Expediente 010-2002-AI/TC, publicada el 4 de enero del
2003, Sección XIII.
10.1. Libertad por Pena Cumplida.- Esta figura, se aplica cuando el
interno ha cumplido íntegramente con la pena impuesta por el
Órgano Jurisdiccional en la sentencia y no se ha acogido a ninguno
de los beneficios penitenciarios establecidos en el Código de
Ejecución Penal o ha sido favorecido con el derecho de Gracia
Presidencial de Conmutación de Pena o Indulto Común o por
Razones Humanitarias. El órgano encargado de dictar la libertad, es
el Instituto Nacional Penitenciario, para cuyo efecto, solicitará los
antecedentes penales y judiciales del interno, a fin de verificar que el
interno no tiene proceso con mandato de detención.
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CAPITULO V
“LA INEFICACIA EN EL BENEFICIO DE SEMI LIBERTAD”
1. CONTROVERSIAS EN LOS BENEFICIOS PENITENCIARIOS.- Es
conveniente resaltar que los beneficios penitenciarios existen diversas
controversias entre los autores, que algunos lo consideran como
“beneficios” u otros como un “derecho”, tenemos así la posición
SMALLARANA (2006: pág. 12) quien considera que los beneficios
penitenciarios como derechos “porqué habría una exigencia al cumplirse
los requisitos que le harían perder su concepción dentro del tratamiento,
otros autores consideran a los beneficios penitenciarios como derechos”;
pero a pesar de lo dicho no debe dejar de tomarse en cuenta que es de
alguna forma un derecho que coadyuva al mantenimiento de un régimen
jurídico estable que tiene por finalidad la gradual reincorporación del interno
a la sociedad. Para SMALL ARANA (2006: pág. 279 y 13), considera que
los beneficios penitenciarios son “verdaderos incentivos que permitirán al
interno observar las conductas en el campo penitenciario, tendientes a
lograr el acortamiento de la pena impuesta, mediante los mecanismo de la
redención de la pena por el trabajo y la educación para luego alcanzar la
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semilibertad y la liberación condicional, accediendo paulatinamente a la
libertad”. Así como también señala BROUSSET SALAS (2002: pag.14)
“Los beneficios penitenciarios como instituciones penológicas de ejecución,
constituyen mecanismos legales tendientes a estimular las actitudes
readaptativas de los penados, cuya regulación debe guardar congruencia
con la función integral que a nuestro sistema penal le asigna a la pena, por
lo que corresponde al Estado graduarlos adecuadamente en función de sus
lineamientos de política criminal” De igual forma en palabras BROUSSET
SALAS y BROUSSET MENDOZA (2000:recluso”  Pág. 1) “los beneficios
penitenciarios en general y los de efecto excarcelatorio en particular,
constituyen instituciones íntimamente vinculadas al tratamiento
penitenciario, que permiten reformar su progresividad en dos ámbitos: el
primero estimulando en los internos la adopción de actitudes, permitiendo,
además mejorar las condiciones para el desarrollo de las interrelaciones
dentro del penal; y el segundo, posibilitando que en determinados casos
opere un periodo de prueba, reinsertando anticipadamente al vencimiento
del plazo de su condena al penado en el seno de la sociedad…” En nuestro
medio y en otros países, los beneficios penitenciarios tienen como
fundamento incentivar el mejoramiento de la conducta de los internos,
asegurando su reducación, rehabilitación y resocialización, permitiendo que
el retorno a la sociedad no se efectué de manera brusca, evitando así el
resquebrajamiento del núcleo producto de la ausencia prolongada; por otro
lado es un mecanismo por el cual se trata en lo posible de disminuir la
población penal y evitar el hacinamiento en las cárceles, reduciendo los
años de privación de la libertad a periodos menores que lo previsto en la
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sentencia, evitando así los efecto negativos que conlleva la reclusión, así
como de los fenómenos de ”“estigmatización” y “etiquetamiento. Los
beneficios penitenciarios, se encuentran consignados desde el Art. 42 del
capitulo III del Código de Ejecución Penal, estableciéndose los siguientes:
Semi- Redención de la pena por el trabajo y la educación. Permiso de
salida.   Otros Recompensa  Visita intima libertad y liberación
condicional.  Beneficios Por lo que para un mayor conocimiento del tema
desarrollaremos uno por uno lo que señala el Código de Ejecución Penal:
a. Permiso de  salida. Como lo regula y prescribe el Art. 43, también lo
prescribe el Art. 169 del Código de Ejecución Penal, “El permiso de salida
es concedido por el director del establecimiento penitenciario hasta por
setenta y dos horas, cuando concurran las circunstancias contenidas en el
artículo 43 del código y teniendo a la vista el expediente personal del
interno, previo informe social” b. Redención de la pena por el trabajo y la
educación.  Como lo prescribe el Art. 44, con respecto a la redención de la
pena mediante el trabajo prescribe, “El interno redime la pena mediante el
trabajo, a razón de un día de pena por dos días de labor efectiva, bajo la
dirección y control de la Administración Penitenciaria” como también los
prescribe Art. 175 del mismo Código de Ejecución Penal, “La redención de
la pena por el trabajo se acredita con la planilla de control laboral efectiva
estará a cargo del jefe de trabajo. Para tener derecho a dicho beneficio, el
interno tiene que hacerse inscrito previamente en el Libro de Registro de
Trabajo”.Con respecto a la redención de la pena por la educación prescrito
por el Art.45 que “El interno que recibe educación en sus diversas
modalidades, bajo la dirección del órgano técnico del Establecimiento
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Penitenciario, redime un día de pena por dos días de estudio, debiendo
aprobar la evaluación periódica de los estudios que realiza” y el Art. 176 del
mismo Código de Ejecución Penal, “La redención de pena por la educación
se acreditara con la evaluación mensual de los estudios son notas
aprobatorias y la planilla de control educativo. El informe trimestral será
agregado al expediente personal del interno” c. Sema- libertad y liberación
condicional. Como lo prescribe el Art. 48 “La semi- libertad permite al
sentenciado egresar del Establecimiento Penitenciario, para efectos de
trabajo o educación, cuando ha cumplido la tercera parte de la pena y si no
tiene proceso pendiente con mandato de detención... podrá concederse
cuando se ha cumplido las dos terceras partes de la pena y previo pago del
integro de la cantidad fijada en la sentencia como reparación civil...” De
igual forma para la liberación condicional el Art. 53 prescribe que “La
liberación condicional se concede al interno sentenciado que ha cumplido
la mitad de la condena impuesta, siempre que no tenga proceso pendiente
con mandato de  detención…” ;así como lo señala paralelamente para
ambos casos el Art. 183 del Código de Ejecución Penal, que señala “Para
acogerse al beneficio de semilibertad, además de los requisitos
establecidos en el artículo 49 del Código, el interno deberá presentar una
declaración jurada afirmando que solicita la semilibertad con la finalidad de
realizar una actividad laboral o educativa...” d. Visita íntima. Como lo
prescribe el Art. 58 que “La visita intima tiene por objeto el mantenimiento
de la relación del interno con su cónyuge o concubino, bajo las
recomendaciones de higiene y planificación familiar y profilaxis medica…”
como también lo señala el Art. 197 del mismo Código de Ejecución Penal,
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“La visita íntima constituye un beneficio al que pueden acceder las
personas privadas de libertad procesadas o sentenciadas, que tengan la
condición de casados o convivientes....” e. Otros beneficios. Según el Art.
206 del Código de Ejecución Penal, señala que aparte se podrán otorgar lo
siguiente: - Mención honorifica. - Prioridad de participación de actividades
de carácter cultural, social, deportivo. - Obsequio de bienes al interno. - Los
demás que determine el consejo técnico. d. La recompensa. El Art. 59 del
Código de Ejecución Penal prescribe que  “Los actos que evidencian en el
interno espíritu de solidaridad y sentido de responsabilidad, tanto en el
comportamiento personal como en la actividad organizada en el
Establecimiento Penitenciario, son estimulados mediante recompensas que
otorga el Consejo Técnico Penitenciario y que son anotados en su
expediente personal”.
2. EL PROCESO PENAL.-
Las modificaciones tienden a sobre criminalizar delitos, ya sea
incrementando las penas, prohibiendo la aplicación de beneficios
penitenciarios o incorporando medidas que habiliten un mejor manejo al
decidir si un proceso se instaura con medidas de detención o prisión
preventiva. La ley por sí misma no desarrolla eficacia ni eficiencia, las
cuales pueden alcanzarse siempre y cuando los órganos convocados a
administrar justicia y a perseguir el delito sean eficientes en sí mismos.
Esto ha motivado que, ante las críticas de los medios de
comunicación y de las diversas instituciones y órganos de expresión de la
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sociedad, el Poder Judicial haya emitido acuerdos plenarios donde
enseña a los jueces los pasos que deben seguir para aplicar penas justas,
que respondan a la calidad del caso y a la gravedad de la situación
generada por el delito. Además, el Presidente del Poder Judicial ha emitido
circulares donde ratifica la necesidad de que los jueces cumplan con estos
acuerdos plenarios y apliquen las reglas pertinentes para que las penas
sean adecuadas a la característica particular del delincuente (no se puede
dar igual respuesta penal a quien es primario en el delito con el que es
reincidente, por ejemplo). Tiene que haber mayor tino en los jueces para
decidir, tanto las sanciones como la forma en la que estas van a cumplirse.
Y en eso el Poder Judicial tiene un compromiso definido y sus acuerdos
plenarios y circulares constituyen expresión tangible de esa voluntad de
cambiar y de recuperar la confianza de la población.
3. EL DEBIDO PROCESO EN EL SISTEMA JURÍDICO PERUANO.-
La determinación del debido proceso es primordialmente necesario en todo
proceso judicial; ya que esta garantía pertenece básicamente al ámbito del
Derecho Procesal, al Derecho Judicial, más concretamente al rubro de la
Ciencia Procesal que con el desarrollo histórico y teórico de la Teoría
General del Proceso ha visto positivizada en el texto normativo de la
Constitución diversos principios y postulados esencialmente procesales, sin
los cuales no se puede entender un proceso judicial justo ni eficaz. En
efecto, los conceptos de Debido Proceso Legal o Tutela Judicial Efectiva
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son relativamente novedosos en el campo de la disciplina procesal, pero,
es ahora considerado no sólo como un Derecho Constitucional, sino
también como un Derecho Fundamental, como uno de los Derechos
Humanos básicos exigibles al Estado Moderno de Derecho.
4. CONCEPTO DEL  DEBIDO PROCESO.-
El Debido Proceso Legal es, pues, un concepto moderno íntimamente
referido a la validez y legitimidad de un proceso judicial. Aún cuando en los
Estados Unidos, que es donde ha encontrado un vasto desarrollo
jurisprudencial sobre todo a partir de la llamada Corte Warren (1953-1969)(
), el sentido de este “buen proceder en juicio” o “juzgamiento razonable” se
ha extendido admirablemente a casi todo el funcionamiento del aparato
estatal, su raíz y fundamento se halla en el proceso judicial jurisdiccional.
A través del Debido Proceso Legal podemos hallar ciertos mínimos
procesales que nos permiten asegurar que el proceso como instrumento
sirve adecuadamente para su objeto y finalidad, así como sancionar lo que
no cumpla con ello posibilitando la corrección y subsanación de los errores
que se hubiesen cometido. Como bien señala FIX-ZAMUDIO citado por
QUIROGA LEON, “es aún muy difícil “encerrar “o “definir” exactamente lo
que constituye el Debido Proceso Legal; pero para efectos didácticos
podríamos decir que es la institución del Derecho Constitucional Procesal
que identifica los principios y presupuestos procesales mínimos que
siempre debe reunir todo proceso judicial jurisdiccional para asegurar al
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justiciable la certeza, justicia, razonabilidad y legitimidad de su resultado”
(2005).
El acceso a los tribunales o tutela judicial efectiva Uno de los aspectos
más importantes de la concepción del Derecho Constitucional Procesal es
el entendimiento de que el irrestricto acceso de los justiciables a los
Tribunales de Justicia en la búsqueda de una Tutela Judicial Efectiva a
través de un Debido Proceso Legal es la primera de las Garantías
Constitucionales de la Administración de Justicia. La primera evidencia de
ello se obtiene a través de la conceptualización del derecho de acción (es
decir, el derecho público-subjetivo de todo ciudadano de acudir al Órgano
Jurisdiccional para obtener una respuesta cierta, imparcial y dentro de
plazos razonables que por sobre sus derechos subjetivos en disputa) como
un Derecho Fundamental. Ahora bien, la falta de nominación dentro de
nuestro Ordenamiento Jurídico nacional hasta 1992 fue subsanada por
primera vez por el Decreto Legislativo 767 que aprobó el 29 de noviembre
de1991, la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial, cuyo Art. 7mo.
Consagró expresamente el derecho al Debido Proceso Legal y a la Tutela
Judicial  Efectiva con la siguiente redacción: “Art. 7mo.- En el ejercicio y
defensa de sus derechos, toda persona goza de la plena tutela
jurisdiccional, con las garantías de un debido proceso. Es deber del Estado,
facilitar el acceso a la administración de justicia, promoviendo y
manteniendo condiciones de estructura y funcionamiento adecuados apara
tal propósito”. Luego de eso, fue la Constitución Política del Estado de 1993
la que avanzó con esta denominación a nivel expreso, cuando en Inc.
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3ero.del Art. 139 de su texto se expresó lo siguiente: “Art. 139.- Son
principios y derechos de la función jurisdiccional:(…) 3ero.- La observancia
del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Ninguna persona puede ser
desviada de la jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a
procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por
órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales
creadas al efecto, cualquiera sea su denominación.” Finalmente, la pionera
experiencia de la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial fue tomada luego
por el nuevo Código del Proceso Civil (Decreto Legislativo 768), cuyo Art. 7
señala textualmente que: “TUO DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER
JUDICIAL:“Art. 7.- En el ejercicio y defensa de sus derechos, toda persona
goza de la plena tutela jurisdiccional, con las garantías de un debido
proceso. Es deber del Estado, facilitar el acceso a la administración de
justicia, promoviendo y manteniendo condiciones de estructura y
funcionamiento adecuados para tal propósito.” En adición a ello, resulta
pertinente en este punto indicar que el acceso a un proceso judicial justo e
imparcial sí aparecía, y aparece, vinculante con nuestro Ordenamiento
Jurídico nacional, cuando aparece expresamente de la interpretación
sistemática de los Arts. 8, Garantías Judiciales, y 25, Protección Judicial,
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en San
José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969 al cabo de la Conferencia
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, que fuera
refrendada por el Perú el 27 de julio de 1977 y aprobada mediante Decreto
Ley N 22231 de 11 de julio de 1978, según instrumento de Ratificación de
12 de julio del mismo año. Dichos numerales señalan textualmente que:
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“Art. 8. Garantías Judiciales 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con
las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un Juez o
tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal
(…), o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil,
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. (…)”. “Art. 25. Protección Judicial
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier
otro recurso efectivo ante los jueces y tribunales competentes, que la
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos
por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus
funciones oficiales. 2. Los Estados partes se comprometen: (…)b) a
desarrollar las posibilidades de recurso judicial; y, (…)”. Como se puede
apreciar, más allá de las garantías que estas normas señalan como
mínimas o enumerativas, esta normatividad -que también tiene fuerza de
ley en el Perú de conformidad con lo dispuesto en el Art. 55 de la
Constitución, establece expresamente, entre otras, la  Garantía del libre
acceso ante la justicia ordinaria. Se puede afirmar, entonces, sin temor a
dudas que en el Perú -como en todos los demás países signatarios del
Pacto de San José- existe positividad el libre acceso al Debido Proceso
Legal o a la Tutela Judicial Efectiva como Garantía Constitucional.iii.
“CONVENIO EUROPEO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS
HUMANOS Y DE LAS LIBERTADES FUNDAMENTALES. Roma, 4 de
noviembre de 1950 Artículo 61. Toda persona tiene derecho a que su
causa sea oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable,
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por un tribunal independiente e imparcial, establecido por la ley, que
decidirá los litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil
(…)”.Por Tutela Judicial Efectiva o Debido Proceso Legal, se entiende,
según COUTURE (…), en particularidad en el léxico de la Escuela Alemana
donde tiene su afincamiento a partir del Derecho Justicia, la satisfacción
efectiva de los fines del derecho en el proceso, la realización de la paz
social mediante la plena vigencia de las normas jurídicas; esto es, la misma
idea que anima el origen y finalidad del proceso judicial jurisdiccional. De
allí es que sin duda la doctrina procesal actual equipara plenamente los
conceptos de Tutela Judicial Efectiva, en tanto tutela jurídica con su
instrumento el proceso judicial, con el concepto anglosajón del Debido
Proceso Legal o Due Process of Law, aún cuando se puede leer alguna
literatura que pretende hacer una artificiosa distinción, más basada en el
desconocimiento que en fondo de estos institutos, en virtud de la cual por
Tutela Judicial Eficaz se quiere denotar el comportamiento externo de
Órgano Jurisdiccional, en tanto que por Debido Proceso Legal se quiere
significar el comportamiento del Órgano Jurisdiccional al interior de cada
proceso judicial, como si una cosa y la otra no fueran, en sustancia, los
mismo. Así, el proceso judicial deberá ser el instrumento sustantivo para la
tutela del derecho, y con ello se producirá la materialización de uno de los
Derechos Fundamentales. Por ello es que el Derecho Constitucional
Procesal determina que la tutela del proceso se realice mediante
previsiones constitucionales, evitando que el legislador ordinario instituya,
impulsado por los bruscos cambios sociales, leyes procesales de tal modo
irrazonables que limiten o impidan a los justiciables el derecho de defensa
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en juicio, el libre acceso a los tribunales de justicia o a éstos el adecuado
cumplimiento de una eficaz función jurisdiccional ( ).En consecuencia, ya
es más asequible la comprensión como sinónimos de los conceptos de
Debido Proceso Legal o Tutela Judicial Efectiva a la luz de la doctrina del
Derecho Procesal, de la Teoría General del Proceso y del Derecho
Constitucional Procesal como instrumentos esenciales para la realización
de la verdadera justicia en juicio como uno de los Derechos Fundamentales
inherentes a la personalidad de los justiciables, esto es, como un derecho
básico y esencial de la persona humana. COUTURE( ) señala que las
Constituciones del siglo XX, en su gran   mayoría, han considerado -con
muy escasas excepciones- una proclamación programática de los
principios del Derecho procesal como necesarios en el conjunto de los
derechos y garantías de los ciudadanos. Ahora bien, más allá de las
declaraciones que puedan establecerse respecto a las Constituciones,
Pactos y Convenios Internacionales, compete a la doctrina Constitucional
Procesal la responsabilidad de la determinación en el lenguaje universal de
conceptos como “Tutela Efectiva”, “Debido Proceso” “un proceso”, “un
recurso”, “plena igualdad”, “ser oído públicamente”, “proceso razonable”;
estos últimos con que, por ejemplo, se contienen en los Arts. 8 y 10 de la
Declaración Universal de los Derechos del Hombre, formulada por las
Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948.  El debido proceso en las
garantías constitucionales de la administración de justicia. Los elementos
esenciales que en conjunto dan realidad al Debido Proceso o Tutela
Judicial Efectiva, esto es, aquellos principios y presupuestos procesales
ineludibles que han de garantizar y hacer práctico, se encuentran en gran
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parte contenidos en la normatividad de la Constitución Peruana de 1993 a
partir de sus Arts. 138 y siguientes, en el Capítulo VIII -Poder Judicial- de
su Título IV -De la Estructura del Estado-, los Arts. 232° y siguientes de la
Constitución Política del Estado de 1979.
5. LA APLICACIÓN DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL (NCPP)
Este es un proceso de reforma y estamos en un periodo de tránsito. Ha
habido avances como también problemas de implementación y distorsiones
en la aplicación de las normas, los cuales si bien no deben ser asimilados
como algo permanente, sí debemos entenderlos como algo común a todo
proceso de reforma. Nos toca dar cuenta de los errores, de
las deficiencias normativas, de las distorsiones generadas por los
órganos que aplican el NCPP para hacer una retroalimentación. Existe la
organización pertinente, hay equipos técnicos de implementación en cada
sector, hay un equipo central que opera al interior del Ministerio de Justicia:
les toca a ellos aprovechar todos estos problemas para mejorar las
políticas y las prácticas de implementación. Nos toca impulsar una
coordinación más activa y directa entre los sectores involucrados, que en
reiteradas ocasiones han mostrado una actitud de distanciamiento o de
divorcio entre sí.
Mientras que el antiguo código procesal penal la daba mayor valor a
los legajos y expedientes, era secreto, repetitivo y lento, el NCPP prioriza el
testimonio oral, se realiza en audiencias públicas y agiliza tremendamente
el proceso.
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Hay que recordar que el NCPP está en aplicación desde el año 2006;
es decir, ese cambio de actitud ya está en marcha y no es algo
inalcanzable a mediano plazo. Quienes administran la justicia penal ya
están experimentando esa nueva visión, lo que paralelamente también
implica establecer estilos propios de entender el proceso de reforma o de
las instituciones del NCPP. Por ello, debemos cuidar que no se desarrolle
una visión del nuevo modelo en Puno, otra visión en Huaura, otra visión en
Arequipa, en  La Libertad y otra en Lima, porque de lo contrario lo único
que generamos es desorden y anarquía en el manejo de una reforma. La
ideología del NCPP debe seguir fortaleciéndose con un análisis conjunto de
los defectos de estas visiones locales de la reforma, realizada por cada
institución encargada de su implementación, así como del ente coordinador
que opera desde el Ministerio de Justicia.
El proceso penal es la única vía legitimada para qué el Estado pueda
imponer su pretensión punitiva, que solo puede materializarse a través de
un procedimiento con todas las garantías establecidas en la Constitución y
las leyes. El proceso penal se orienta a la concretización de la pena y a la
satisfacción de la exigencia económica de reparar los daños causados en
los bienes jurídicos de la víctima. De tal manera que el proceso penal
realmente garantista debe orientar su funcionalidad para acoger ambas
pretensiones con celeridad y eficacia a efecto de lograr la tutela
jurisdiccional. La pena Proviene del latín poena, que significa castigo,
tormento físico. Es la sanción jurídica aplicable a quien viola la norma
jurídica prohibitiva. Los autores COVO Y VIVES (1996: pág. 721)
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consideraban que la pena “es el castigo consistente en la privación de un
bien jurídico por la autoridad legalmente determinada a quien tras el debido
proceso, aparece  como responsable de una infracción del derecho y a
causa de dicha infracción” De igual forma SOLÍS ESPINOZA (1990:
pág.523) definen a la pena como: “La pena es la restricción o eliminación
de algunos derechos, impuesta conforme a Ley por los órganos
jurisdiccionales competentes al culpable de una infracción penal. Los
derechos o bienes jurídicos privados o restringido pueden ser la vida, la
libertad, la propiedad entre los principales”. Como también lo señala
CABANELLA DE TORRES (2002: pág.300) que la define como “La
sanción, previamente establecida por ley, para quien comete un delito o
falta, también especificado en el ordenamiento jurídico.” La aplicación de la
pena a una persona debe reunir ciertas características personales,
proporcionales y legales: - Personales.- En el proceso penal ha de ser
investigado y juzgado una persona determinada tal como lo establece el
Código de Procedimientos Penales, y al haber sido encontrado
responsable del delito se le aplique la pena. El juzgamiento por tanto es
personal, y lo que se persigue es, la rehabilitación y reincorporación del
individuo a la sociedad. - Proporcional.- La pena que se imponga debe
tener un correlato lógico con el delito que se ha cometido, tal como lo
establece el Art. VIII del Título Preliminar del Código Penal Peruano de
1990, el cual señala que: “la pena no puede sobrepasar la responsabilidad
por el hecho...” en concordancia con el artículo 46 del mismo Código Penal.
- Legal.- Las penas antes de su aplicación debe ser conocida, encontramos
aquí una de las manifestaciones del Principio de Legalidad, que en el Art. II
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Del Título Preliminar del Código Penal señala: “Nadie será sancionado por
un acto no previsto como delito o falta por la ley vigente al momento de su
comisión, ni sometido a pena o medida de seguridad que no se encuentren
establecidas en ellas” Por lo que resocialización como fin de la pena,
partiendo con lo que prescribe el art. II del Título Preliminar del Código de
Ejecución Penal del 2003 prescribe que “la ejecución penal tiene por objeto
la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad..”.
Por lo tanto quienes trasgreden el ordenamiento jurídico vigente del estado
no es que se hayan perdido el derecho – deber de socializarse, sino que
han quebrantado un aspecto o elemento constitutivo de aquel, en tanto que
los demás siguen vigentes, aunque fuere de manera limitada o suspendida
temporalmente. La socialización o sociabilización que refiere este aspecto
indirectamente el anterior articulo señalado, es la manifestación elaborada
de un grupo de seres humanos y que jurídicamente el fenómeno de
socialización constituye un cumulo de derechos - deberes que detentan
todas las personas sin discriminación alguna para convivir en un estado,
por lo que es inherente a todo ser humano. Existen muchos puntos de
vistas sobre la existencia o no de la resocialización; así tenemos la opinión
del profesor PEREZ PINZON (1993:pág. 442) que refiere “que si la
resocialización consiste en situar al infractor en condiciones de vivir
nuevamente en comunidad, las cárceles o penitenciarias jamás consiguen
estos logros, incluso – dicen – esta demostrado por la practica
penitenciaria y los estudios criminológicos que la cárcel no reeduca a
nadie por el contrario, sus celdas y ocupaciones empeoran la salud
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mental y física”.  Este aspecto de la resocialización estará desarrollado a
la par con el sistema penitenciario que se aplica en el estado.
6. LA PENOLOGIA COMO CIENCIA PENITENCIARIA.-
Penología.- Concepto.- Vocablo de muy discutida significación. No puede
encontrarse en la semántica oficial de la Academia de la lengua,  porque
esa palabra no figura en el su Diccionario (ed.19849. Los autores no están
conformes en cuanto al contenido de la penología. Para algunos equivale a
ciencia penitenciaria, encaminada primeramente al estudio de los sistemas
penitenciarios y ampliados luego al tratamiento de toda clase de penas y
medidas de seguridad.  Otros autores afirman que la ciencia penitenciaria
va más allá del estudio de la organización y funcionamiento de las penas
orientadas a la corrección del delincuente, en tanto que la penología se
ocupa de las penas y de las medidas de seguridad, así como también de
las instituciones post-carcelarias (Cuello Calon). Se ha discutido que la
penología pueda ser considerada como ciencia, porque carece de
contenido propio, ya que,  en opinión de Jiménez de Asua,  en cuanto se
ocupa de la pena, o entra en la sociología criminal o constituye la
sociología penal; en cuanto se refiere a la pena como consecuencia del
delito, pertenece al Derecho Penal;  en lo que afecta a la ejecución de las
pena, forma parte del derecho penitenciario, y en lo que se refiere a las
exigencias para la reforma del régimen punitivo de un país, caería en el
campo de la llamada política criminal.
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7. EL SISTEMA PENITENCIARIO.
Literalmente el termino sistema significa la reunión de muchas conexas en
un solo todo. Por tanto, todo sistema se haya integrado por muchos
elementos a fines; para LOPEZ REY (1997: pág. 491) considera al sistema
“como un conjunto de reglas, principios y servicios mas o menos efectivos
cuyo objeto es indicar como debe ser llevado acabo el fin asignado la
función de la pena”. Por lo tanto para GARCIA y NEUMAN citados por
SOLIZ ESPINOZA (1990: pág. 143) señalan como concepto de sistema
penitencia “que es la organización creada por el estado para la ejecución
de las sanciones penales (penas y medidas de seguridad) que importen
privación o restricción de la libertad individual como condición sine qua non
para su efectividad”. Por ello el sistema supone organización, estructura
coherente, con fines y metas claros, bajo cuyas orientaciones subyacen o
pueden primar determinadas teorías o principio penitenciarios. Nuestro
sistema penitenciario tiene como premisa el reconocimiento jurídico y el
respeto de la persona del interno, persigue como objeto fundamental la
resocialización del penado a través de un tratamiento científico como lo
señala la exposición de motivos del código de ejecución penal peruano. El
organismo rector del sistema penitenciario es el INPE quien de
conformidad con los art. 133 y Art.134 del Código de Ejecución Penal,
concordado con el art. 1 del Reglamento de Organización y Funciones del
Instituto Nacional Penitenciario, “Es el organismo público descentralizado,
con plena autonomía, tiene como misión la dirección y el control técnico y
administrativo del sistema penitenciario”; es decir contribuye con la
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administración de justicia, cuidando y atendiendo a los procesados,
sentenciados y liberados, rehabilitados a los sentenciados para lograr su
reinserción positiva. Por lo tanto considero muy importante establecer las
diferencias entre el sistema, régimen y tratamiento penitenciario pues
muchos confunden usan como sinónimos así como determina LOPEZ REY
(1985: pág. 140) i. Sistema Penitenciario. Viene a ser la organización
general que en materia penitenciaria o penológica se adopta en un país
determinado, orientación general y dentro del cual caben dos o más
regímenes penitenciarios. ii. Régimen Penitenciario. Es el conjunto de
medidas y condiciones que se ejercen sobre un grupo de condenados con
características similares para el logro de su reeducación reincorporación y
rehabilitación. Por ello, ante la multiplicidad de las personalidades
delictivas, se hace necesaria la existencia de varias modalidades de
regímenes en un determinado sistema (se tiene regímenes cerrados,
abiertos y de semi detención, entre otros). iii. Tratamiento Penitenciario.
Viene a ser la acción o influencia dirigida a modificar o reorientar la
conducta criminal del recluso, de acuerdo a sus peculiares características
personales. Por lo que se puede concluir diciendo que dentro de un
sistema nacional se incluyen varios regímenes generales y particulares,
dentro década régimen es posible que existan diversas formas de




Si al empezar el proceso penal de un delincuente común, este se acoge a
la terminación anticipada (saltándose el juicio que puede demorar años) y
confiesa su crimen, puede quedar libre hasta en la tercera parte de su
condena. Además, el delincuente puede solicitar acogerse a beneficios
penitenciarios, por ejemplo el 2x1 (donde dos días de trabajo o estudio
equivalen a un día menos de pena).
Supongamos que a este delincuente se le condenó a 12 años de
prisión. Un tercio: son 4 años. Y con el 2x1, si tenía 700 días de trabajo,
son 350 días de libertad. Total: el delincuente salió libre en menos de 4
años.
Así lo indica el abogado penalista Mario Amoretti, lo que explica por
qué un maleante que ha cometido un robo o un asesinato increíblemente
quede libre antes incluso de cumplir su condena.
9. CONCLUSION ANTICIPADA.
Que, el Código Procesal Penal reconoce al Ministerio Publico como titular
del ejercicio publico de la acción penal en los delitos de persecución
publica y tiene el deber de la carga de la prueba; sin embargo el legislador
consideró, de otro lado, como excepción la facultad de concluir el proceso
anticipadamente sin llegar a juicio, facultades discrecionales a cargo tanto
del Ministerio Publico y de la autoridad jurisdiccional,  por ejemplo, la
facultad de no iniciar, suspender, interrumpir o hacer cesar el curso de la
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persecución penal, cuando así lo aconsejan los motivos de utilidad social o
razones políticos criminales (Roxin.Clus “Derecho Procesal Penal. Editores
del Puerto. Bs.A..,2000  Pág. 89).
Que, inspirándose en razones de utilidad pública y economía
procesal, la introducción de la conclusión anticipada evita la prosecución de
numerosos procesos. En ese sentido, es el más importante de los
instrumentos de agilización, racionalización y búsqueda de eficiencia de la
justicia penal,
Que, el hecho objeto del proceso penal, enseña ROXIN, es el hecho
descrito en la acusación de la persona acusada, lo que es una
consecuencia del principio acusatorio: 1. El hecho punible constituye el
requisito material esencial o determinante de la pretensión penal, que
obliga al órgano jurisdiccional a establecer su identidad objetiva. Así las
cosas, existe identidad de hechos cuando existe coincidencia de los actos
típicos de ejercicio o cuando los bienes jurídicos ofendidos o lesionado son
los mismos 2. Por lo general, cuando los imputados niegan helecho –
entendido como hecho procesal- o cuestiona pasajes del mismo,
corresponde al Juez determinarlo a partir de la valoración de la prueba
incorporada y actuada lícitamente en la causa, específicamente en el juicio
oral. Esa es la lógica del proceso jurisdiccional contradictorio, sin embargo,
la necesidad de actividad probatoria en el juicio oral puede obviarse si el
imputado, unilateralmente,  en coordinación y con la aprobación de su
abogado defensor, decide renunciar a ella, libre, voluntariamente e
informadamente. En tal virtud, la ley procesa pena acoge el principio de
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adhesión –que importa un modo de poner fin al proceso a partir de la
aceptación por el acusado de los hechos, del delito imputado y de la
responsabilidad civil consiguiente- y,  reconociendo la naturaleza jurídica
del acto de disposición de la defensa, sobre la base de una formal
expresión de voluntad, autoriza a poner fin al juicio en su periodo inicial. Si
así ocurre, como es el caso de autos, no corresponde ejecutar actividad
probatoria  ni realizar valoración de prueba alguna en orden a la realidad de
los hechos acusados y, por ende, debe tenerse tales hechos como
realmente existentes y aceptados. No cabe, en suma, como consecuencia
de la disposición legal, opción al juzgado que tener  hechos ciertos los que
ha precisado la acusación fiscal –el reconocimiento de los hechos
expresado formalmente por el imputado y su relevancia jurídico penal y
jurídico civil son, pues, determinantes-. Se produce consiguientemente,
tanto una vinculación absoluta de los hechos aceptados –vinculatio facti- .
Como, sujeto al pertinente juicio de imputación penal – correspondencia
con las categorías del delito en todos sus niveles -. Una vinculación
criminal – vinculatio criminis -, que en este ultimo extremo solo puede
entenderse de carácter relativa, es de resaltar que el acto de disposición
del imputado y su defensa desde el vigente ordenamiento procesal penal
se circunscribe, en puridad de verdad, al reconocimiento de los hechos
como presupuesto necesario y fundamental, sin los cuales en modo alguno
puede tener lugar la institución procesal de la conformidad. No se requiere
para su procedencia y ulterior aceptación que las partes acusadas también
se allanen a la pena pedida y a la reparación civil solicitada por los
acusadores. Solo se condiciona – como mínimo imprescindible – a la
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conformidad de los hechos acusados. Los imputados han de aceptar haber
cometido los hechos acusados, que es lo que como dato inicial relevante
ha ocurrido en el caso de autos. En efecto, en función, de un lado, al
ámbito de disposición expresada por el encausado y su defensa, se este
ante una conformidad absoluta y plena. Se trata, en suma, de un
allanamiento – confesión, pues no solo se acepto los hechos, sino que no
se cuestiono, a la pena y la reparación civil. No obstante los anterior,
corresponde al Juez el control jurisdiccional de la conformidad, por lo que
en resguardo de la vigencia del principio de legalidad penal y en
salvaguarda del valor justicia material, de los que en modo alguno esta
desligado, debe analizar rigurosamente los alcances jurídicos de los
hechos conformados –rige el principio Iura movit Curia-, en consecuencia, y
solo en la eventualidad  de que se presenten supuestos de atipicidad, de
exención, de responsabilidad penal o de no punibilidad, en atención a las
exigencias de la ley penal material, el Juez podrá dictar sentencia
absolutoria, en este caso la exclusión de responsabilidad penal estará
definida, como es evidente, no por la inexistencia de los hechos –el
imputado, recuérdese bien, ha realizado la conducta atribuida por el fiscal y
las circunstancias que la rodearon- sino como resultado negativo del
análisis normativo de los presupuestos generales y concurrentes para la
producción del delito. Asimismo si se presentan circunstancias notificativas
de la responsabilidad penal que determinen una preceptiva atenuación o
factores que niegan o limiten la imputación de derecho civil, el Juez podrá
dictar un decisión distinta a la propuesta por la Fiscalía, claro está sin
alterar los hechos conformados ni introducir datos fácticos distintos o
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novedosos pues se alterarían el principio de contradicción y, en casos muy
graves –si se introducen elementos esenciales-, el principio acusatorio. El
Juez así entiende, según sus términos descritos en este párrafo, los
alcances jurídicos de la Ejecutoria Suprema Vinculante numero 1765 –
2004, del veintiuno de septiembre del año dos mil cuatro, y del Acuerdo
Plenario numero 5 – 2008/CJ – 116, del dieciocho de junio del dos mil
ocho.
10. REINCIDENTES CON BENEFICIOS.-
Los ejemplos no escasean. Juver Vargas Crespo, el implicado en la
balacera en que resultó herida Arianna Reggiardo, hija del congresista
Renzo Reggiardo, tuvo hasta 10 ingresos al penal de Lurigancho. Y Luis
Astuhuamán, alias ‘Papita’, el ‘marca’ que dejó cuadripléjica a la niña
Romina Cornejo, solicitó en diciembre pasado acogerse a la figura de
terminación anticipada. Ambos son reincidentes que salieron de prisión
gracias a los beneficios penitenciarios.
El problema en sí no son los beneficios, sino la propia ley. Creo que
se hace necesaria la modificación del artículo 108 del Código Penal, que
habla del asesinato, porque no es posible que un tipo mate a alguien y se
le den 15 años, pero pueda salir en 3 o 4”. Según el especialista Luis
Lamas Puccio, el problema de los beneficios penitenciarios está en que no
existe quién regule su otorgamiento. Figuras como el 2x1 (para robo y
asesinato) o los 7 días de trabajo o estudio por uno de pena (7x1) para
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maleantes condenados por secuestro requieren del cumplimiento de ciertas
exigencias, como pasar por una evaluación psicológica, por ejemplo,
señala.
Pero es evidente que en los penales no se trabaja, lo que hacen son
algunas manualidades y nadie los regula, no existe una política laboral y
dudo de que exista una política educativa. Para acreditarlo tendría que
existir un horario de trabajo, certificados de estudio. No hay eso. Si no
existen, ¿cómo se contabiliza entonces? Y si se les realizara un examen
psicológico a los presos creo que ninguno saldría de allí.
11. LA CORRUPCIÓN PROBLEMA LATENTE.-
Lo que sucede es también un tema de corrupción, los requisitos no se
cumplen y los beneficios se empiezan a contabilizar solamente con la
presentación de la solicitud de acogimiento, se trata de la ‘válvula de
escape’ para que el sistema carcelario no colapse por sobrepoblación;
entonces,  si se eliminan los beneficios se crearía una situación
incontrolable. ¿Entonces, qué hacer?, la solución sería revisar en qué
casos sí debería otorgarse beneficios y en qué delitos no. Pero mientras
eso sucede, más delincuentes salen de las cárceles, a la expectativa de
poder dar su próximo golpe.
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12. INCOHERENCIAS DEL CÓDIGO PENAL.-
El Código Penal y el tema de los beneficios deben ser revisados, porque
incluso existen figuras que son absurdas. Por ejemplo, si un maleante mata
al vigilante de una casa para luego poder robar, este puede decir “yo no
quería robar, yo maté para luego robar”, eso se sanciona como homicidio
calificado, que tiene de 15 a 35 años de cárcel.
En cambio, si el maleante quiso robar y producto de ese robo provoca
la muerte o lesiones graves, eso se tipifica como robo agravado, y más las
lesiones graves puede recibir hasta cadena perpetua. “Es evidente que
prefieren decir que su objetivo era el asesinato para tener menos pena”.
13. DEFINICIÓN DE TÉRMINOS BÁSICOS –
Beneficio de Semilibertad: Mediante este beneficio se permite al interno
egresar (durante el día) del centro penitenciario, para efecto de trabajar o
educación, obligándose luego al término de la jornada respectiva a
pernoctar en su domicilio, sujeto a control e inspección de la autoridad
penitenciaria, del representante del Ministerio Público y del Juez Penal
respectivo. Para ello debe haber cumplido previamente un tercio de su
condena o tres cuartas partes de la misma, además de otras condiciones.
Es un mecanismo de pre libertad concedido por el órgano jurisdiccional
competente, observando la buena conducta del interno, el tiempo de
permanencia de interno en el establecimiento penitenciario, y teniendo en
cuenta la evolución del tratamiento penitenciario, su avance positivo en su
rehabilitación.
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Beneficios penitenciarios: Son el conjunto de mecanismos jurídicos que
permiten el acortamiento de la condena o, al menos, el acortamiento de su
reclusión efectiva. Los beneficios penitenciarios están contemplados en el
Capítulo IV del Régimen Penitenciario del Código de Ejecución Penal,
destinándose una sección para cada uno de ellos. Se mantienen los
siguientes beneficios: permiso de salida, redención de la pena por el
trabajo y la educación, semilibertad, liberación condicional, visita íntima y
otros beneficios. - Delito: Acción que viola la ley y conlleva pena; En
sentido restringido, violación grave de la ley, por contraposición a las faltas
e infracciones. - Derechos restringidos: son aquellos que se ejercen de
manera parcial o limitada mientras dure el tiempo de privación de la
libertad.
Derechos suspendidos: son aquellos que no se pueden ejercer mientras
dure el tiempo de privación de la libertad.- Fines de La Pena: Según el
artículo IX del Título Preliminar del Código Penal, la pena tiene función
preventiva, protectora y resocializadora.-INPE: Instituto Nacional
Penitenciario, organismo público descentralizado, rector del Sistema
Penitenciario Nacional integrante del Sector Justicia- Interno: Toda persona
privada de la libertad goza de iguales derechos que cualquier otra, salvo
los afectados por la ley y la sentencia.
Pena: Es una sanción que en el derecho peruano, se justifica porque con
su aplicación se pretende mantener el orden jurídico que ha establecido la
sociedad como indispensable para desarrollarse armónicamente en un
ambiente de paz social. Aplicar una pena a una persona, es disminuirle su
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capacidad de actuación dentro de la sociedad e incluso puede haber casos
en que se anule totalmente.
Personal penitenciario: es el conjunto de personas que laboran en el
sistema penitenciario, cuya finalidad es la de conseguir los objetivos de la
pena, es decir la resocialización del sentenciado y la prevención del delito,
tanto general como especial.
Régimen Penitenciario: Es el conjunto de medidas y condiciones que se
ejercen sobre un grupo de condenados con características similares para el
logro de su reeducación reincorporación y rehabilitación. Por ello, ante la
multiplicidad de las personalidades delictivas, se hace necesaria la
existencia de varias modalidades de regímenes en un determinado sistema
(se tiene regímenes cerrados, abiertos y de semi detención, entre otros).
Resocialización del Condenado: El Estado está en la obligación de
procurar la función resocializadora de las personas condenadas a penas
privativas de la libertad. Por tal motivo, quienes se encuentran purgando
una pena cuentan con las garantías constitucionales de cualquier
ciudadano y, en el evento de creer vulnerados sus derechos
fundamentales, están legitimados para accionar ante los organismos
judiciales en busca de la protección de los mismos. Por esta razón, los
penados podrán exigir un trato que respete su dignidad humana, la cual va
ligada inequívocamente con el derecho fundamental a la vida digna. Lo
expuesto, implica que los sujetos sometidos a una relación de sujeción
especial con el Estado podrán hacer valer sus derechos en pro de obtener
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las oportunidades necesarias y los medios precisos para el desarrollo de su
personalidad humana, con el fin de que se les garantice una vía para la
resocialización.” Es decir, que el Estado debe asegurar la realización de los
derechos fundamentales a los internos, y también la de aquellos que no
tengan esta connotación en aquella esfera que no sea objeto de restricción
por parte del Estado. La importancia del trabajo durante el tiempo de
reclusión, no sólo ayuda a alcanzar el fin de la resocialización del individuo
sino que también fomenta el valor de la paz y refuerza la concepción del
trabajo como un valor elemental de la sociedad. Ahora bien, teniendo en
cuenta la finalidad del desarrollo de una labor en calidad de interno/na en
un Centro Penitenciario, también es importante advertir que la razón
principal que ocupa a la persona en diversas tareas, es la posibilidad que
tiene de obtener una rebaja en la pena. Y en este contexto, le
corresponderá al Juez competente (Juez de Ejecución de Penas y Medidas
de Seguridad), determinar en casos específicos si hay lugar o no a la
solicitud de reducción de la pena, previa certificación del director de la
cárcel.
14. CASUISTICA.-
El presente trabajo, no pretende presentar definiciones conceptuales, nuestra
intención es compartir hasta donde llega la tan mencionada “discrecionalidad” de
un magistrado para que pueda declarar procedente y/o improcedente una
concesión de semi libertad, no obstante haber cumplido el sentenciado con todos
los requisitos que la ley prevé.
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En efecto, permítaseme  comentar y analizar a manera de casuística, que la
denominaremos: INEFICACIA DE LOS BENEFICIOS PENITENCIARIOS;
veamos:
 Mediante sentencia de fecha 11 de junio del año 2007, se ha condenado
a Nicolás Fernández Chamba,  como autor del delito de robo agravado,
en agravio del Estado Peruano, a 13 (Trece)  AÑOS DE PENA
PRIVATIVA DE LIBERTAD; Por Ejecutoria Suprema de fecha 29 de abril
del 2008, la Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte suprema de
Justicia de la República,  declaró HABER NULIDAD, REFORMANDOLA,
LE   IMPUSIERON 18 (Dieciocho) AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE
LIBERTAD.
 Mi patrocinado, solicita la concesión del beneficio penitenciario de SEMI
LIBERTAD, precisamente por haber cumplido la TERCERA PARTE de la pena
impuesta, la misma que se denegada por el Juez de Primera Instancia;  el
AQUO, la declara IMPROCEDENTE, por dos aspectos: 1) porque  mi
patrocinado “aun es una persona de especial peligrosidad,  por ser ex miembro
de la PNP”; 2)  y por no haber CANCELADO en su totalidad el pago de la
reparación civil.
 Si bien es cierto que el beneficio de semi libertad es un estimulo o incentivo y
màs no un derecho; empero DISCREPO, con el señor Juez, con el precepto de
“discrecionalidad”  cuando  sostiene “que mi patrocinado sea aún una
persona de especial peligrosidad” los técnicos en la materia, vale decir los
integrantes del Pleno del ¨Consejo Técnico Penitenciario del Establecimiento
Penal Ex Capilla de Juliaca,  han llegado a la CONCLUSION que el interno
NICOLAS FERNANDEZ CHAMBI, durante su permanencia ha demostrado
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evolución en su tratamiento, siendo pasible de ser  RESOCIALIZADO; así
lo demuestran los sendos documentos que obran en el presente cuaderno,
conforme iremos detallando mas adelante;
 Es necesario resaltar, que (02) de los co sentenciados  por este mismo delito
de robo agravado, señores LINO NESTOR SALAZAR SONCCO e ISAAC
WILSON APAZA QUISPE,  ya encuentran en libertad, vía beneficio de semi
libertad;  en todo caso a mi patrocinado se le estaría dando un tratamiento
distinto, se le estaría  DISCRIMINANDO  y ello es atentatorio al principio de
igualdad ante la ley,  conforme lo prescribe el art. 2.2.1 de la Constitución
Política del Estado;
 Ahora bien, que no haya cumplido con cancelar el total del pago de la
reparación civil…..?,  a mi patrocinado Nicolás Fernández Chambi, y sus co
sentenciados antes referido,  se les ha sentenciado al pago de CINCO MIL
NUEVOS SOLES, por concepto de reparación civil, en forma SOLIDARIA, mi
patrocinado, ha cancelado en la actualidad  la suma de MIL DOSCIENTOS
CINCUENTA NUEVOS SOLES, conforme así se aprecia de los cupones de
folios 35 a 39 de autos, entonces,  ya ha cancelado la cuota que le
corresponde, evidenciándose la voluntad efectiva de reparar el daño
generador, lo que conlleva a prever el interés de resocializarse por parte de mi
patrocinado;
 Al respecto, existe jurisprudencia uniforme, que no necesariamente se debe
cancelar el total del pago de la reparación civil, máxime si se tiene en cuenta
que la propia constitución Política del Estado establece que NO HAY PRISION
POR DEUDAS (ART. 2.24.b); POR OTRA PARTE conforme lo ha establecido
el Supremo Interprete de la Constitución en el fallo recaído en la causa 1055-
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2011-JR.PE-04 “…el pago de reparación civil no es imprescindible, peor
aun en un beneficio penitenciario… “.
 JURISPRUDENCIA:
Que, de conformidad con el Pleno Jurisdiccional Superior Nacional Penal
2004 (tema 6) se sostiene: “que para conceder los beneficios
penitenciarios no es necesario que el condenado, esté completamente
reeducado y rehabilitado en el interior del establecimiento penitenciario,
debiendo otorgarse el beneficio, teniendo en cuenta el grado de evolución
progresiva de su tratamiento penitenciario, concedido, el tratamiento
debe continuar”.
El Articulo 139 inciso 22, de la Constitución Política del Estado señala que el
régimen penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y
reincorporación del penado a la sociedad, lo cual a su vez, es congruente
con el articulo 10.3 del Pacto Internacional de Derechos civiles y Políticos,
que señala que “el régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya
finalidad esencial será la reforma y la readaptación social  de los
penados.
Asimismo el Tribunal Constitucional ha precisado en la sentencia recaída en el
expediente Nº  010-2003-AI/TC. FJ 208, que los propósitos de reeducación
y rehabilitación del penado” (…) suponen, intrínsecamente, la posibilidad
de que el legislador pueda autorizar que los sentenciados, antes de la
culminación de las penas que les fueron impuestas, pueden recobrar su
libertad si los propósitos de la pena hubieran sido atendidos. La
justificación de las pena privativas de la libertad es en definitiva proteger a la
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sociedad contra el delito”.
En cuanto a la naturaleza de los beneficios penitenciario. El Tribunal
Constitucional ha señalado en la sentencia recaído en el expediente 2700-
2006-PHC/TC, caso Víctor Alfredo Polay Campos, el fin es concretizar el
principio constitucional de resocialización y reeducación del interno.
En el EXPEDIENTE PENAL: 2004-102. (Pág.481). Segunda Sala
Penal Transitoria de Puno, se señala: “El A Quo refiere que el
sentenciado no ha cumplido con el pago del integro de la cantidad
fijada en la sentencia como reparación civil; al respecto, para la
concesión del beneficio de semi libertad, no es  requisito el pago
total por concepto de reparación civil, es suficiente que el
sentenciado haya cumplido con la tercera parte de la pena impuesta
y no tener proceso pendiente con mandato de detención.
En el expediente penal 2004-022, Caso Nicolás Carrizales Tula. Delito
Secuestro. Res. Fecha 11.Abr.2011, de la Segunda Sala Penal
Transitoria: señala: “Además por una lado el impugnante acredita haber
cumplido el requisito previsto por el articulo 2 de la ley 28760, empero
en cuanto al requisito especial referido al pago integro del monto
de la reparación civil, cabe señalar que tal concepto es de modo
alguno insoslayablemente imperativo y condición esencial para
viabilizar el beneficio  sub materia, tanto mas si la propia
Constitución Política del Estado establece que no hay prisión por
deudas (ar. 2.24.b);
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Por otra parte conforme ha establecido el Supremo interprete de la
Constitución en el fallo recaído en la causa 1085-2011-JR-PE-04.
“…el pago de reparación civil no es imprescindible, pero aun en un
beneficio penitenciario...; por lo demás conforme ha referido el
recurrente, ha abonado la cuota proporcional de dicho concepto
resarcitorio..”
En casos similares, por delios de SECUESTRO, ROBO AGRAVADO,
TRAFICO ILICITO DE DROGAS, PARRICIDIO, ENTRE OTROS
DELITOS GRAVES,  se les ha otorgado el beneficio de SEMI
LIBERTAD, simplemente a mi patrocinado se le ha denegado dicho
beneficio, no dándole la oportunidad de reinsertase a la sociedad y ser
un hombre de bien. La Sala Penal liquidadora de San Román – Juliaca,
ha confirmado dicha denegatoria.
LIBERACION CONDICIONAL.  Oportunamente  se ha solicitado al órgano
jurisdiccional competente, la LIBERACION CONDICIONAL de mi
patrocinado NICOLAS FERNANDEZ CHAMBI,  instando se declare
PROCEDENTE la  concesión de liberación condicional, y se DISPONGA
su   inmediata libertad. El Aquo, nuevamente le ha denegado dicho
beneficio a mi patrocinado: sosteniendo: a) que la improcedencia del
beneficio se debe: 1) “… aun es una persona de especial peligrosidad, por
ser ex miembro de la PNP…”,  2) “…no es lo mejor que un interno egrese
de penal para luego trabajar en una discoteca debido a que no es
compatible con el principio resocializador...”.
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 En el acto de la audiencia, (debates) junto al Gerente de la empresa Tsunamis,
hemos demostrado que mi patrocinado laborará de 8 de la mañana a 5 de la
tarde, como almacenero, vale decir en la parte administrativa. En cumplimiento
a la sentencia precitada, se ha cumplido con pagar solidariamente con mis co
sentenciados el total de la reparación civil, vale decir los CINCO MIL NUEVOS
SOLES, evidenciándose la voluntad efectiva de reparar el daño generador, lo
que conlleva a prever el interés de resocializarse por parte de mi patrocinado.
Siendo así, en la audiencia y actuación probatoria se ha demostrado
categóricamente que no demuestra peligrosidad alguna, tiene interés en
corregirse y que se me de una oportunidad, a priori no se puede indicar  que se
este “...Frente a un sujeto de suma peligrosidad…”, mi patrocinado Nicolás
Fernández Chambi, ya se encuentra resocializado y apto para cambiar sui
conducta habitual.
 El Tribunal Constitucional ha señalado  que: “los beneficios penitenciarios no
son derechos fundamentales, sino garantías previstas por el Derecho de
Ejecución Penal, cuyo fin es concretizar el principio constitucional de
resocialización y reeducación del interno. En efecto, a diferencia de los
derechos fundamentales, las garantías no engendran derechos subjetivos, de
ahí que puedan ser limitadas. Las garantías persiguen el aseguramiento de
determinadas instituciones jurídicas y no engendran derechos fundamentales a
favor de las personas. Por otro lado, no cabe duda de que aún cuando los
beneficios penitenciarios no constituyen derechos, su denegación, revocación o
restricción de acceso a los mismos, debe obedecer a motivos objetivos y
razonables». (Fundamento Jurídico 3 de la Sentencia 0842-2003-HC/TC).
 La Resolución del Juez, a mi patrocinado le acarrea serios daños y perjuicios,
por cuanto atenta contra la libertad personal al haberse dictado una resolución
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de improcedencia, El AQUO no ha fundamentado la Resolución de materia de
apelación tan solo se ha limitado a precisar. “… aun es una persona de
especial peligrosidad, por ser ex miembro de la PNP…no es lo mejor que un
interno egrese de penal para luego trabajar en una discoteca debido a que no
es compatible con el principio resocializador...”., en sentido el Tribunal
Constitucional en relación de la debida motivación de las resoluciones
judiciales ha determinado que es una garantía del justiciable frente a la
arbitrariedad judicial y garantiza que las resoluciones judiciales no se
encuentras justificadas en el mero capricho de los magistrados, sino en daños
objetivos que proporciona el ordenamiento jurídico o los que se deriven del
caso. Asimismo a determinado que uno de los supuestos que integra el
contenido constitucionalmente protegido del derecho a la motivación
sustancialmente congruente que consiste que el derecho a la debida
motivación de las sentencias obliga a los Órganos Judiciales a resolver las
pretensiones de las partes de manera congruente con los términos en que
vengan planteadas sin cometer por lo tanto desviaciones que supongan
modificación o alteración del debate procesal (incongruencia activa). Asimismo
se ha infringido el principio constitucional a la debida motivación de




PRIMERA: El principio de discrecionalidad que le faculta al señor Juez, no lo
hace todopoderoso, debe moverse  en el terreno de lo razonable y
opuesto a la arbitrariedad.
SEGUNDA: Las decisiones judiciales, deben ser  debidamente motivadas, y
no  “justificadas” con el término “criterio de conciencia” o la
consabida “discrecionalidad judicial”.
TERCERA: Los beneficios penitenciarios no son derechos sentenciados, más
bien son estímulos que están bajo la discrecionalidad del
legislador y su aplicación por los jueces.
CUARTA: Mediante el Colegio de Abogados de Puno, propongo un plan de
trabajo, que contemple diferentes ángulos de la problemática
penitenciaria con una visión año al 2021.
QUINTA: Consecuentemente, se necesita en forma urgente una Reforma
del Sistema Penitenciario, y para ello planteo la realización de
acciones concretas para abordar temas como: 1) Lucha contra la
corrupción, 2) reducción del hacinamiento, 3) seguridad en
penales, 4) salud, 5) estudio, 6) mejora del tratamiento
penitenciario, 7) fortalecimiento de la gestión institucional, 8)
participación del sector privado, 9) acciones de prevención y
reducción del delito y, finalmente, 10) el establecimiento de un
nuevo modelo de penal denominado ´Escuela Taller´, donde el
trabajo y el estudio encuentren las condiciones adecuadas para
lograr verdaderos cambios en los internos.
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RECOMENDACIONES.
PRIMERA: Los señores Jueces, no hagan mal uso del principio de
discrecionalidad que la ley les faculta, por el contrario, al momento
de resolver un beneficio penitenciariio, actúen bajo el principio de
discrecionalidad, esto es, ponderación, prudencia, equidad y
sobre todo razonabilidad.
SEGUNDA: Proponemos que las Facultades de Derecho - de manera seria y
pronta- revisen la currícula académica, incorporando asignaturas
sobre Derecho Penitenciario, considero que el nombre no le hace,
sino el contenido, además que, analicen sentencias del Tribunal
Constitucional, como el caso materia de comento.
TERCERA: Por tanto, en las aulas universitarias debe investigarse las
razones del porque de la ineficacia de los beneficios
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